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N°  20-2017
	Sesión extraordinaria de Corte Plena celebrada a las nueve horas veintitrés minutos del veintiséis de junio del dos mil diecisiete, con la asistencia inicial del Presidente, Magistrado Carlos Chinchilla Sandí, de las magistradas y de los magistrados Luis Guillermo Rivas Loáiciga, Román Solís Zelaya, William Molinari Vílchez, Julia Varela Araya, Luis Porfirio Sánchez Rodríguez, Luis Fernando Salazar Alvarado; las suplentes Maribel Seing Murillo y Aracelly Pacheco Salazar, y los suplentes Jorge Olaso Álvarez, Jorge Enrique Desanti Henderson, Mario Gutiérrez Quintero, Héctor Blanco González, Jaime Robleto Gutiérrez y José Paulino Hernández Gutiérrez, los cuatro primeros sustituyendo a la magistrada y a los magistrados Escoto, Aguirre, Ramírez y Jinesta por vacaciones, los siguientes ocupando las plazas vacantes de las Salas Segunda, Tercera y Constitucional.
Se deja constancia que la magistrada Rojas justificó su ausencia a esta sesión por razones de salud. Asimismo, la magistrada Arias y el magistrado Gamboa justificaron su ausencia en la primera audiencia de esta sesión, debido a que tenían que atender asuntos propios de su cargo.
ARTÍCULO I
Documento 7841-2017
Se aprobaron las actas de las sesiones celebradas el 31 de mayo, 1 y 5 de junio del año en curso, números 15-2017, 16-2017 y 17-2017. 	
Por no haber asistido a esas sesiones, los Suplentes Olaso Álvarez, Desanti Henderson y la Suplente Pacheco Salazar se abstienen de votar en cuanto a la aprobación de las tres actas.  Los Magistrados Rivas y Solís en lo que se refiere a la primera y segunda. El Suplente Robleto Gutiérrez en lo que respecta a la primera. La Suplente Seing Murillo en lo concerniente a la tercera.
ARTÍCULO II
Documento 6580-17
	
El Consejo Superior en sesión N° 57-17 celebrada el 13 de junio del año en curso, artículo XVI, tomó el acuerdo que literalmente dice:
“La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 2695-DE-2017 del 2 de junio del 2017, remitió la siguiente información:

“Para conocimiento del Consejo Superior, traslado copia del oficio N° DFOE-PG-0210 de fecha 31 de mayo en curso, suscrito por el licenciado José Luis Alvarado Vargas, Gerente de Área de la Contraloría General de la República, mediante el cual remite el informe N° DFOE-PG-IF-02-2017, Auditoría financiera de las partidas presupuestarias de Remuneraciones, Servicios, Materiales y suministros, Bienes duraderos, Transferencias corrientes y Cuentas especiales, del Poder Judicial, contenidas en la Liquidación del Presupuesto de la República del Ejercicio Económico 2016.

Al respecto, resulta importante resaltar que la opinión del Órgano Contralor es positiva y sin reservas, tal y como transcribo a continuación:

“OPINIÓN

1.7 En opinión de la Contraloría General, las partidas presupuestarias de Remuneraciones, Servicios, Materiales y Suministros, Bienes Duraderos, Transferencias corrientes y Cuentas especiales del Poder Judicial, contenidas en la Liquidación del Presupuesto de la República del ejercicio económico 2016, se presenta razonablemente con fundamento en lo establecido en la Ley 8131 “Ley de Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos” y su Reglamento, así como con las disposiciones legales, reglamentarias y otra normativa emitida por la Contabilidad Nacional”
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Se acordó: Tomar nota de lo comunicado por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva y hacerlo de conocimiento de Corte Plena y de la Auditoría. Se declara acuerdo firme.”
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Se dispuso: Tener por conocido el acuerdo adoptado por el Consejo Superior en sesión Nº 57-17 celebrada el 13 de junio del año en curso, artículo XVI, referente al informe N° DFOE-PG-IF-02-2017 de la Contraloría General de la República y concerniente a la Auditoría financiera de las partidas presupuestarias de Remuneraciones, Servicios, Materiales y suministros, Bienes duraderos, Transferencias corrientes y Cuentas especiales, del Poder Judicial, contenidas en la Liquidación del Presupuesto de la República del Ejercicio Económico 2016. 
El magistrado Sánchez se abstiene de votar. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO III
Documento 7132-17
El Magistrado Solís, en oficio Nº 145-OCRI-2017 del 12 de junio en curso, informó:
“En sesión de Corte Plena, N° 10-17, celebrada el 8 de mayo de 2017, Artículo XXVI, se acordó:

“1.) Conceder permiso con goce de salario y sustitución a los magistrados Rivas, Solís y Molinari del 30 de mayo al 3 de junio del 2017, a fin de que atiendan la invitación que se les remite y participen en la Segunda Ronda de Talleres de la XIX edición de la Cumbre Judicial Iberoamericana, bajo el eje temático “Fortalecimiento de la administración de Justicia en Iberoamérica: las innovaciones procesales en la Justicia por audiencias, las nuevas tecnologías y el desafío de la formación judicial”, a realizarse en la ciudad de Antigua, Guatemala.”

En este sentido me permito hacer de su estimable conocimiento el Informe de Viaje de mi participación (se adjunta documento) en mi calidad de Coordinador Nacional y actual Coordinador del Grupo Justicia Iberoamericana Abierta, durante la Segunda Ronda de Talleres, celebrada del 31 de mayo al 02 de junio de 2017 en la Ciudad de Antigua Guatemala, para lo que a bien corresponda.

Adicionalmente se adjunta documentación que respalda la participación y la información brindada en dicho informe.
 
Recomendaciones

Finalmente, con motivo de la gran trayectoria que posee la Cumbre Judicial Iberoamericana y la participación de diferentes líderes de este Poder de la República; así como la relevancia que conlleva la realización de espacios internacionales como lo es la Cumbre Judicial Iberoamericana, me permito recomendar:

El reconocimiento formal de la Cumbre Judicial Iberoamericana como una “Organización” que permite la cooperación y concertación de acciones que “…aseguren una administración de justicia independiente e imparcial, accesible al ciudadano, eficaz, eficiente, pronta y equitativa, que garantice los derechos humanos y el respeto a la seguridad jurídica.” Establecido en las Normas de Funcionamiento de dicha Organización[footnoteRef:1]. [1:  Documento “Normas de Funcionamiento de la Cumbre Judicial Iberoamericana”: http://www.cumbrejudicial.org/c/document_library/get_file?uuid=90a026cd-f3fd-4bf5-8027-8f6d0b33e18f&groupId=10124] 


Asimismo reiterar el compromiso de parte del Poder Judicial de participar en las diferentes Ediciones de Cumbre Judicial Iberoamericana con el objetivo de intercambiar experiencias, así como el fortalecimiento de los diferentes mecanismos y procesos para la mejora de la administración de justicia a nivel iberoamericano, en los temas que durante este espacio se aborden; lo anterior en total concordancia con la política exterior costarricense.

Reiterar que la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, OCRI, es la encargada de realizar la comunicación oficial de la Delegación del Poder Judicial que asista a las actividades que convoque la Cumbre Judicial Iberoamericana en la presente y próximas ediciones, lo anterior de conformidad con los acuerdos de Corte Plena, sesión N° 24-16 celebrada el 08 de agosto del año en curso, Artículo XXXIII y Consejo Superior, sesión N° 80-16 del 24 de agosto de 2016, Artículo XII.

Que la OCRI, continúe brindando asesoría en materia de cooperación y relaciones internacionales al Coordinador Nacional de la Cumbre Judicial Iberoamericana para el cumplimiento de sus funciones de conformidad con las Normas de Funcionamientos de dicha organización.

Quedo a la disposición para atender cualquier consulta sobre el particular.”
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Se acordó: Tener por rendido el anterior informe, con motivo de la participación del Magistrado Solís en actividad que se dio cuenta. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO IV
Documento 7343-17

	Se toma nota de la boleta número 1993829-Z de la Caja Costarricense de Seguro Social, mediante la cual se extendió incapacidad al Magistrado Jinesta del 14 al 16 de junio en curso. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO V
Documento 8808-16 / 7399-17
	
En sesión N° 24-16 celebrada el 8 de agosto del 2016, artículo XXXI, se concedió permiso con goce de salario al Magistrado Rivas del 16 al 20 de agosto del 2016, para que participara como expositor en el IX Congreso Nacional de Jueces, a realizarse en la ciudad de Chiclayo, Perú.
El Magistrado Rivas en correo electrónico recibido el 21 de junio de este año, informó:
“Recibí invitación para participar por tercera vez, en el Congreso Nacional de Jueces de Perú, el 22 de julio del 2016. La invitación provenía del Presidente del Poder Judicial de Perú, don Víctor Ticona y del Presidente del Comité organizador, el señor Duberlí Rodríguez Tineo, actual Presidente del Poder Judicial del Perú. El Poder Judicial peruano asumió los gastos de traslado y hospedaje. La Corte Suprema de Costa Rica, me concedió permiso con goce de salario. Fui invitado como expositor del tema de “Organización y gestión judicial”. Hice la presentación el primer día de inauguración de esa actividad ante la presencia de los Magistrados de la Corte Suprema de Perú y los jueces y magistrados asistentes de todo  el país anfitrión. Me trasladé el miércoles 17 de agosto y regresé el domingo 21 de agosto del 2016.”
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Se acordó: Tener por rendido el informe del Magistrado Rivas, sobre su participación en el IX Congreso Nacional de Jueces, celebrado en la ciudad de Chiclayo, Perú, del 16 al 20 de agosto del 2016. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO VI
Documento 10479-16 / 6837-17
	
El Consejo Superior en sesión N° 59-17 celebrada el 20 de junio del año en curso, artículo LIX, tomó el acuerdo que literalmente dice:
“En sesión N° 94-16, celebrada el 12 de octubre de 2016, artículo IV, se le asigno a la Dirección Ejecutiva el seguimiento al informe “Flujo de Ingresos y Egresos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, para lo cual, se determinó que cada seis meses se debería realizar la actualización del estudio, con el fin de valorar los supuestos y proceder con los ajustes necesarios.

La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en oficio N° 2358-DE-2017 de 7 de junio de 2017, comunicó:

“En atención a lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión 94-16 del 12 de octubre de 2016, artículo IV, en forma atenta se adjuntan dos archivos que contienen el “Informe de Flujo de Ingresos y Egresos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, realizado por el Máster Raúl Hernández González, Actuario Matemático contratado por la Institución, a quien el Departamento Financiero Contable, solicitó una estimación de los ingresos y egresos del FJPPJ, como soporte a las tareas financieras (para un horizonte de 4 años) que tiene ese Departamento.

De este informe, se desprenden dos escenarios uno optimista (oficio 0229-FC-2017) y uno pesimista (oficio 0151-FC-2017). En cuanto al primer escenario es necesario destacar:

Se consideraron los egresos bajo la metodología de un monto mensual por incremento de jubilados y pensionados, conforme lo ha venido haciendo el Departamento Financiero Contable.

Se incluyeron los recursos por aportes, conforme el aumento en la cuota patronal aprobada por la Corte Plena en la sesión 30-16 del 3 de octubre de 2016, artículo VIII, así como el incremento de la cuota estatal conforme la aprobación de la Junta Directiva de la CCSS, a partir de setiembre de 2016.

Se incluyó el egreso para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones de la cuota patronal a la Caja Costarricense de Seguro Social, de 8.75%.

En cuanto al escenario pesimista se destaca:

[bookmark: _Hlk484614658]Se consideró que en el período de estudio (horizonte de 4 años), las personas trabajadoras activas se acogen al beneficio de jubilación al cumplir uno o ambos requisitos. Lo anterior, con el fin de “estresar” el Flujo, ante situaciones que pueden presentarse durante dicho período, sobre todo considerando que se encuentra en trámite la reforma al régimen de jubilaciones y pensiones.

Se incluyeron los recursos por aportes, conforme el aumento en la cuota patronal aprobada por la Corte Plena en la sesión 30-16 del 3 de octubre de 2016, artículo VIII, así como el incremento de la cuota estatal conforme la aprobación de la Junta Directiva de la CCSS, a partir de setiembre de 2016.

[bookmark: _Hlk484615153]Se incluyó el egreso para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones de la cuota patronal a la Caja Costarricense de Seguro Social, de 8.75%.

En otro orden de ideas, se remite nuevamente el “Informe de Flujo de Ingresos y Egresos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, realizado por el Máster Raúl Hernández González, Actuario Matemático con corte al 31 de Julio 2016 para su conocimiento por cuanto se le incluyó el egreso para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones de la cuota patronal a la Caja Costarricense de Seguro Social, de 8.75%, el cual no había sido considerado.”

-0-

Se acordó: 1) Tener por recibido el oficio Nº 2358-DE-2017, remitido por la Directora Ejecutiva Ana Eugenia Romero Jenkins, donde se presenta el “Informe de Flujo de Ingresos y Egresos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, realizado por el Máster Raúl Hernández González, Actuario Matemático. 2) Tomar nota de los resultados del estudio y los dos escenarios, uno estresado y otro optimista, asimismo del informe remitido nuevamente con corte al 31 de Julio 2016, por cuanto se le incluyó el egreso para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones de la cuota patronal a la Caja Costarricense de Seguro Social, de 8.75%, el cual no había sido considerado. 3) La Dirección Ejecutiva dará seguimiento al comportamiento detectado; para lo cual, cada seis meses se deberá realizar la actualización del estudio, con el fin de valorar los supuestos y proceder con los ajustes necesarios. 4) Hacer el citado informe de conocimiento de Corte Plena y de las Asociaciones Gremiales y Sindicatos del Poder Judicial. Se declara acuerdo firme.”
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[bookmark: marca6][bookmark: marca7][bookmark: marca8]Se dispuso: Tener por conocido el acuerdo adoptado por el Consejo Superior en sesión Nº 59-17 celebrada el 20 de junio del año en curso, artículo LIX, referente al reenvío del “Informe de Flujo de Ingresos y Egresos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, realizado por el Máster Raúl Hernández González, Actuario Matemático con corte al 31 de Julio 2016, por cuanto se incluyó, en dicho informe, el egreso para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones de la cuota patronal a la Caja Costarricense de Seguro Social, de 8.75%, el cual no había sido considerado.
El magistrado Sánchez se abstiene de votar. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO VII
Documento 13806-16 / 7477, 7543-2017

En sesión N° 34-16 celebrada el 5 de diciembre del 2016, artículo XXVI, se tuvo por rendido el informe de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, referente a las acciones realizadas por el Poder Judicial con motivo de la emergencia suscitada por el paso del Huracán Otto por Costa Rica. Asimismo, se creó una Comisión que se encargará de actualizar el Protocolo para la atención en situaciones de crisis, así como el funcionamiento, directrices y lo necesario para actuar en caso de presentarse una emergencia nacional; la cual estaría integrada entre otros por una persona representante del Ministerio Público, además se instó a los señores Presidentes de las Salas de la Corte, se sirvieran en consultar a las señoras magistradas y a los señores magistrados que conforman cada una de las Salas, si tienen interés de integrar dicha Comisión, a efectos de que lo hicieran de conocimiento de esta Corte. 
La servidora Lorena Arce Campos, Secretaria Ejecutiva de la Sala Primera, en correo electrónico de 22 de junio en curso, expresó:
“De acuerdo con el oficio no. 6601-17 y con instrucciones del señor magistrado don Luis Guillermo Rivas, presidente de la Sala Primera, me permito informar que él es integrante de la Comisión que se encargara de actualizar el Protocolo para la atención de situaciones de crisis, así como el funcionamiento, directrices y lo necesario para actuar en caso de presentarse una emergencia nacional.”
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El Magistrado Aguirre, Presidente de la Sala Segunda, en oficio Nº OAG-10-2017 del 22 de junio en curso, señaló:
“En atención al oficio N° 6600-17, del doce de junio del año en curso, me permito hacerle de su estimable conocimiento, que la Sala Segunda propone para integrar la Comisión que se encargará de actualizar el Protocolo para la atención de situaciones de crisis, al Magistrado Luis Porfirio Sánchez Rodríguez.”
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Se acordó: Tener por conocidas las anteriores comunicaciones, respecto a la integración de los Magistrados Rivas y Sánchez en la Comisión que se encargará de actualizar el Protocolo para la atención de situaciones de crisis, así como el funcionamiento, directrices y lo necesario para actuar en caso de presentarse una emergencia nacional. Se declara acuerdo firme. 
ARTÍCULO VIII
Documento 7403-17
El máster Roberth García González, Auditor Judicial interino, en oficio Nº 745-90-SEGA-2017 del 21 de junio en curso, informó:
“La Ley General de Control Interno en su artículo 12, inciso c) establece la obligatoriedad de la Administración Activa de implementar las recomendaciones que se emitan en los informes de la Auditoría. Asimismo, el numeral 2.11 de las Normas para el ejercicio de la Auditoría Interna en el sector público, emitido por la Contraloría General de la República, requiere que nuestro despacho aplique un proceso de seguimiento de las recomendaciones derivadas de los servicios de auditoría, para asegurarse que las acciones establecidas por las instancias competentes se hayan implementado eficazmente y dentro de los plazos definidos.

En virtud de lo anterior, a continuación, se informa sobre los resultados obtenidos del segundo seguimiento efectuado por la Licda. Claudia Hurtado Guevara, servidora de esta Auditoría, en coordinación con la Jefatura de esta Sección, a cargo del MBA. Carlos Luis García Aparicio, respecto de las siguientes recomendaciones:


	No.
	Informe
	Estudio referente

	
4.1 y 4.2
	
371-98-SAO-2015
	
[bookmark: _Toc341186411]Fortalecimiento del Centro de Conciliación del Poder Judicial.




El seguimiento practicado reveló que las recomendaciones referidas se encuentran aplicadas. En el anexo de este informe se detalla el estado de cumplimiento.

Importante señalar que la implementación de las recomendaciones bajo seguimiento fortalece el sistema de control interno, el cual, según el artículo 10 de la Ley General de Control Interno, es responsabilidad del Jerarca y de cada titular subordinado en su ámbito de acción; por lo que se motiva a continuar con el desarrollo de las acciones que le permitirán mantener controles que respondan apropiadamente a los riesgos asociados con las actividades de su competencia.


ANEXO 
Detalle del estado de las recomendaciones objeto de seguimiento

	N° INFORME
	RECOMENDACIONES BAJO SEGUIMIENTO
	ACCIONES EMPRENDIDAS POR EL RESPONSABLE 
	ESTADO DE LA RECOMENDACIÓN

	
N° 371-98-SAO-2015
	
4.1

Suspender la creación de las Sedes del Centro de Conciliación, hasta tanto se cuente con mayores elementos que permitan establecer los circuitos judiciales en los cuales se hacen necesarias estas oficinas y si el recurso humano asignado hasta la fecha, cubre requerimientos futuros, para lo cual resulta importante un informe técnico por parte del Departamento de Planificación que analice:
Las necesidades de plazas de jueces conciliadores pertenecientes al Centro, en cada circuito judicial, de conformidad con los atrasos que presenten los despachos judiciales en cuanto a los señalamientos de agenda, para los asuntos que resulten conciliables.
Establecer si las cargas y cuotas de trabajo en las sedes actuales, resultan equilibradas en relación con el personal asignado y de conformidad con las materias a las cuales se les brinda apoyo. Lo anterior entre otras variables o parámetros, que resulten necesarios para fundamentar la permanencia de dicha oficina en el circuito correspondiente.
Elaborar formularios estadísticos que se ajusten a los requerimientos y gestiones realizadas por el Centro de Conciliación; a fin de contar con información clara y veraz que sirva para la toma de decisiones.
Para tales efectos, debe definirse un plazo prudencial para que el Departamento de Planificación ejecute la labor correspondiente, la cual va estrictamente enlazado con lo indicado en la recomendación 4.2.

	
Se confirmó mediante sesión N° 31-15, celebrada el 10 de agosto de 2015, artículo XV, que la Corte Plena ordenó suspender la creación de las Sedes del Centro de Conciliación, hasta tanto se cuente con un estudio técnico por parte de la Dirección de Planificación que analice, en lo que interesa lo siguiente:

Establecer si ese recurso es necesario en el circuito judicial; o si el asignado hasta la fecha cubre requerimientos futuros.

Las necesidades de plazas de jueces conciliadores o juezas conciliadoras pertenecientes a dicho Centro, en cada circuito judicial.

Determinar si las cargas y cuotas de trabajo en las sedes actuales, resultan equilibradas en relación con el personal asignado y de conformidad con las materias a las cuales se les brinda apoyo. 

Elaborar formularios estadísticos que se ajusten a los requerimientos y gestiones realizadas por el Centro de Conciliación, a fin de contar con información clara y veraz que sirva para la toma de decisiones.

En ese sentido, la Dirección de Planificación mediante Oficio N° 767-PLA-2017, de fecha 21 de marzo de 2017, el cual contiene el Informe N° 57-CE-2016-B, efectuó el estudio señalado por Corte Plena.

La revisión de dicho estudio permitió confirmar a esta Auditoría que si se efectuó un análisis de los puntos señalados en la recomendación y determinó lo que se detalla a continuación:

El Centro de Conciliación del Poder Judicial tiene suficiente cantidad de personal asignado para resolver con celeridad la carga de trabajo actual, atender una entrada de casos significativamente mayor a la actual, sobre todo en las Sedes de San José, Limón y Puntarenas que registraron la mayor capacidad operativa ociosa, siendo lo procedente en adelante enfocarse en el fortalecimiento de la gestión de todas las Sedes para mejorarle los niveles de efectividad.

La generación de las estadísticas judiciales del Centro de Conciliación del Poder Judicial desde la propia base de datos origina duplicidad de funciones; tareas improductivas; y pérdida de vigencia temporal de la información procesal de los expedientes judiciales remitidos al Centro, en la base de datos de los despachos judiciales de procedencia hasta que retornen; por lo que resulta más eficiente utilizar las bases de datos de los despachos judiciales como fuente para procesar las estadísticas del Centro de Conciliación lo cual implica, entre otros requerimientos, el diseño de un perfil de usuario que permita al personal autorizado del Centro mantener actualizada en forma remota o a distancia la tramitación judicial, y el estado procesal de los expedientes judiciales bajo su conocimiento, directamente en la base de datos de los despachos judiciales remitentes.

Aunado a lo anterior, el Consejo Superior en sesión N° 48-17, celebrada el 18 de mayo de 2017, artículo LXXV, tomó nota del Oficio N° 53-EST-2017 de fecha 5 de mayo de 2017, remitido por la Dirección de Planificación, en el que se solicita la modificación de la Circular “Procedimiento para registrar estadísticamente los expedientes que se envían al Centro de Conciliación y sus sedes” en la cual se aclara que en materias no penales, se sigue utilizando la interposición de solicitudes, establecida desde el mes octubre del 2016, de manera que estadística y electrónicamente el expediente principal siempre estará en el despacho de origen con el estado “Enviado al Centro de Conciliación” sin que medie cierre estadístico de la carpeta principal y una vez que el Centro de Conciliación termine el caso, este devuelve la solicitud al despacho de origen para que este los termine como “Resuelto por el Centro de Conciliación”, de esta manera no se estaría generando un doble registro de las conciliaciones realizadas a nivel institucional.

Así las cosas, se considera que la recomendación, se implementó adecuadamente. 

	


Aplicada

	
N° 972-62-SAFJP-2016

	
4.2

Analizar la necesidad de asignar funciones adicionales a las establecidas para los jueces conciliadores actualmente adscritos al Centro de Conciliación, de conformidad con el artículo 7 del Reglamento que los rige, con el afán de aprovechar al máximo las labores desarrolladas por este grupo de funcionarios de acuerdo con sus conocimientos, destrezas, habilidades y competencia.

	
Se confirmó mediante acuerdo de Corte Plena, sesión N° 31-15, celebrada el 10 de agosto de 2015, artículo XV y Oficio N° 767-PLA-2017, de fecha 21 de marzo de 2017, el cual contiene el Informe N° 57-CE-2016-B, ambos documentos mencionados en la recomendación 4.1, que la Dirección de Planificación señaló lo siguiente:

Establecer qué otras funciones adicionales a las establecidas, se podrían asignar a las juezas y a los jueces conciliadores actualmente adscritos al Centro de Conciliación.

La competencia actual del Centro de Conciliación del Poder Judicial, como ya se indicó, generó una carga de trabajo insuficiente para aprovechar a plenitud a todo el personal que tuvo asignado durante el 2015, por lo que resulta prioritario robustecerla y diversificarla. En este sentido, la competencia es posible fortalecerla a través de la incorporación activa del personal del Centro dentro del modelo de implementación del Código Procesal Laboral y Código Procesal Civil en curso, para que asuma oportunamente la competencia de los procesos judiciales susceptibles de ser resueltos por la vía alterna de conflictos. También es posible diversificarla mediante la suscripción de un convenio de cooperación mutua, o un documento análogo, entre el “Programa de justicia restaurativa”, actualmente en expansión a nivel de los circuitos judiciales, y el Centro de Conciliación aprobado por la Corte Plena, que establezca la atención de casos de justicia restaurativa por el personal del Centro como parte de sus labores habituales, es decir, integrar los mecanismos alternos y restaurativos para la resolución de conflictos. Estas acciones propuestas sobre la competencia del Centro de Conciliación contribuirían a optimizarle la carga de trabajo actual en función de la cantidad de personal asignado.

En virtud de lo anterior, esta Auditoría considera que la recomendación se aplicó correctamente.
 
	


Aplicada




- 0 -
Se acordó: Tener por rendido el informe N° 745-90-SEGA-2017 de la Auditoría Judicial referente a los resultados obtenidos del segundo seguimiento de las recomendaciones dirigidas a la Corte Plena referentes al Fortalecimiento del Centro de Conciliación del Poder Judicial, las cuales se encuentran implementadas.  Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO IX
Documento 5249-17

	El máster Elías Muñoz Jiménez, Jefe de Proceso Ejecución de las Operaciones de la Dirección de Planificación, con oficio N° 881-PLA-2017 de 5 de mayo del año en curso, manifestó:
“Le remito el informe 3-MI-2017-B de hoy, suscrito por el Lic. Minor Alvarado Chaves, Jefe a.i. del Subproceso de Modernización Institucional, relacionado con el plan de trabajo de las 13 plazas de Jueza o Juez 4, incluidas en el informe 30-PLA-PI-2016 de los Tribunales de Apelación Civil y de Trabajo, donde se valoró el impacto en el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. 

Con el fin de que se manifestara al respecto, mediante oficio 612-PLA-2017 del 9 de marzo del 2017, el preliminar de este documento fue puesto en conocimiento del Licda. Maricruz Chacón Cubillo, Directora a.i. del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, mediante copia también se le envió a la Dirección Ejecutiva, Dirección de Gestión Humana, a los señores Fabricio Garro Vargas y Fabián Arrieta Segleau, Jueces expertos en materia Laboral. Como respuesta se recibieron los oficios 90-CACMFJ-JEF-2017 del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, CP-044-17 enviado por la Dirección de Gestión Humana y 1446-DE-2017 suscrito por la Directora Ejecutiva, así como el correo del pasado viernes 17 de marzo, enviado por el señor Fabián Arrieta Segleau y el del 21 de abril del 2017 enviado por el Magistrado Dr. William Molinari Vilchez, Coordinador de la Comisión de la Jurisdicción Civil. Las observaciones se consideraron en lo pertinente, en el informe que se presenta.

- 0 -
El informe N° 3-MI-2017-B que se da cuenta, literalmente dice:
	“Dirección de Planificación
	Fecha:
	5/05/2017

	Subproceso:
	Modernización Institucional
	# Informe:
	3-MI-2017-B


	Temática:
	Plan de trabajo para las 13 plazas de Jueza o Juez 4 y personal de apoyo incluidas en el informe 30-PLA-PI-2016-Tribunales de Apelación Civil y de Trabajo 

	Para:
	 Corte Suprema de Justicia

	Copia(s): 
	Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, Dirección Ejecutiva, Dirección de Gestión Humana, Lic. Fabián Arrieta Segleau, Lic. Fabricio Garro Vargas, Comisión de la Jurisdicción Civil, Comisión de la Jurisdicción Laboral, Sala Segunda.

	Oficios y Referencias:
	Con este informe se contesta la referencia interna 139-17 relacionado ref. 1566-16 
(Oficio 2-PLA-2017).



	
I. Antecedentes
	
1.1. Corte Plena en sesión 19-16 del 8 de junio del 2016, aprueba el informe 30-PLA-PI-2016[footnoteRef:2], que dentro de sus recomendaciones incluye 13 plazas extraordinarias de Jueza o Juez 4, 11 de Técnica o Técnico Judicial 3 y 6 de Coordinadora o Coordinador Judicial 3, asignadas a los Tribunales de Segunda Instancia del país. [2:  Aprobado por el Consejo Superior en sesión extraordinaria de Presupuesto 38-16 celebrada el 20 de abril del 2016, artículo IV y por Corte Plena en sesión N°19 celebrada el 8 de junio del 2016, artículo único.] 


1.2. Con el fin de obtener el criterio correspondiente, en relación con la propuesta de utilización del recurso humano mencionado en el párrafo anterior, la Dirección de Planificación remitió el oficio 612-PLA-2017 (3-MI-2017) en consulta a la Dirección Ejecutiva, Dirección de Gestión Humana, así como a los máster, Fabricio Garro Vargas y máster Fabián Arrieta Segleau, asesores en el proceso de implementación de la Reforma al Código de Trabajo.

1.3. Como respuesta, la Dirección de Gestión Humana emite oficio CP-044-2017 del 15 de marzo de 2017 (anexo 3), el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional en conjunto con los máster Fabricio Garro Vargas y Fabián Arrieta Segleau (anexo 4) remiten nota sin número con fecha 15 de marzo de 2017, por su parte la Dirección Ejecutiva se pronuncia mediante oficio 1446-DE-2017 del 17 de marzo 2017(anexo 5), así como un oficio de la Comisión de la Jurisdicción Civil (anexo 6) sin número de oficio y con fecha 21 de abril del 2017.

1.4. Todas las observaciones al oficio 612-PLA-2017 versan principalmente respecto a la recomendación contenida en el informe SAP-193-2016–Parte C de la Sección de Análisis de Puestos, de reasignación de las plazas de “Jueza o Juez 4” de Tribunales de Juicio (materia civil y laboral) a “Jueza o Juez 5” y necesidad de regionalizar la segunda instancia desde el 25 de julio de 2017, no así en cuanto al plan de trabajo para las plazas citadas en el punto “1.1.”

1.5. Por las razones expuestas, se desarrolla en este documento las propuestas relacionadas con los planes de trabajo asociados a las plazas en estudio.

1.6. En un informe posterior, se comunicará a las Comisiones de la Jurisdicción Civil y Laboral el planteamiento de la Dirección de Planificación en cuanto al tema de regionalización de los Tribunales de Apelación.  


	
II. Justificación
	
2.1. En virtud de las necesidades surgidas en la resolución de expedientes de las apelaciones civiles y laborales en segunda instancia y a las cargas de trabajo mostradas por este tipo de despachos durante el 2017, resulta necesario efectuar un ajuste en la utilización de las plazas de Jueza o Juez 4, recomendadas en el informe 30-PLA-PI-2016 elaborado por la Dirección de Planificación.

2.2. La modificación indicada en el punto anterior, regirá desde el conocimiento del presente informe y se extenderá hasta la entrada en vigencia de la Ley 9343 (25 de julio 2017), razón que justifica el planteamiento de las propuestas que a continuación se detallan en el cuerpo del informe. 


	III. Información Relevante
	
3.1. Aspectos considerados en el oficio 30-PLA-PI-2016 elaborado por la Dirección de Planificación.

- En virtud del análisis efectuado en 2016 sobre el impacto a nivel organizacional y presupuestario en el Poder Judicial de la implementación de la Reforma al Código de Trabajo, oficio 30-PLA-PI-2016, en el punto “3.4.7 propuesta”, se estableció la creación de trece plazas de Jueza o Juez 4, once plazas de Técnica o Técnico Judicial 3 y seis de Coordinadora o Coordinador Judicial 3, para alcanzar la especialización en la atención de las apelaciones de asuntos civiles y de trabajo en Tribunales de Apelación y el refuerzo de algunos Tribunales mixtos actuales.

- A partir de esa asignación de personal se crean según el citado informe los Tribunales de Apelación Civil y de Trabajo de Alajuela (cuya competencia territorial abarca el Primer y Tercer Circuito Judicial de Alajuela), Cartago, Puntarenas, Heredia y Primer Circuito Judicial de la Zona Sur (Pérez Zeledón) con la estructura que se detalla en el cuadro 1 y se refuerzan los Tribunales mixtos de manera que se garantice la estructura detallada en el cuadro 2:

Cuadro 1
Tribunales de Apelación Civil y de Trabajo, cantidad de recurso humano,
según informe 30-PLA-PI-2016, 2017

	Tribunal de Apelación Civil y de Trabajo de
	Personal futuro

	
	Jueza o Juez 4
	Coordinadora/or Judicial 3
	Técnica o Técnico Judicial 3

	Primer y Tercer Circuito Judicial de Alajuela (Sede Alajuela)
	4
	1
	3

	Cartago
	3
	1
	2

	Puntarenas
	3
	1
	2

	Heredia
	3
	1
	2

	Primer Circuito de la Zona Sur (Pérez Zeledón)
	3
	1
	2


Fuente: Elaboración propia.


En el caso de los Tribunales mixtos la cantidad de personal asignada a cada uno para la atención exclusiva de asuntos civiles y laborales es el detallado en el cuadro 2:


Cuadro 2
Recurso humano extraordinario según informe 30-PLA-PI-2016 destacado en el conocimiento de apelaciones civiles y de trabajo dentro de los Tribunales mixtos, 2017.
	Tribunal de Juicio de:
	Personal asignado según informe 30-PLA-PI-2016

	
	Jueza o Juez 4
	Coordinadora/or Judicial 3
	Técnica o Técnico Judicial 3

	Segundo Circuito de la Zona Sur (Corredores)
	2
	0
	1

	Primer Circuito de la Zona Atlántica (Limón)
	2
	1[footnoteRef:3] [3:  Se incluyó a nivel presupuestario una plaza de coordinador, previendo en que caso de darse la especialización se contara con el recurso.] 

	1

	Segundo Circuito de la Zona Atlántica (Guápiles)
	2
	0
	1

	Primer Circuito de Guanacaste  (Liberia)
	2
	0
	1

	Segundo Circuito de Guanacaste  (Sede Nicoya)
	2
	0
	1

	Segundo Circuito de Alajuela  (San Carlos)
	2
	0
	1



Fuente: Elaboración propia.

En relación con el personal indicado en los cuadros 1 y 2, es importante detallar algunas generalidades de interés:

En el caso de los Tribunales mixtos, el detalle del recurso humano pueden ser plazas nuevas o plazas que fueron nombradas en materia Civil y Laboral  (pero integran secciones en materia Penal) que se especializan a los interno y se sustituyen con plazas nuevas en materia Penal.

Solamente los Tribunales del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, Primer y Segundo Circuito de la Zona Atlántica, contaban con una plaza especializada en el conocimiento de asuntos civiles y de trabajo a lo interno del Tribunal. 

A partir de la entrada en vigencia de la Reforma al Código de Trabajo, se espera un incremento en la entrada de asuntos en segunda instancia, ocasionada por la reestructuración de los actuales Tribunales de Trabajo de Menor Cuantía en Juzgados de Trabajo (mayor número de resoluciones cuentan con recurso de apelación). 
Incremento en la entrada de apelaciones producto del plan de descongestionamiento del pase a fallo de los Juzgados de Primera Instancia, en donde en 2016 se fallaron 2221 asuntos en materia Laboral y 231 en materia Civil y de los planes de trabajo de reducción de circulante desarrollados en 2017 tales como:

Juzgado de Trabajo del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica (informe 2519-PLA-2016, aprobado por el Consejo Superior en sesión 02-17, artículo XXXIX).
Juzgado de Trabajo del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica (informe 2089-PLA-2016, aprobado en sesión del Consejo Superior en sesión 105-16, artículo XXXVI).
Juzgado de Trabajo de Puntarenas (informe 2252-PLA-2016, aprobado en sesión 108-16 del Consejo Superior, artículo LXVI).
Juzgado Civil y Trabajo de Grecia (informe 2508-PLA-2016 aprobado por el Consejo Superior en sesión 02-17, artículo XL).
Juzgado Civil y Trabajo del III CJ Alajuela (oficio 67-PLA-17 aprobado por el Consejo Superior en sesión 5-17 del 24-1-2017, artículo XLIV).
Juzgado Civil y Trabajo del I CJ Zona Sur -Pérez Zeledón. (informe 35-PLA-17 aprobado por el Consejo Superior en sesión 6-17 celebrada el 26 de enero del 2017 artículo XLII).
Juzgado Civil y Trabajo de Nicoya (oficio 167-PLA-17 aprobado por el Consejo Superior en sesión 07-17, del 31-01-17, artículo. XXVII).
Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Quepos (oficio 65-PLA-17, aprobado por el Consejo Superior en sesión 5-17 del 24-1-2017, artículo XLIII).
Juzgado Civil y Trabajo de Santa Cruz (oficio 291–PLA-17, aprobado por el Consejo Superior en sesión 10-17 del 9-2-17,  artículo LXIX). 
Juzgado de Trabajo del Tercer Circuito Judicial de San José (Desamparados), aprobado por el Consejo Superior en sesión 25-17, artículo L.
Juzgado Civil y Trabajo de Cañas, (oficio 710-PLA-2017, aprobado por el Consejo Superior en sesión 25-17 del 16-3-2017, artículo LI).
Juzgado Civil y Trabajo del Primer Circuito Judicial de Guanacaste-Liberia (oficio 226-PLA-2017, aprobado en sesión de Consejo Superior en sesión 8-17 del 2-2-2017, artículo XLVII).
Juzgado Civil y Trabajo del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur-Corredores (oficio 171-PLA-2017, aprobado en sesión de Consejo Superior en sesión 07-17, del 31-01-17, artículo. XXV).
Plan descongestionamiento del pase a fallo en materia civil a nivel nacional 2016-2018.

La especialización propuesta y cambio de competencias material y territorial de los nuevos Tribunales de Apelación Civil y de Trabajo de Alajuela, Cartago, Heredia y Puntarenas, entra en vigencia a partir del 25 de julio del 2017.
La separación física-Infraestructura- de estos Tribunales de los actuales Tribunales de Juicio Penales se hará de manera paulatina, una vez se cuente con los espacios por parte de la Dirección Ejecutiva y el personal de apoyo necesario que ingresa a partir de agosto 2017.

La asignación de la materia a nombrar en cada plaza, se detalló en el oficio 2-PLA-2017 (anexo 1), que se modifica en lo que respecta al apartado de Tribunales de Apelación y personal de apoyo con este documento.
Incremento en el circulante y la entrada producto de la propuesta de cambio de competencia en materia civil de los Tribunales de Apelación[footnoteRef:4]. [4:  Pendiente de aprobación por parte de Corte Plena.] 


- Al finalizar 2016, se realiza un análisis de cargas de trabajo[footnoteRef:5] en los Tribunales mixtos, con el fin de garantizar la adecuada asignación del recurso, aspecto que se detalla en el cuadro 3. [5:  Datos estadísticos actualizados al 31 de diciembre 2016.] 


Cuadro  3
Requerimiento de Recurso Humano según Entrada de Asuntos en Materia Civil y Trabajo, Tribunales Mixtos, 2017.

	Tribunal mixto de:

	LABORAL
	CIVIL
	CONJUNTO
	Plazas necesarias de Jueza o Juez (según entrada)
	Recurso Humano titular exclusivo en civil y laboral

	
	Entrada mensual
	Circulante al 31-12-2016
	Entrada mensual
	Circulante al 31-12-2016
	Entrada Mensual
	Circulante
	
	

	Primer Circuito Judicial Zona Sur (Pérez Zeledón)
	11
	30
	13
	17
	25
	47
	1,5
	1

	Segundo Circuito Judicial Zona Sur (Corredores)
	11
	89
	6
	34
	17
	123
	1,0
	

	Segundo Circuito Judicial de Alajuela (San Carlos)
	24
	152
	12
	71
	36
	223
	2,1
	

	Primer Circuito Judicial de Guanacaste (Liberia)
	9
	24
	10
	27
	19
	51
	1,1
	

	Segundo Circuito Judicial de Guanacaste (Nicoya)
	11
	42
	9
	58
	20
	100
	1,2
	

	Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Limón)
	23
	89
	9
	49
	32
	138
	1,9
	1

	Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Pococí)
	21
	56
	7
	33
	28
	89
	1,7
	1


*En promedio una plaza de Jueza o Juez 4, está en capacidad de conocer 17 asuntos nuevos (civil y laboral) por mes[footnoteRef:6]. [6:  Dato actualizado según informe 853-PLA-2017 (36-MI-2017) enviado en consulta a las Comisión Civil y Laboral 25 de abril 2017.] 


Con base en la información anterior, se puede apreciar que en esos despachos, momentáneamente no se justifica la especialización (3 plazas de Jueza o Juez) en el conocimiento de apelaciones civiles y de trabajo, toda vez que al analizar el efecto de la entrada versus la cantidad de recurso juzgador necesario, queda en evidencia, que en algunos casos resulta suficiente una plaza que asuma el trámite de esa variable tal es el caso de Pérez Zeledón, Corredores, Liberia, Nicoya.

Por lo anterior, es necesario definir:

Recurso humano a asignar en cada Tribunal para la atención de asuntos civiles y de trabajo según carga de trabajo actual (redistribución de plazas aprobadas en informe 30-PLA-PI-2016), durante el primer semestre 2017.
Plan de reducción de circulante (materia Civil y de Trabajo) en segunda instancia a nivel nacional.

Es así como se detallan a continuación las propuestas asociadas a la utilización de las plazas referidas con el fin de lograr la maximización en la utilización de esos recursos.

PROPUESTA DE ASIGNACION DE RECURSO HUMANO (REDISTRIBUCIÓN DE PLAZAS EXTRAORDINARIAS APROBADAS EN INFORME 30-PLA-PI-2016), DURANTE EL PRIMER SEMESTRE 2017.

Un aspecto que resulta trascendental traer a colación, es que en los Tribunales Mixtos, la principal carga de trabajo es en materia Penal, también existen plazas cuya formación es en materia Civil o Laboral. No obstante, estas últimas, son utilizadas en la integración de secciones de tipo penal. 

Objetivos de la propuesta.

Reforzar los Tribunales mixtos del país con la cantidad de plazas que requieran según su carga de trabajo y garantizando al menos una plaza especializada en el conocimiento de asuntos civiles y de trabajo, cuya labor sustantiva es atender estos asuntos, redactar los proyectos de resolución,  hacerlas circular entre sus homólogos del Tribunal y fallar asuntos de puro derecho cuando corresponda.
Garantizar personal en la atención de apelaciones civiles y de trabajo en cada zona, sin necesidad de regionalizar por zonas los Tribunales, en virtud de las afectaciones por traslado de personal y dificultad de las personas usuarias de acceder a zonas alejadas en virtud del tipo de población que cubre la Jurisdicción Laboral (modifica el oficio 2-PLA-2017 elaborado por la Dirección de Planificación).

Es necesario indicar que esta propuesta de plan de trabajo, se plantea para que rija desde la respectiva aprobación por parte del Consejo Superior y hasta el 25 de julio 2017, fecha de la entrada en vigencia de la Reforma al Código de Trabajo y en la que se evaluará nuevamente el plan de trabajo para las plazas. 

Para la propuesta de plan de trabajo de las plazas a partir del 25 de julio 2017 será necesario considerar s las observaciones planteadas al informe 612-PLA-2017 (3-MI-2017) a saber:

La recomendación técnica contenida en el informe SAP-193-2016–Parte “C” de la Sección de Análisis de Puestos de la Dirección de Gestión Humana. 
El contenido del oficio CP-044-2017 de la Dirección de Gestión Humana.
Lo manifestado por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional con respecto al oficio 612-PLA-2017 en conjunto con los máster Fabricio Garro Vargas y Fabián Arrieta Segleau mediante nota sin número y con fecha 15 de marzo de 2017.
El oficio 1446-DE-2017 del 17 de marzo 2017 remitido por parte la Dirección Ejecutiva.
Acuerdo del Consejo Superior en sesión 28-17 del 23 de marzo del 2017, artículo XXVII.

- Para ilustrar el plan de trabajo de las plazas desde la aprobación de este informe  por parte del Consejo Superior y hasta el 25 de julio de 2017, se detalla a continuación el cuadro 4 el resumen de la propuesta en estudio.


Cuadro 4
Redistribución del personal extraordinario recomendado según  informe 30-PLA-PI-2016 destacado en Tribunales mixtos, 2017.
	Tribunal
	Plazas de Jueza o Juez 4

	
	Número de Plaza
	Número de plaza para plan de reducción de circulante

	I CJ Alajuela
	Plaza nueva 374291 para la materia Civil.
	

	I CJ de la Zona Sur
	Se mantiene únicamente la plaza titular 43028 para la materia Laboral.
	

	II CJ  de la Zona Sur
	Se mantiene la plaza titular 350132 para la materia Laboral  que se reemplaza por la plaza nueva para la materia Penal 374321.
	374322

	I CJ Guanacaste
	Se especializa una de las dos plazas especialistas en la materia Civil existentes   (44790 ó 100864) [footnoteRef:7] que se reemplaza con una plaza nueva para la materia Penal 374313. [7:  La selección de cuál de las dos plazas continúa conociendo civil y trabajo de manera especializada le corresponde a la Dirección de Gestión Humana.] 

	

	II CJ Guanacaste
	Se especializa la plaza titular 365690 en materia Civil, que será reemplazada por la plaza nueva de la materia Penal 374315.
	374316*

	I CJ Zona Atlántica
	Se mantiene la plaza titular 45101 en materia Civil y una de las plazas laborales existentes (350166 ó 45100)[footnoteRef:8] que es reemplazada por una plaza nueva  de la materia Penal  374301. [8:  La selección de cuál de las dos plazas continúa conociendo civil y trabajo de manera especializada le corresponde a la Dirección de Gestión Humana.] 

	

	II CJ Zona Atlántica
	Se mantiene la plaza titular 34279 en materia Laboral y una plaza nueva  para la materia Laboral 374308.

	

	II CJ Alajuela
	Se especializa la plaza titular 6121 en materia Civil que es reemplaza por una plaza nueva para la materia Penal  374289. Adicionalmente se especializa la plaza nueva 374290 en materia Laboral.
	

	Total de plazas extraordinarias asignadas: 8.    Descongestionamiento: 5** 



En términos generales, de acuerdo a lo indicado en el cuadro 4, de las 13 plazas de Jueza o Juez recomendadas en el informe 30-PLA-PI-2016, ocho quedan debidamente redistribuidas y 5 (374322, 374316, 374303, 373304 y 374314) se destinarán a planes de reducción de circulante como se detallará en el siguiente apartado “Plan de reducción de circulante (materia Civil y de Trabajo) en segunda instancia a nivel nacional”. 

Para ampliar la explicación contenida en el cuadro 4, se detalla la situación por despacho:

Primer Circuito Judicial de Alajuela: se asigna adicionalmente a la Sección existente, la plaza 374291 con las labores detalladas en el oficio 545-PLA-2017 elaborado por la Dirección de Planificación (anexo 2). En cuanto al oficio 545-PLA-2017, se aclara que según información remitida por la Dirección de Gestión Humana la plaza 44422 actualmente no se encuentra vacante. 

Primer Circuito Judicial de la Zona Sur (Pérez Zeledón): su carga de trabajo actual no justifica su especialización en el primer semestre 2017. Por lo tanto, no requiere la asignación de los dos recursos extraordinarios incluidos en el informe 30-PLA-PI-2016 (plazas 374303 y 374304). Con su plaza titular (43028) está en capacidad de atender la entrada de asuntos tanto civiles como de trabajo.

Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur (Corredores): por la carga de trabajo, requiere de la asignación de una plaza (374321) especializada en la atención de asuntos civiles y de trabajo.  Se asigna la plaza 374322 de manera temporal para ejecutar el plan de trabajo de reducción de circulante que se detalla en el  apartado “B”, que se presenta adelante. 

Primer Circuito Judicial de  Guanacaste (Liberia): requiere únicamente de una plaza para el conocimiento de los asuntos civiles y de trabajo. Para ello se especializa una de las dos plazas civiles existentes (44790 ó 100864) [footnoteRef:9] que se reemplaza con una plaza nueva para la matera Penal (374313). Por lo tanto, no requiere la asignación de la plaza extraordinaria incluida en el informe 30-PLA-PI-2016 (plaza 374314). [9:  La selección de cuál de las dos plazas continúa conociendo civil y trabajo de manera especializada le corresponde a la Dirección de Gestión Humana.] 


Segundo Circuito Judicial de Guanacaste (Nicoya): por su carga de trabajo requiere contar con una plaza en el conocimiento de apelaciones civiles y de trabajo, por lo que se mantiene la plaza 365690, que será reemplazada por una plaza nueva para la materia Penal 374315. Asimismo, se establece un plan de trabajo temporal para la plaza 374316 para reducción de circulante en los Tribunales del Segundo Circuito de Guanacaste (Nicoya)  y Segundo Circuito de la Zona Atlántica (Guápiles) como se detallará en el  apartado “B”, que se presenta adelante. 

Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica: Se mantiene la plaza titular 45101 y una de las plazas laborales existentes (350166 ó 45100)[footnoteRef:10] que es reemplazada por una plaza nueva para la materia Penal  374301. [10:  La selección de cuál de las dos plazas continúa conociendo civil y trabajo de manera especializada le corresponde a la Dirección de Gestión Humana.] 


Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica: Se mantiene la plaza titular 34279 y una plaza nueva extraordinaria (374308).

En resumen, la materia a nombrar (de manera interina) cada plaza y hasta el 25 de julio 2017 es:

	Tribunal
	Número de plaza
	Materia a nombrar las plazas desde la aprobación del plan y hasta el 25 de Julio 2017

	Alajuela
	374291
	Civil con recargo en laboral

	San Carlos
	374289
	Penal 

	
	374290
	Laboral con recargo en Civil

	Liberia
	374313
	Penal

	Nicoya
	374315
	Penal

	Limón
	374301
	Penal

	Corredores
	374321
	Penal

	Pococí
	374308
	Laboral con recargo en Civil

	Plan de descongestionamiento
	374314
	Laboral con recargo en Civil

	
	374316
	Laboral con recargo en Civil

	
	374322
	Civil con recargo en laboral

	
	374303
	Civil con recargo en laboral

	
	374304
	Laboral con recargo en Civil



Cabe mencionar, que se indica la materia para efectos de nombramiento, pero las plazas asignadas en materia Civil y Laboral, tendrán a su cargo el conocimiento exclusivo de asuntos civiles y de trabajo, debiendo redactar los proyectos de resolución y hacerlos circular entre sus compañeros (en Tribunales mixtos serán incluso plazas penales), según el rol existente en cada Tribunal actualmente, así como de fallar asuntos de puro derecho en estas dos materias.

Cabe agregar que se analizó la posibilidad de regionalizar (Zona Sur, Guanacaste, Zona Atlántica) con el fin de alcanzar una carga de trabajo suficiente para crear Tribunales de Apelación especializados en materia Civil y de Trabajo en esas zonas de inmediato; sin embargo, por el momento dadas las condiciones actuales en cuanto a carga de trabajo, distancias, recursos tecnológicos, no es conveniente su especialización y así se recomienda.

- Personal de apoyo:

En cuanto al personal de apoyo, se modifica el oficio 2-PLA-2017, redistribuyendo de manera específica una plaza de Técnica/o Judicial del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur (Pérez Zeledón), de manera que el Tribunal de Pérez Zeledón cuente con una plaza adicional de Técnica/o Judicial y el Tribunal de Apelación Civil y de Trabajo de Puntarenas con 2 plazas de Técnica/o Judicial; otras plazas quedan pendientes de asignar así:

Cuadro 5
Distribución y origen de las plazas de apoyo de los Tribunales de Apelación 
Civil y de Trabajo, 2017

	Tribunal de Apelación Civil y de Trabajo:
	Plazas  Coordinador
	Plazas nuevas (extraordinarias) de Técnica/o 3

	
	Cantidad
	Proviene de:
	

	Cartago
	1
	Se toma del Juzgado de Trabajo*
	1  ( 374295)

	Heredia
	1
	Se toma del Juzgado de Trabajo*
	1 (374302)

	Alajuela
	1
	Se toma del Juzgado de Trabajo*
	1 (374293)

	Puntarenas
	1
	Se toma del Juzgado de Trabajo*
	2 ( 374300 y 374312 )

	I CJ Guanacaste(Liberia)
	0
	
	1 (374317)

	II CJ Guanacaste(Nicoya)
	0
	
	1 (374318)

	II CJ Alajuela (San Carlos)
	0
	
	1 (374319)

	I CJ Zona Atlántica (Limón)
	0
	
	0

	II CJ Zona Atlántica (Pococí)
	0
	
	1 ( 374309)

	I CJ Zona Sur (Pérez Zeledón)
	0
	
	1 (374311)

	II CJ Zona Sur (Corredores)
	0
	
	1(374310)

	Total
	Ninguna plaza extraordinaria de Coordinadora/or Judicial
	11 plazas de Técnica/o


*Requiere recalificación de Coordinador 2 a Coordinador 3.
Fuente: Elaboración propia

Del cuadro “5”, se comenta lo siguiente:

Las once plazas de Técnica o Técnico Judicial 3, son nuevas y extraordinarias (incluidas en el informe 30-PLA-PI-2016).

Por el momento no deben ingresar las seis plazas nuevas de Coordinadora o Coordinador Judicial 3 (374305, 374306, 374299, 374307, 374294 y 374292), presupuestadas en el informe 30-PLA-PI-2016 para la especialización de Tribunales Mixtos, queda pendiente su asignación o recalificación de la plaza, según criterio de la Dirección de Planificación para cubrir necesidades adicionales que surjan de la implementación al Código de Trabajo en 2017. 
Se reasigna la plaza 374312 (Técnica/o Judicial 3) al Tribunal de Apelación Civil y de Trabajo de Puntarenas.


PLAN DE REDUCCIÓN DE CIRCULANTE (MATERIA CIVIL Y DE TRABAJO) EN SEGUNDA INSTANCIA A NIVEL NACIONAL.
PLAZAS 374322, 374316, 374303, 373304 Y 374314.

Objetivos de la propuesta.

Colaborar con la reducción de circulante de los Tribunales del Segundo Circuito de Zona Sur, Segundo Circuito Judicial de Guanacaste y Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, mediante la asignación de una plaza adicional por el periodo indicado a fin de reducir su circulante en materia civil y trabajo. 
Garantizar la existencia hasta el 25 de julio 2017 de una sección especializada para atención asuntos civiles y de trabajo a nivel nacional, con sede en el Primer Circuito Judicial de San José, y a cargo del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional para atender despachos con alta carga de trabajo según recomendación que haga la Dirección de Planificación.
Contar con cinco plazas con competencia a nivel nacional que permitan ser utilizadas para la atención de asuntos laborales independientemente de su procedencia, según las necesidades detectadas por parte de la Dirección de Planificación, sin requerir de la modificación de oficios ante el Consejo Superior. No obstante, se le informará al Consejo las modificaciones correspondientes.

Propuesta

Se cuenta con cinco plazas de Jueza o Juez 4 (incluidas en el presupuesto 2017 de la Reforma al Código de trabajo) las cuales se dedicarán a la atención de asuntos civiles y de trabajo,  en los periodos y Tribunales indicados a continuación:  


Fuente: Elaboración propia

Competencia:

Se solicita a Corte Plena ampliar la competencia de las trece plazas de Jueza o Juez 4 (números 374301, 374308, 374303, 374304, 374321, 374322, 374291, 374289, 374290, 374313, 374314, 374315 y 374316) para que puedan atender asuntos en segunda instancia en materia Civil y de Trabajo a nivel nacional. Asimismo, se solicita que la Secretaria de la Corte y la Dirección de Gestión Humana (Carrera Judicial) no dar trámite aún al concurso de las plazas que se detallan hasta tanto se resuelva lo correspondiente a la recomendación técnica contenida en el informe SAP-193-2016–Parte C de la Sección de Análisis de Puestos.

	Número de plaza
	Propuesta de competencia material
	Propuesta de competencia territorial

	374301, 374308, 374303, 374304, 374321, 374322, 374291, 374289, 374290, 374313, 374314, 374315 y 374316
	Asuntos civiles y de trabajo independientemente de la cuantía en segunda instancia
	Todo el país




	IV. Elementos Conclusivos
	
La especialización de los Tribunales y asignación de recurso humano se hace de acuerdo a la carga de trabajo y del análisis de la información estadística actualizada.  Para ello se realizó la siguiente actualización que trata dos partes: 

Recurso humano a asignar en cada Tribunal para la atención de asuntos civiles y de trabajo según carga de trabajo actual (redistribución de plazas aprobadas en informe 30-PLA-PI-2016), durante el primer semestre 2017.
Plan de reducción de circulante (materia civil y de trabajo) en segunda instancia a nivel nacional.

Momentáneamente, no se justifica la especialización en el conocimiento de apelaciones civiles y de trabajo, toda vez que al analizar el efecto de la entrada versus la cantidad de recurso juzgador necesario, queda en evidencia, que en algunos casos resulta suficiente una plaza que asuma el trámite de esa variable.

El periodo de este plan es a partir de su aprobación y hasta el 25 de julio 2017 con posibilidad de prórroga.

Ante la urgencia de implementar el plan de trabajo, será posteriormente que la Dirección de Planificación emitirá un informe respecto a la recomendación técnica contenida en el informe SAP-193-2016–Parte C de la Sección de Análisis de Puestos. Asimismo incorporará las observaciones emitidas a partir de la consulta formulada por la Dirección de Planificación mediante oficio 612-PLA-2017, relacionado con el plan de trabajo de las 13 plazas de Jueza o Juez 4, incluidas en el informe 30-PLA-PI-2016, por parte de:

Dirección de Gestión Humana, oficio CP-044-2017 de la Dirección de Gestión Humana (anexo 3).
Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, mediante nota sin número del 15 de marzo de 2017, emitida por los máster Fabricio Garro Vargas y Fabián Arrieta Segleau, Asesores en el Proceso de Implementación de la Reforma al Código de Trabajo del (anexo 4).
Dirección Ejecutiva con oficio 1446-DE-2017 del 17 de marzo 2017(anexo 5).
Comisión de la Jurisdicción Civil (anexo 6), oficio sin número del 21 de abril del 2017.

Por otra parte,  se tomará en consideración el acuerdo del Consejo Superior, aprobado en sesión  28-17 del 23 de marzo del 2017, artículo XXVII.


	
V. Recomendaciones
	
 Aprobar las propuestas aquí descritas  contenidas en el punto, “A. PROPUESTA DE ASIGNACION DE RECURSO HUMANO (REDISTRIBUCIÓN DE PLAZAS EXTRAORDINARIAS APROBADAS EN INFORME 30-PLA-PI-2016), DURANTE EL PRIMER SEMESTRE 2017” y “B. PLAN DE REDUCCIÓN DE CIRCULANTE (MATERIA CIVIL Y DE TRABAJO) EN SEGUNDA INSTANCIA A NIVEL NACIONAL PLAZAS 374322, 374316, 374303, 373304 Y 374314.”

Con el fin de reducir los circulantes en los Tribunales citados y garantizar de acuerdo a la carga de trabajo, la asignación de personal especializado en el conocimiento de las apelaciones civiles y de trabajo, de la redacción de los proyectos de resolución y del fallo de los asuntos de puro derecho en estas materias. Inicialmente, la propuesta es para iniciar con su aprobación y hasta el 25 de julio 2017 con posibilidad de prórroga.

Ampliar la competencia territorial de las plazas  de Jueza o Juez 4, Técnica o Técnico Judicial y Coordinadora/or Judicial  recomendadas para Tribunales de Apelación Civil y de Trabajo y Tribunales de Juicio del país mediante informe 30-PLA-PI-2016, para estén en capacidad de conocer asuntos civiles y de trabajo a nivel nacional, según las recomendaciones de la Dirección de Planificación considerando las cargas de trabajo de los Tribunales Superiores del país así como garantizar su movilidad en caso de darse variaciones a las estructuras organizacionales. 

No solicitar aún por parte de la Secretaría General de la Corte, el concurso para las plazas a las que se hace referencia en la recomendación anterior (números 374301, 374308, 374303, 374304, 374321, 374322, 374291, 374289, 374290, 374313, 374314, 374315 y 374316). 

Cabe mencionar que esta propuesta fue validada como plan de trabajo temporal por el señor Magistrado de la Sala Segunda Luis Porfirio Sánchez, Lic. Fabricio Garro Vargas y Lic. Fabián Arrieta Segleau. 

Este oficio modifica el apartado de Tribunales de Apelación y personal de apoyo del informe 2-PLA-2017 de 9 de enero de 2017 dirigido a Gestión Humana.

En lo que respecta a la necesidad de espacio físico y equipo debe ser coordinado por la Dirección Ejecutiva en conjunto con las Administraciones  Regionales.

Es importante recalcar que este documento contiene un plan de trabajo necesario de implementar a la mayor brevedad y para ejecutarse desde su aprobación y hasta el 25 de julio 2017 con posibilidad de prórroga, a fin de dar uso adecuado a los recursos institucionales y respuesta a las necesidades de los despachos en especial con el incremento en la entrada producto de los distintos planes de trabajo en marcha en el país. 
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Se concede el uso de la palabra a la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora interina de Planificación quien expone: “El oficio N° 881-PLA-2017 es un plan de trabajo que tiene relación con la segunda instancia en las plazas de Juez o Jueza 4 que viene en la ley de presupuesto extraordinario en el 2017.
En resumen son 13 plazas que se estaban presentando, que ya vienen trabajando en la segunda instancia en Alajuela, Pérez Zeledón, Corredores, Liberia, Nicoya, San Carlos, Limón y Guápiles.
Después que realizamos toda la revisión de las estadísticas, de la carga de trabajo, como se vienen elaborando entonces estamos proponiendo un plan de trabajo.
En primera instancia es hasta el 25 de Julio próximo con la entrada en vigencia del Código Procesal Laboral y esta lo que propone es que de las 13 plazas, 10 queden laborando en las zonas: En Liberia 1 plaza, 2 en Nicoya, 1 plaza en Limón, 1 en Guápiles, 2 plazas en Corredores, 2 en San Carlos, y 1 plaza en Alajuela. 
Eso significa que tomaríamos de Liberia 1 plaza y 2 de Pérez Zeledón, y con eso estaríamos conformando una Sección adicional,  que la traeríamos para un plan de descongestionamiento a nivel nacional en sede San José, con competencia nacional. De ahí estaríamos colaborando dependiendo de las necesidades con cada Tribunal, de aquí hasta el 25 de Julio de este año, porque viene otra propuesta también en camino de regionalización ya partiendo de la especialización en la materia Laboral y Civil, que ya vendría de camino, si Dios lo permite, para la otra semana. 
Este plan regiría hasta el 25 de Julio próximo, y en resumen esa sería la propuesta”. 
Indica el Magistrado Sánchez: “Para nosotros es muy importante la aprobación hoy de esta gestión, por cuanto los planes de descongestionamiento a nivel nacional han generado un gran ingreso en cuanto apelaciones en los Tribunales Superiores.
El poder manejar este Tribunal desde San José, con una competencia ampliada a nivel nacional, nos va a generar la posibilidad de que aquellos Tribunales Superiores donde exista un mayor ingreso de procesos, podamos trasladarlos para San José, y llevar los controles que hemos tenido a lo largo de los planes de descongestionamiento. 
Por lo que agradecería que la gestión que se formula sea aprobada hoy por esta Corte”.
Expresa la Magistrada Varela: “Efectivamente esta gestión es muy importante como bien lo señalaba el magistrado Sánchez. Es un proceso que se ha venido llevando desde el 2016, está fortaleciéndose y es indispensable que optimicemos los recursos; y una forma de optimizarlos y lograr poner en condiciones a todos los Tribunales para que puedan afrontar los requerimientos de la Ley es ir con este proyecto temporalmente y de esa forma, podemos hacer el abordaje integral de todo el país.
De tal manera que es una necesidad institucional y valoraríamos después como nos está yendo porque me parece que habrá que darle incluso una proyección a largo plazo, pero por ahora es indispensable, que esto se apruebe. Así es que les agradecería el apoyo”.
ENTRA EL MAGISTRADO RUEDA.
Manifiesta el Magistrado Salazar Alvarado: “Estaría de acuerdo, en la propuesta de descongestionar el trabajo y reducir los plazos de espera se trata.
Nada más tenía la duda y quería preguntarle a la máster Valverde Bermúdez; recuerdo que cuando el Tribunal de Trabajo de San José, en algún momento determinado, tenía la concentración nacional o era un Tribunal con competencia en todo el país, y el magistrado Gutiérrez Quintero se acuerda bien por la época, aunque sé que la magistrada Varela estaba también por ahí; el Tribunal manejaba el tema de los conflictos colectivos y propiamente la huelga, concentrado solo en San José, entonces todas las apelaciones de las calificaciones de huelga que hacían los Juzgados de Trabajo, únicamente tenían el recurso de apelación ante el Tribunal de Trabajo de San José. 
En aquel entonces, recuerdo que era un solo Tribunal sin secciones, después se creó, por ahí de 1990 – 1991 la Sección Primera y la actualmente, ya se cuenta con la Sección Cuarta y casi que la Quinta; pero la duda que tengo es que cuando eso se corrigió, para que todos los Tribunales de Trabajo del país pudieran conocer, y es así como se hace hoy en día, la apelación del auto que califica la huelga de ilegal o legal, se dijo que esas competencias eran por ley, y entonces volvieron los tribunales de todo el país a conocer el auto de apelación del movimiento que califica la huelga.
Entonces la pregunta que tengo y una duda, para evitar algunas nulidades, que me preocuparía mucho, es: ¿Si nosotros, por un acuerdo de Corte Plena, podemos darle competencias nacionales a un tribunal que va a  estar en San José, si eso se previó o no?”. 
Refiere la Magistrada Varela: “Creo que no hay que preocuparse por eso y explico por qué; efectivamente el histórico que está señalando el magistrado Salazar Alvarado es ese, pero aquí no es la creación de un tribunal permanente, es para descongestionar, y la Corte Plena si tiene competencia para crear estos órganos temporales para descongestionar, así como ha tenido concentrado en San José el equipo que llamaban “La mora”, que atendía acumulaban despachos de todo el país. 
De tal manera que teniendo la competencia de juez o jueza 4 para resolver en segunda instancia no hay ningún problema en ese campo, y repito, no tiene que verse esto con el tema de las huelgas y lo demás porque eso es un tema que ahora viene definido en la Ley Procesal Laboral, de tal manera que esto es para descongestión, son dos escenarios diferentes, por lo tanto no hay que preocuparse, y creo que no hay ningún motivo de no haber colectivo, sino solo los acumulados en asuntos individuales, de tal manera no hay motivo de preocupación en ese campo y no se está haciendo una invasión del tema de la legalidad en cuanto a las competencias. 
Repito, la Corte Plena si tiene competencia para crear despachos para descongestión, y además la misma Ley Procesal Laboral establece, incluso, que se pueden crear despachos judiciales para que se ocupen de los temas que se van a aplicar con la ley derogada, por lo tanto ahí, y en la Ley Orgánica del Poder Judicial también, tenemos un reforzamiento jurídico para esta solicitud”.
Dice el Magistrado Molinari: “Además es un tema temporal, lo tenemos fijado en principio para el 25 de julio próximo, para efectos de procurar descongestionar o seguir descongestionando, en una muy buena labor que ha venido haciendo la Jurisdicción Laboral en ese sentido, que traslada las cargas de lo descongestionado a apelación, porque se ha logrado descongestionar bastante en primera instancia y en consecuencia eso impulsa una carga de trabajo bastante a la apelación y se requiere una ayuda para tratar que al 25 de Julio de este año que entra con la reforma, pues entonces entren mas liberados con la carga de trabajo que tienen para apelación.
Entiendo que esa es la idea del Tribunal, la que apoyo por eso, y además creo que podría estar justificada en el mismo artículo 59 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, a efectos de fijar las competencias de ese Tribunal, y además es conveniente decir que es temporal.
Recordemos lo que nos dijo la máster Valverde Bermúdez, que después viene un plan de regionalización que está por traerse a Corte Plena también, en donde las cargas de trabajo ya por competencia territorial se van a redistribuir otra vez, precisamente considerando los circulantes que nos generan los demás Tribunales, y tratando de agruparlos para generar nuevos Tribunales que reciban todas las apelaciones tanto en Civil y Laboral por región. 
Viene un informe interesante en ese sentido y creo que con eso logramos completar lo que habíamos iniciado de alguna forma la semana pasada con la aprobación de lo que estuvimos hablando de estas misma 13 plazas la semana anterior”. 
Aclara la licenciada Valverde Bermúdez: “Coincido con lo que dijo la magistrada Varela. El plan que estamos preparando y presentando, si ustedes lo ven, hoy ya estamos muy próximos, un mes sería el periodo por el cual estaríamos aprovechando las plazas y para poder descongestionar tipos de asuntos que están en el Tribunal. 
No estaríamos cambiado más allá de esto, y para después del 25 de julio se analizarían nuevamente con el tema de las competencias ya regionalizadas. 
Desde esa perspectiva, ya no tendía más que aportar”.
Prosigue el Presidente, Magistrado Chinchilla: “No sé si es necesario que sometamos a votación este asunto o consideramos que está debidamente informado, tanto por la magistrada Varela y el magistrado Sánchez de la Sala Segunda (Laboral), como del magistrado Molinari de la Sala Primera (Civil), y además de eso se encuentra el respaldo el informe que nos da la Dirección de Planificación ¿Tomamos el acuerdo en ese sentido, magistrado Salazar Alvarado?”.
Aclara el Magistrado Salazar Alvarado al el Presidente, Magistrado Chinchilla: “Creo que usted ha entendido bien el tema, por supuesto lo dije cuando empecé la intervención, no es que me opongo, nada más quería saber que si la Dirección de Planificación en el informe había tomado en cuenta ese problema o esa visión de la competencia. 
Lo de la huelga simplemente lo traje a manera de ejemplo porque sé que así funcionaba con el Tribunal de Trabajo de San José, pero por supuesto que hay algo también que es adicional y que esto va a tener una vigencia en menos de 30 días, porque ya estamos 26 de junio, mientras empiece la aplicación y entre a regir la nueva Reforma Procesal Laboral, eso será el 25 de julio próximo, allá en Nicoya, entonces estando en el informe previsto, yo tampoco tengo ninguna objeción”. 
Consulta el Presidente Magistrado Chinchilla: “¿No sé si está considerada una prórroga o alguna prórroga en ese caso, en el informe mismo?”. 
Responde la máster Valverde Bermúdez: En este momento, partimos también del informe de regionalización, entonces la prórroga iría en el tanto y cuando el informe de regionalización nos permita poder seguir contando con las plazas, ya que como ahí van a haber diferentes sedes tenemos que verificar, de acuerdo al análisis que estamos realizando, si estas mismas plazas nos van a servir para poder seguir prorrogando el plan, pero eso lo podríamos presentar hasta la semana entrante que viene el informe de la regionalización”.
Señala el Presidente, Magistrado Chinchilla: “¿Lo acordamos de esa forma? Se tiene por acordado y aprobado”.
Sin objeción alguna de las magistradas y magistrados presentes, se acordó: 1.) Aprobar el informe N° 881-PLA-2017 de la Dirección de Planificación, por ende, acoger las recomendaciones 5.1, 5.2, 5.3 y 5.4 contenidas en el informe N° 3-MI-2017-B. 2.) No solicitar al Consejo de la Judicatura el respectivo concurso para nombrar en las plazas números 374301, 374308, 374303, 374304, 374321, 374322, 374291, 374289, 374290, 374313, 374314, 374315 y 374316, de lo dispuesto tomará nota la Secretaría General de la Corte, para los efectos correspondientes. 3.) Ampliar la competencia territorial de las plazas de Jueza o Juez 4, Técnica o Técnico Judicial y Coordinadora o Coordinadora Judicial recomendadas para Tribunales de Apelación Civil y de Trabajo y Tribunales de Juicio del país mediante informe N° 30-PLA-PI-2016, para que estén en capacidad de conocer asuntos civiles y de trabajo a nivel nacional, según las recomendaciones de la Dirección de Planificación considerando las cargas de trabajo de los Tribunales Superiores del país así como garantizar su movilidad en caso de darse variaciones a las estructuras organizacionales. 4.) Las anteriores medidas son aprobadas como un plan de trabajo temporal hasta la entrada en vigencia del Código Procesal Laboral, el 25 de Julio de 2017, con posibilidad de prórroga, dicha prórroga sujeta a la propuesta de regionalización pendiente de presentar por parte de la Dirección de Planificación; por consiguiente, se autoriza la publicación de la circular que se dirá: 
CIRCULAR N° 00-2017

Asunto: Ampliación temporal de la competencia territorial de las plazas de Jueza o Juez 4, Técnica o Técnico Judicial y Coordinadora o Coordinadora Judicial recomendadas para Tribunales de Apelación Civil y de Trabajo y Tribunales de Juicio del país mediante informe N° 30-PLA-PI-2016 de la Dirección de Planificación.- 


A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS QUE CONOCEN MATERIA CIVIL Y LABORAL


SE LES HACE SABER QUE:

La Corte Plena en sesión N° 20-17 celebrada el 26 de junio del 2017, artículo IX, dispuso comunicar la ampliación de la competencia territorial de las plazas de Jueza o Juez 4, Técnica o Técnico Judicial y Coordinadora o Coordinadora Judicial recomendadas para Tribunales de Apelación Civil y de Trabajo y Tribunales de Juicio del país mediante informe N° 30-PLA-PI-2016, para que estén en capacidad de conocer asuntos civiles y de trabajo a nivel nacional, según las recomendaciones de la Dirección de Planificación considerando las cargas de trabajo de los Tribunales Superiores del país así como garantizar su movilidad en caso de darse variaciones a las estructuras organizacionales.

Las anteriores medidas son aprobadas como un plan de trabajo temporal hasta la entrada en vigencia del Código Procesal Laboral, el 25 de Julio de 2017, con posibilidad de prórroga, dicha prórroga sujeta a la propuesta de regionalización pendiente de presentar por parte de la Dirección de Planificación.

San José, 00 de junio de 2017



Licda. Silvia Navarro Romanini
Secretaria General
Corte Suprema de Justicia

- 0 -
La Secretaría General de la Corte tomará nota para lo que corresponda. 
ARTÍCULO X
Documento 7265-2017

El Consejo Superior en sesión N° 11-17 celebrada el 14 de febrero del 2017, artículo XCVII, tomó el acuerdo que literalmente dice:
“La servidora Sandra Agüero Monge, Secretaria de la Comisión de la Jurisdicción Civil, mediante oficio N° 12-CJC-2017 del 6 de febrero de 2017, comunicó:

“En la Comisión de la Jurisdicción Civil, en sesión N° 13-2016 celebrada el 21 de diciembre de 2016, punto N° 5), se conoce el siguiente tema: 

“Correo remitido por el Dr. Farith Suárez Valverde, el 29 de noviembre de 2016, donde solicita agendar lo siguiente: Que se incluya tanto en los sistemas judiciales como que se comunique a las diferentes oficinas de recepción de documentos del país la inclusión de procesos de "ejecución de garantía mobiliaria" y de "reposesión" con la finalidad de distinguirla de otros tipos de procesos.”

SE ACUERDA: Solicitar al Consejo Superior que disponga la inclusión en las estadísticas y los sistemas judiciales de los siguientes tipos de proceso: “Ejecución de Garantías Mobiliarias” y “Reposesión de Garantías Mobiliarias”, procedimientos previstos en los artículos 58 y 59 de la Ley de Garantías Mobiliarias.”
- 0 -
[…]

Se acordó: Acoger la gestión anterior; en consecuencia: Trasladar el presente acuerdo a conocimiento de las Direcciones de Tecnología de la Información y de Planificación para lo que a sus cargos corresponda. Se declara acuerdo firme.”
- 0 -
El Consejo Superior en sesión N° 23-17 celebrada el 9 de marzo del 2017, artículo XLVI, tomó el acuerdo, que en lo que interesa literalmente dice: 
“[…]

El licenciado Elías Muñoz Jiménez, Subdirector interino de Planificación, con oficio N° 516-PLA-2017 del 27 de febrero de 2017, comunicó:

“Le transcribo el informe 60-EST-2017 de hoy, suscrito por la Licda. Ana Erika Rodríguez Araya, Jefa a.i de la Sección Estadística, que indica: 

“Según acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión 11-17 del 14 de febrero de 2017, artículo XCVII, se dispone solicitar la inclusión en las estadísticas y los sistemas judiciales de los siguientes tipos de proceso: “Ejecución de Garantías Mobiliarias” y “Reposesión de Garantías Mobiliarias”, procedimientos previstos en los artículos 58 y 59 de la Ley de Garantías Mobiliarias.”

A partir del 24 de febrero del 2017, mediante la mejora realizada por el Área de Normalización de la Dirección de Tecnología NOR-35-2017, se incluye en el Sistema Costarricense de Gestión de Despachos Judiciales a nivel nacional, las siguientes clases de asuntos:

Ejecución de Garantías Mobiliarias en cobro
Reposesión de Garantías Mobiliarias en cobro y civil 

Finalmente, se adjunta circular que publicará la Sección de Estadística para informar a las oficinas y despachos judiciales, ese cambio.”
- 0 -

Seguidamente se transcribe la citada circular, que literalmente dice:

“CIRCULAR No. Xxx-2017

Para: Juzgados competentes en materia de Civil y Cobro 
De: Sección de Estadística, Dirección de Planificación
Asunto: Incluir nuevo tipo de clase de asuntos
Fecha: 22 de febrero de 2017

----------------------------------------------------------------------

En cumplimiento de lo dispuesto por el Consejo Superior, sesión celebrada el 11-17 del 14 de febrero de 2017, articulo XCVII, se procede a informar sobre la inclusión de las nuevas clases de asuntos.

Ejecución de Garantías Mobiliarias en cobro
Reposición de Garantías Mobiliarias en cobro y civil

Las modificaciones detalladas han sido contempladas en las plantillas correspondientes; asimismo, a partir del 24 de febrero del 2017, se modifica el Sistema Costarricense de Gestión de Despachos Judiciales. Estas nuevas clases de asuntos deberán utilizarse a partir del reporte del mes de marzo.

Mediante la mejora realizada por el Área de Normalización de la Dirección de Tecnología n° NOR-35-2017.”

- 0 -

Se acordó: 1) Tomar nota de la comunicación anterior. 2) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Comisión de la Jurisdicción Civil. Se declara acuerdo firme.”

- 0 -
La servidora Laura Rivera Ballestero, Secretaria Ejecutiva de la Sala Primera, en correo electrónico recibido el 19 de junio del año en curso, con instrucciones del Magistrado Molinari, en su condición de Coordinador de la Comisión de la Jurisdicción Civil, remite acuerdo N° 2-2017 adoptado por la citada Comisión en sesión N° 6-2017 celebrada el 7 de los corrientes, formulando la siguiente gestión:
“[…]

PRIMERO. La ley 9246 “Ley de Garantías Mobiliarias” establece el conocimiento en vía judicial estatal de varias pretensiones generadas con su aplicación:

1. PROCESO DE “REPOSESIÓN” O “APROPIACIÓN” DE GARANTÍAS MOBILIARIAS.

“ARTÍCULO 58.- Pactos de procedimientos especiales de reposesión.

Las partes pueden pactar un procedimiento especial para que el acreedor garantizado tome posesión de los bienes dados en garantía que se encuentren en posesión del deudor garante. A menos que dicho pacto de ejecución extrajudicial atente contra el orden público permitiendo la violencia o la coerción punibles, se considerará válido y las objeciones o apelaciones judiciales contra este solo podrán ser incoadas una vez que el pacto haya sido ejecutado.

Cuando no se haya pactado o no sea posible dar cumplimiento a los procedimientos especiales de apropiación o reposesión pactados, transcurrido el plazo indicado en el párrafo primero del artículo 57 de esta ley, el acreedor garantizado puede presentarse al juez y solicitarle que libre de inmediato el mandato de apropiación o reposesión, el que se ejecutará sin audiencia del deudor garante.

De acuerdo con la orden judicial, los bienes en garantía serán entregados al acreedor garantizado, o a un tercero a solicitud del acreedor garantizado.” (El subrayado no es del original).

2.    PROCESO DE EJECUCIÓN JUDICIAL DE GARANTÍAS MOBILIARIAS

ARTÍCULO 59.- Ejecución judicial.

En los casos en que no se haya establecido contractualmente un procedimiento de ejecución extrajudicial, la ejecución se efectuará en sede judicial conforme a la normativa aplicable…”

SEGUNDO. Como se observa, en ninguno de los supuestos indicados, la Ley de Garantías Mobiliarias dispuso el tribunal de justicia competente por razón de la materia y/o cuantía para el conocimiento de las pretensiones.

La Ley Orgánica del Poder Judicial ni las reformas que introducirá el nuevo Código Procesal Civil a su articulado, establece competencia general o especializada para los procesos de ejecución, reposesión o apropiación de garantías mobiliarias.

TERCERO. El numeral 59 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, indica:

“ARTÍCULO 59: Corresponde a la Corte Suprema de Justicia:

(…)    
                                      
16.- Refundir dos o más despachos judiciales en uno solo o dividirlos, trasladarlos de sede, fijarles la respectiva competencia territorial y por materia, tomando en consideración el mejor servicio público.
También podrá asignarle competencia especializada a uno o varios despachos, para que conozcan de determinados asuntos, dentro de una misma materia, ocurridos en una o varias circunscripciones o en todo el territorio nacional…”

CUARTO. La Comisión de la Jurisdicción Civil considera oportuno que la Corte Suprema de Justicia ejerza la potestad que le concede el numeral 59 inciso 16 de la Ley Orgánica Judicial vigente para determinar competencia especializada de los procesos judiciales indicados a los Juzgados de Cobro Judicial ya existentes, con sustento en las siguientes razones:

1.     El vacío normativo actual sobre la competencia material y/o por cuantía ha provocado que se presenten las acciones de ejecución y reposesión de garantías mobiliarias en Juzgados Civiles de Menor o Mayor Cuantía y en otros casos en Juzgados de Cobro Judicial, lo que ha suscitado variadas aplicaciones competenciales de las personas juzgadoras y partes litigantes, con la generación de conflictos de competencia inconvenientes que en definitiva resultan dilatorios del trámite de esos procesos judiciales.

2.     De mantenerse la situación actual, se generan distorsiones nocivas en la administración de justicia en el ámbito recursivo. En efecto, cuando los procesos los tramite Juzgados de Menor Cuantía, las apelaciones serían de conocimiento de Juzgados Civiles de Mayor Cuantía. Si se tramita en primera instancia por Juzgados de Mayor Cuantía, el conocimiento de las apelaciones sería de los actuales tribunales de apelación en materia civil de forma colegiada. Pero, cuando sean tramitados por Juzgados Cobratorios, aun siendo la pretensión de menor cuantía, las apelaciones admisibles serían conocidas por el Tribunal de Apelación, de forma colegiada si el proceso es de mayor cuantía y de forma unipersonal cuando es de menor cuantía.

3.     Por afinidad con la materia cobratoria, es oportuno que se aproveche la existencia actual parcialmente especializada y totalmente especializada prevista con la reforma procesal civil a partir del 8 de octubre del 2018, para el conocimiento de aquellas acciones, toda vez que la ejecución de garantías mobiliarias pretende la ejecución de los bienes garantes para hacer el cobro forzoso de obligaciones dinerarias incumplidas por deudores, de una forma análoga a la ejecución de garantías prendarias que actualmente son competencia de los Juzgados Cobratorios. En el caso de la reposesión o apropiación judicial de garantías mobiliarias, la especialización de competencia cobratoria se justifica porque en todos los casos esos derechos subjetivos que confiere a los acreedores el numeral 58 de la Ley de Garantías Mobiliarias, son accesorios, instrumentales y vinculados de forma directa al incumplimiento de las obligaciones dinerarias garantizadas.

QUINTO. En conclusión, con la potestad concedida por el artículo 59 inciso 16 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, resulta conveniente con carácter de urgencia que la Corte Suprema de Justicia se avoque a la definición de la competencia material para los procesos de ejecución, reposesión o apropiación de garantías mobiliarias.

SEXTO. La necesidad imperiosa no subsiste para las pretensiones que se puedan debatir en un proceso ordinario civil por diversas causas como nulidad, inoponibilidad, rescisión, resolución u otras de ineficacia o invalidez de contratos de garantías mobiliarias, su clausulado o ejecución o ejercicio abusivo previsto por el artículo 65 de la Ley de Garantías Mobiliarias; o en el supuesto establecido por el artículo 70 inciso b) de la Ley de Garantías Mobiliarias para la cancelación de la garantía en el Sistema de Garantías Mobiliarias por renuencia del acreedor garantizado a hacerla una vez cumplidas todas las obligaciones del deudor garante.

En los casos recién expuestos, es claro para esta Comisión que la competencia de procesos ordinarios o sumarios civiles si está prevista en la ley de forma indubitable. Le corresponde su conocimiento en la actualidad a los Juzgados Civiles de Menor o Mayor Cuantía conforme a las reglas de competencia ya dispuestas por los artículos 105 y 115 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Cuando entre a regir el nuevo Código Procesal Civil el 8 de octubre del 2018, la competencia de procesos ordinarios y sumarios también se encuentra claramente definida por esta ley en los nuevos artículos 95 bis y 105 de la Ley Orgánica del Poder Judicial sobre el funcionamiento jurisdiccional de los Tribunales Colegiados de Primera Instancia Civil y Juzgados Civiles nuevos, de acuerdo con las reformas que dispone el artículo 184 del nuevo Código Procesal Civil.

SÉTIMO. Es relevante aclarar que la competencia especializada que se sugiere otorgar a los Juzgados Cobratorios no ha de aplicar para los trámites de ejecución, reposesión o apropiación de garantías mobiliarias que se generen de forma accesoria o en etapa de ejecución de procesos ordinarios civiles.

EN CONSECUENCIA

En virtud de lo expuesto, se solicita a la Corte Suprema de Justicia en pleno que, conforme a la potestad que le concede al artículo 59 inciso 16 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, acuerde atribuir la competencia especializada de los Juzgados de Cobro Judicial, dentro de su cobertura territorial, para los procesos cuya pretensión principal sea la de ejecución, reposesión y apropiación de garantías mobiliarias en los supuestos de hecho previstos por los artículos 58 y 59 de la Ley de Garantías Mobiliarias.”
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Expresa el Presidente, Magistrado Chinchilla: “En este asunto la Comisión de la Jurisdicción Civil, remite el acuerdo N° 2-2017 adoptado en la sesión N° 6-2017 del 7 de junio en curso, referente a la definición de la competencia en ejecución y garantías de reposición de garantías mobiliarias.
Hay un acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial, así como un informe de la Dirección de Planificación con respecto al tema”.
Se concede el uso de la palabra a la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, quien manifiesta: “La Comisión de la Jurisdicción Civil en su momento nos solicitó que identificáramos esos dos tipos de asuntos, en razón de que en las estadísticas no se venían identificando.
A partir de marzo del año en curso, identificamos esos asuntos y en las estadísticas se están monitoreando.
La propuesta que hace la Comisión de la Jurisdicción Civil, es en el sentido de que esos asuntos se conozcan en la materia Cobratoria.
En nuestro caso lo que verificamos es la cantidad de asuntos que estarían contenidos en esta propuesta, de tal forma que pudiésemos visualizar el impacto también en lo que respecta a la materia Cobratoria, y en ese sentido, aunque comenzamos a registrar los datos a partir de marzo del año en curso, tenemos un apartado que era donde se calificaban esos tipos de asuntos.
Si analizamos el impacto que se tendría en ese tipo de asuntos, la cantidad es bastante baja; de manera que si se aplica la propuesta que seguidamente explicará el Magistrado Molinari, estadísticamente y de impacto de carga de trabajo para los cobratorios no tendría mayor impacto”.
Indica el Magistrado Molinari: “Con la Ley 9246 “Ley de Garantías Mobiliarias”, se generaron un par de procedimientos que por su nombre no los teníamos incorporados a los procesos del Código Procesal Civil, ni la Ley de Procesos Cobratorios. Estos procedimientos se denominan reposición y apropiación, que es algo parecido a un embargo, o que uno podría de alguna manera calificarlo como tal, los cuales están establecidos en los artículos 58 y 59 de la Ley de Garantías Mobiliarias.
¿Cuál es el inconveniente que se ha generado?  Voy a dar lectura de las consideraciones que tuvimos en la Comisión de la Jurisdicción Civil, para efectos de proponer lo que ahora voy a sugerir a esta Corte.
“CUARTO. La Comisión de la Jurisdicción Civil considera oportuno que la Corte Suprema de Justicia ejerza la potestad que le concede el numeral 59 inciso 16 de la Ley Orgánica Judicial vigente para determinar competencia especializada de los procesos judiciales indicados a los Juzgados de Cobro Judicial ya existentes, con sustento en las siguientes razones:”. Estas son las razones que tuvimos para proponerle a la Corte que esos dos procedimientos se conozcan en los juzgados cobratorios, en estos momentos hay cierto grado de duda y eso es parte de los problemas que tenemos. ¿Dónde se deben conocer? Las señoras abogadas y los señores abogados presentan estos procesos en distintos despachos con distintas competencias y nos generan problemas. “1.     El vacío normativo actual sobre la competencia material y/o por cuantía ha provocado que se presenten las acciones de ejecución y reposesión de garantías mobiliarias en Juzgados Civiles de Menor o Mayor Cuantía y en otros casos en Juzgados de Cobro Judicial, lo que ha suscitado variadas aplicaciones competenciales de las personas juzgadoras y partes litigantes, con la generación de conflictos de competencia inconvenientes que en definitiva resultan dilatorios del trámite de esos procesos judiciales.
2.     De mantenerse la situación actual, se generan distorsiones nocivas en la administración de justicia en el ámbito recursivo. En efecto, cuando los procesos los tramite Juzgados de Menor Cuantía, las apelaciones serían de conocimiento de Juzgados Civiles de Mayor Cuantía. Si se tramita en primera instancia por Juzgados de Mayor Cuantía, el conocimiento de las apelaciones sería de los actuales tribunales de apelación en materia civil de forma colegiada. Pero, cuando sean tramitados por Juzgados Cobratorios, aun siendo la pretensión de menor cuantía, las apelaciones admisibles serían conocidas por el Tribunal de Apelación, de forma colegiada si el proceso es de mayor cuantía y de forma unipersonal cuando es de menor cuantía.
3.     Por afinidad con la materia cobratoria, es oportuno que se aproveche la existencia actual parcialmente especializada y totalmente especializada prevista con la reforma procesal civil a partir del 8 de octubre del 2018, para el conocimiento de aquellas acciones, toda vez que la ejecución de garantías mobiliarias pretende la ejecución de los bienes garantes para hacer el cobro forzoso de obligaciones dinerarias incumplidas por deudores, de una forma análoga a la ejecución de garantías prendarias que actualmente son competencia de los Juzgados Cobratorios. En el caso de la reposesión o apropiación judicial de garantías mobiliarias, la especialización de competencia cobratoria se justifica porque en todos los casos esos derechos subjetivos que confiere a los acreedores el numeral 58 de la Ley de Garantías Mobiliarias, son accesorios, instrumentales y vinculados de forma directa al incumplimiento de las obligaciones dinerarias garantizadas.
QUINTO. En conclusión, con la potestad concedida por el artículo 59 inciso 16 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, resulta conveniente con carácter de urgencia que la Corte Suprema de Justicia se avoque a la definición de la competencia material para los procesos de ejecución, reposesión o apropiación de garantías mobiliarias.
SEXTO. La necesidad imperiosa no subsiste para las pretensiones que se puedan debatir en un proceso ordinario civil por diversas causas como nulidad, inoponibilidad, rescisión, resolución u otras de ineficacia o invalidez de contratos de garantías mobiliarias, su clausulado o ejecución o ejercicio abusivo previsto por el artículo 65 de la Ley de Garantías Mobiliarias; o en el supuesto establecido por el artículo 70 inciso b) de la Ley de Garantías Mobiliarias para la cancelación de la garantía en el Sistema de Garantías Mobiliarias por renuencia del acreedor garantizado a hacerla una vez cumplidas todas las obligaciones del deudor garante.
En los casos recién expuestos, es claro para esta Comisión que la competencia de procesos ordinarios o sumarios civiles si está prevista en la ley de forma indubitable. Le corresponde su conocimiento en la actualidad a los Juzgados Civiles de Menor o Mayor Cuantía conforme a las reglas de competencia ya dispuestas por los artículos 105 y 115 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.
Cuando entre a regir el nuevo Código Procesal Civil el 8 de octubre del 2018, la competencia de procesos ordinarios y sumarios también se encuentra claramente definida por esta ley en los nuevos artículos 95 bis y 105 de la Ley Orgánica del Poder Judicial sobre el funcionamiento jurisdiccional de los Tribunales Colegiados de Primera Instancia Civil y Juzgados Civiles nuevos, de acuerdo con las reformas que dispone el artículo 184 del nuevo Código Procesal Civil.
SÉTIMO. Es relevante aclarar que la competencia especializada que se sugiere otorgar a los Juzgados Cobratorios no ha de aplicar para los trámites de ejecución, reposesión o apropiación de garantías mobiliarias que se generen de forma accesoria o en etapa de ejecución de procesos ordinarios civiles.”.  Lo que continuaría en los juzgados civiles de mayor cuantía y de menor cuantía según la competencia por cuantía.
“EN CONSECUENCIA
En virtud de lo expuesto, se solicita a la Corte Suprema de Justicia en pleno que, conforme a la potestad que le concede al artículo 59 inciso 16 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, acuerde atribuir la competencia especializada de los Juzgados de Cobro Judicial, dentro de su cobertura territorial, para los procesos cuya pretensión principal sea la de ejecución, reposesión y apropiación de garantías mobiliarias en los supuestos de hecho previstos por los artículos 58 y 59 de la Ley de Garantías Mobiliarias.”
Esa es la solicitud que hacemos, es un tema de competencia para unos procesos determinados, que en estos momentos no están definidos con claridad en la ley, cuál es su competencia según los despachos o competencia funcional si se quiere. 
En consecuencia, esa es la solicitud que hacemos, que sean los juzgados cobratorios que conozcan de ejecución, reposición y apropiación de garantías inmobiliarias”.
Prosigue el Presidente, Magistrado Chinchilla: “Tenemos la solicitud que se dirige para que sean los juzgados de cobro judicial, la competencia o cobertura que tienen a nivel nacional, para conocer de la ejecución, reposición y apropiación de garantías mobiliarias en los supuestos previstos en los artículos 58 y 59 de la Ley de Garantías Mobiliarias.
Esto quiere decir que hay un estudio de la Dirección de Planificación, donde considera que la solicitud es procedente y dirijo a ustedes si tienen algún comentario sobre esta solicitud que se está realizando.
Siendo que no hay ningún comentario ni oposición, esta Corte da por aprobada la solicitud que se dirige en este momento, para que sean los juzgados cobratorios, con competencia nacional, los que conozcan de la ejecución, reposición y apropiación de garantías mobiliarias, en los supuestos previstos en los artículos 58 y 59 de la Ley de Garantías Mobiliarias”.
Sin objeción alguna, se acordó: 1.) Aprobar el acuerdo N° 2-2017 adoptado por la Comisión de la Jurisdicción Civil, en sesión N° 6-2017 del 7 de junio en curso, por ende, de conformidad con la potestad otorgada por el numeral 59, inciso 16 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, atribuir la competencia especializada de los Juzgados de Cobro Judicial, dentro de su cobertura territorial, para los procesos cuya pretensión principal sea la de ejecución, reposesión y apropiación de garantías mobiliarias en los supuestos de hecho previstos por los ordinales 58 y 59 de la Ley de Garantías Mobiliarias, no así para los trámites de ejecución, reposesión o apropiación de garantías mobiliarias que se generen de forma accesoria o en etapa de ejecución de procesos ordinarios civiles, los cuales continuarían su trámite en los juzgados civiles de mayor y menor cuantía según la competencia por cuantía; por consiguiente, se autoriza la publicación de la circular que se dirá: 
CIRCULAR N° 00-2017

Asunto: 	Atribución de la competencia especializada de los Juzgados de Cobro Judicial, dentro de su cobertura territorial, para los procesos cuya pretensión principal sea la de ejecución, reposesión y apropiación de garantías mobiliarias en los supuestos de hecho previstos por los artículos 58 y 59 de la Ley de Garantías Mobiliarias.- 


A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS QUE CONOCEN MATERIA CIVIL Y COBRATORIA, ABOGADOS, ABOGADAS Y PÚBLICO EN GENERAL


SE LES HACE SABER QUE:

La Corte Plena en sesión N° 20-17 celebrada el 26 de junio del 2017, artículo IX, dispuso atribuir la competencia especializada de los Juzgados de Cobro Judicial, dentro de su cobertura territorial, para los procesos cuya pretensión principal sea la de ejecución, reposesión y apropiación de garantías mobiliarias en los supuestos de hecho previstos por los ordinales 58 y 59 de la Ley de Garantías Mobiliarias, no así para los trámites de ejecución, reposesión o apropiación de garantías mobiliarias que se generen de forma accesoria o en etapa de ejecución de procesos ordinarios civiles, los cuales continuarían su trámite en los juzgados civiles de mayor y menor cuantía según la competencia por cuantía.

Lo anterior, de conformidad con la potestad otorgada por el numeral 59, inciso 16 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.


San José, 00 de junio de 2017



Licda. Silvia Navarro Romanini
Secretaria General
Corte Suprema de Justicia
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La Secretaría General de la Corte tomará nota para lo que corresponda. 
ARTÍCULO XI
Documento 5725, 7526-2017

Dentro del expediente disciplinario N° 16-001258-0031-IJ del Tribunal de la Inspección Judicial contra el licenciado Óscar Rojas Jiménez, Juez del Tribunal de Juicio del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, sede Flagrancia, consta resolución de las trece horas y cuarenta y dos minutos del veinticuatro de marzo del año dos mil diecisiete, en la cual se ordenó remitir las citadas diligencias a la Comisión de Relaciones Laborales para lo correspondiente.
Posteriormente, la Comisión de  Relaciones Laborales remitió la resolución N° 60-2017 de las trece horas treinta minutos del veintiocho de abril del dos mil diecisiete, que literalmente dice:
“Sesión ordinaria No. 11-2017, celebrada con la asistencia de los licenciados Antonio Darcia Carranza, quien preside, Fabio Hernández Delgado, Leila Shadid Gamboa, Gabriela Bustamante Segura, Alexandra Madriz Sequeira y Maureen Solís Madrigal y que dice:

ARTICULO VI

Procedimiento disciplinario No. 15-001258-0031IJ, de OSCAR ROJAS JIMÉNEZ, Juez del Tribunal de Juicio III Circuito Judicial de Alajuela, Sede Flagrancia.

Redacta la integrante Maureen Solís Madrigal

I. En este caso, el Tribunal de Apelación de Sentencia Penal del III Circuito de Alajuela, el siete de setiembre del año dos mil dieciséis, remite el asunto para conocimiento de la Inspección Judicial (imagen 309).  Ese órgano, procede a investigar el caso y así, dicta la resolución de las dieciséis horas diez minutos del doce de setiembre del año dos mil dieciséis y la resolución de las diez horas cuarenta y seis minutos del veinte de setiembre del año dos mil dieciséis (imágenes 308 y 297) con el fin de recabar información. 

II. La Inspección Judicial conoció con detalle lo ocurrido el treinta de setiembre del año dos mil dieciséis y así, dictó traslado de cargos mediante resolución de las trece horas y veintisiete minutos del cuatro de octubre del año dos mil dieciséis (imagen 266 y 283) De forma específica, le atribuye al acusado los siguientes tres cargos: 

"1) Que usted, Oscar Rojas Jiménez, como juez de Flagrancia del Tribunal de Juicio de San Ramón, teniendo a cargo la realización del debate del expediente número 16-000181-1297-PE seguido contra Fernando Ugalde Alarcón por el delito de amenazas a un funcionario público, no realizó correctamente el cómputo de los 15 días hábiles que dispone el artículo 435 del Código Procesal Penal para realizar el debate, siendo que usted mediante la audiencia de las veinte horas y seis minutos del veinte de julio del año en curso, indicó que dicho plazo empezó a correr el día 25 de junio del año 2016, fecha en que sucedieron los hechos, siendo lo correcto el día 05 de julio del año 2016 cuando se realizó la audiencia inicial para conocer de los hechos y fijar la competencia". 

Como se aprecia en la redacción del cargo, el Tribunal de la Inspección Judicial parte de que el cómputo del plazo para definir la competencia de flagrancia, fue contabilizado de forma incorrecta por el acusado y, ese no es el motivo por el cual el Tribunal de Apelación de Sentencia Penal del III Circuito de Alajuela, mediante resolución del siete de setiembre del año dos mil dieciséis, remitió el asunto para conocimiento de la Inspección Judicial (imagen 309). De hecho, es la legislación procesal vigente la que establece que el plazo de quince días para tramite de flagrancia, inicia a partir del conocimiento de la noticia criminis. Entonces, no ha incurrido el acusado en ningún error al tomar como punto de partida del plazo, el conocimiento de la noticia criminis. Hizo lo que la ley procesal determina. 
III. Ahora bien, en los siguientes dos cargos, hay errores insalvables. Los dos restantes cargos dicen: 

2) "Que usted, en la audiencia de debate que se realizó el día 20 de julio del año 2016 en el expediente 16-000181-1297-PE, ordenó la incompetencia en la sede de flagrancia y que la causa penal se tramitara en la vía ordinaria, en razón del vencimiento del plazo de 15 días que dispone el artículo 435 del Código Procesal Penal".

3) Que usted incurrió en un error grave, al violentar lo dispuesto en los artículos 46 y 422 del Código Procesal Penal; ya que, la única forma para fijar la competencia en la vía ordinaria en los procedimientos expeditos para los delitos en flagrancia, es cuando se requieran plazos mayores por razones de investigación, que impidan la tramitación mediante los plazos cortos de este procedimiento y no por haber superado el plazo de 15 días que dispone el artículo 435 del Código Procesal Penal, pues tal disposición no está regulado en ninguna norma de nuestro ordenamiento jurídico".

Como se aprecia, en el tercer cargo se hace referencia a una norma que regula la competencia por razón de territorio y esa norma no guarda relación alguna con lo resuelto por el superior en grado que remitió el asunto a la Inspección Judicial. Para mayor comprensión, es importante considerar que mediante resolución 742-16 de las nueve horas veinte minutos del seis de setiembre de dos mil dieciséis, el TRIBUNAL DE APELACIÓN DE SENTENCIA DEL TERCER CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA, SECCIÓN SEGUNDA, hizo ver lo siguiente y que es lo que origina la necesidad de ejercer el régimen disciplinario: "Resulta inconcebible que, contando con la prueba testimonial en el acto, con lo cual pudo definir ahí mismo la situación jurídica del imputado y satisfacer la demanda de justicia de las partes, opta por decretar una improcedente e inadmisible incompetencia, desvirtuando precisamente los principios que inspiran el procedimiento expedito para los delitos de flagrancia". Entonces, el tercer cargo, contempla una norma que no guarda relación con el asunto. Así las cosas, el primer cargo, no puede generar responsabilidad disciplinaria al juez acusado y el tercer cargo, confunde competencia territorial con competencia por materia, haciendo entonces que el traslado en sí, no sea correcto. Además, el cargo segundo, no es un cargo sino la narración de un hecho que se entiende comprendido en el primer cargo y en el segundo. Es decir, el segundo cargo en sí, no existe. Para el juez acusado, no es posible ejercer su derecho de defensa si el primer cargo no es lo que le reprochó el superior; el segundo cargo no es un cargo en sí mismo y el tercero, confunde el tema del asunto, pues no se trata de competencia por razón de territorio. 

IV. Como se observa, el fondo de la procedencia del régimen disciplinario descansaría en que el juez acusado, en lugar de hacer un debate, declinó la competencia al estimar que un plazo superado y que él entiende perentorio, conllevaba la pérdida de su competencia para que el asunto fuera tramitado como flagrancia. Véase que el traslado de cargos no dice esto sino algo completamente diferente. Entonces, el fondo del asunto es esencialmente un tema de orden jurisdiccional. 

V. Entiende esta Comisión que el plazo de quince días dentro del cual debe ser juzgada una persona mediante procedimiento de flagrancia, cede ante la necesidad de plazos mayores para fines de investigación del hecho que será juzgado pero, ese no es el tema en este asunto. El plazo de quince días para realizar el debate en efecto se excedió pero no por necesidad de un plazo mayor para fines de investigación del hecho acusado sino porque otra persona juzgadora -que no es el acusado- señaló el debate fuera del plazo de quince días. Entonces, superar el plazo de quince días, no es lo mismo que la necesidad de un plazo mayor por temas de investigación de los hechos. 

VI. Ahora bien, si para el juez acusado, que ese plazo se exceda en un mínimo como ocurrió en este caso, conllevaba declinar la competencia, es un tema de independencia judicial.  Es claro que el juez acusado entiende así la norma y como juzgador que es, tiene independencia para tomar esa decisión. Si su superior no comparte esa decisión, ello no amerita una remisión a la Inspección Judicial pues el mensaje enviado al juez acusado consiste en que debe pensar igual que su superior porque si no lo hace, será acusado para que enfrente un proceso disciplinario. Eso es violatorio del principio de independencia judicial. Para el superior era menos perjudicial hacer el debate y por ello, declinar la competencia no era lo correcto, máxime que ese mínimo excedido, según el superior, no incidía en la validez del proceso, pero, todos esos razonamientos son propios de cómo entiende el superior la normativa procesal aplicable. 

VII. Para mayor claridad, entiende esta Comisión que el vencimiento del plazo de quince días no conlleva de forma automática la supresión de la competencia que la Ley Orgánica del Poder Judicial le otorga al Tribunal Penal de Flagrancia para la resolución del caso, dado que, la única situación prevista en la legislación procesal para que el proceso no sea tramitado mediante flagrancia, consiste en que la investigación del hecho impida la tramitación mediante los plazos cortos de ese procedimiento, tal como dispone el artículo 422 del Código Procesal Penal. Ahora bien, no puede esta Comisión pretender que el juez acusado piense igual que esta Comisión porque el criterio expuesto por el acusado, lo es en razón de su cargo y por ello, está cubierto por el principio de independencia. Si bien el superior cita una resolución sobre el tema emitida por la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, lo cierto es que también indica que en esa resolución se trata el tema hasta cierto punto, es decir, no es exactamente el mismo caso, de ahí que tampoco cabe afirmar que el tema central de la improcedencia de la declaratoria de incompetencia, está resuelto de forma clara, inequívoca y vinculante.

Por todos los razonamientos dados, estima esta Comisión que el asunto debe ser archivado pues ejercer el régimen disciplinario constituye una amenaza o incluso, violación evidente a la independencia judicial. No puede el ejercicio del régimen disciplinario para "no afectar la imagen del Poder Judicial", ser más importante que garantizar la independencia judicial.  En el traslado de cargos se indica que el acusado incurrió en  "INCORRECCIONES EN EL EJERCICIO DE SU CARGO QUE AFECTAN EL BUEN SERVICIO, LA IMAGEN DEL PODER JUDICIAL Y QUE PROVOCAN UN ERROR GRAVE EN LA TRAMITACIÓN DEL EXPEDIENTE PENAL N° 16-000181-1297-PE" y nada de esto ha ocurrido en este caso porque el tema central versa sobre cómo tres autoridades judiciales -Juez Penal de Grecia, Tribunal Penal del III Circuito Judicial de Alajuela y Tribunal de Apelación de Sentencia del citado Circuito-, entienden una determinada norma procesal y eso, es independencia judicial. 

RECOMENDACIÓN

Archivar la causa. – NOTIFÍQUESE.-
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En sesión N° 14-17 celebrada el 30 de mayo de este año, artículo IX, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“El 17 de mayo del año en curso, ingresó proveniente de la Comisión de Relaciones Laborales, para los fines del párrafo segundo del artículo 199 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el expediente disciplinario N° 16-001258-0031-IJ del Tribunal de la Inspección Judicial, el cual corresponde a la queja seguida contra el licenciado Óscar Rojas Jiménez, Juez del Tribunal de Juicio del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, Sede Flagrancia.

Informa la Secretaria General que el citado expediente se remitió a estudio del Magistrado Solís.

Se acordó: Tomar nota de las anteriores comunicaciones y de conformidad con lo que establece el párrafo segundo del artículo 13 del Reglamento "Reglas prácticas para orientar el ejercicio de la potestad disciplinaria y el funcionamiento del Tribunal de la Inspección Judicial”, se deja constancia que el plazo mensual previsto en el artículo 211 de la Ley Orgánica del Poder Judicial para que esta Corte resuelva en definitiva el procedimiento disciplinario, vence el 30 de junio del presente año. Se declara acuerdo firme.”
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En relación con lo anterior el Magistrado Solís, en nota de 22 de junio en curso, rindió el respectivo informe en los siguientes términos:
	“[…]
ANTECEDENTES DEL PROCESO DISCIPLINARIO

I. El Tribunal de Apelación de Sentencia del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, Sección Segunda, en fecha 07 de setiembre de 2016, puso en conocimiento de la Inspección Judicial, la resolución no. 2016-00742 de las 9 horas 20 minutos del 6 de setiembre de 2016, dictada dentro del proceso penal no. 16-000181-1297-PE, donde de conformidad con el canon 435 del Código Procesal Penal, se dispone la remisión de la sentencia contra el Juez de Flagrancia del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, San Ramón, Oscar Rojas Jiménez (expediente digital 15-001258--0031-IJ, imagen identificada como 16092016-10-43-22-EV_Doc_Extern_16-09-2016).

II. A través de resolución de las 13 horas 27 minutos del 4 de octubre de 2016, el Tribunal de la Inspección Judicial, dio traslado de cargos al licenciado Oscar Rojas Jiménez, para que se manifestara en relación con el error grave e injustificado que se le atribuye en la administración de justicia, lo que afecta el buen servicio público y negativamente la imagen del Poder Judicial (expediente digital 15-001258-0031-IJ, imagen identificada como 20160031001365-28108753-1_04-10-2016). 

III. Mediante resolución no. 492-2017 de las 13 horas 42 minutos del 24 de marzo de 2017, el Tribunal de la Inspección Judicial elevó el proceso disciplinario, debidamente instruido, a conocimiento de la Corte Plena (expediente digital 16-00125-0031-IJ, imagen identificada como  20160031001365-28293175-1_24-03-2017). Lo anterior en virtud de lo dispuesto en el ordinal 10 de las Reglas Prácticas para Orientar el Ejercicio de la Potestad Disciplinaria y Funcionamiento del Tribunal de Inspección Judicial y el  canon 199 párrafo segundo de la Ley Orgánica del Poder Judicial que establece: “…en casos de retardo o errores graves e injustificados en la administración de justicia, el Tribunal de la Inspección Judicial, sin más trámite deberá poner el hecho en conocimiento de la Corte Plena, para que esta, una vez hecha la investigación del caso, resuelva sobre la permanencia, suspensión o separación del funcionario”.

IV. Mediante resolución no. 492-2017 de las 13 horas 42 minutos del 24 de marzo de 2017, el Tribunal de la Inspección Judicial remitió el proceso disciplinario a la Comisión de Relaciones Laborales del Poder Judicial. (expediente digital 16-00125-0031-IJ, imagen identificada como 20160031001365-28293175-1_24-03-2017). Lo anterior, de conformidad con lo establecido en el artículo 66 inciso 5 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

V. La Comisión de Relaciones Laborales, a través de la resolución no. 60-2017 de las 13 horas 30 minutos del 28 de abril de 2017, señala, en el traslado de cargos se hace referencia a una norma que no guarda relación alguna con lo resuelto por el superior en grado. Expone, en dicho memorial, el Tribunal de la Inspección Judicial indica al investigado, la causa seguida en su contra obedece al incorrecto cálculo en el cómputo del plazo para definir la competencia del Tribunal de Flagrancia, siendo lo correcto que el fondo de la procedencia del régimen disciplinario, gravita en torno a la negativa del juzgador a realizar el debate y declinar su competencia para seguir conociendo el asunto como un procedimiento expedito de flagrancia. Señala, lo anterior presupone un tema de orden jurisdiccional. Bajo esa tesitura, en el Considerando VI de la resolución supra indicada, señaló: “El […] Si su superior no comparte esa decisión, ello no amerita una remisión a la Inspección Judicial pues el mensaje enviado al juez acusado consiste en que debe pensar igual que su superior porque si no lo hace, será acusado para que enfrente un proceso disciplinario. Eso es violatorio del principio de independencia judicial. […]” En el Considerando VII, dice: “[…] entiende esta Comisión que el vencimiento del plazo de quince días no conlleva de forma automática la supresión que la competencia de la Ley Orgánica del Poder Judicial le otorga al Tribunal Penal de Flagrancia para la resolución del caso, […] no puede esta Comisión pretender que el juez acusado piense igual que esta Comisión porque el criterio expuesto por el acusado, lo es en razón de su cargo y por ello, está cubierto por el principio de independencia. Si bien el superior cita una resolución sobre el tema emitida por la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia […] tampoco cabe afirmar que el tema central de la improcedencia de la declaratoria de incompetencia, está resuelto de forma clara, inequívoca y vinculante. Por todos los razonamientos dados, estima esta Comisión que el asunto debe ser archivado pues ejercer el régimen disciplinario constituye una amenaza o incluso, violación evidente a la independencia judicial. No puede el ejercicio del régimen disciplinario para “no afectar la imagen del Poder Judicial”, ser más importante que garantizar la independencia judicial. […]” 

B) SOBRE LOS HECHOS OBJETO DEL PROCEDIMIENTO

Como se indicó, el hecho investigado está relacionado con las actuaciones del Juez de Flagrancia en la causa penal no. 16-000181-1297-PE, seguido contra Fernando Ugalde Alarcón por el delito de amenazas a un funcionario público.

El 20 de junio de 2016 al ser las 20 horas 6 minutos, encontrándose en funciones de Juez de Flagrancia del Tribunal Penal del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, San Ramón; el señor Rojas concluyó, el plazo de 15 días hábiles contados a partir de la comisión de los hechos para realizar el juicio había culminado. Bajo ese fundamento y, en concordancia con los numerales 42 y 48 en adición de los artículos 422 y 435 todos del Código Procesal Penal (en futuras referencias CPP), así como el ordinal 169 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (en lo sucesivo LOPJ), ordenó que la causa se tramitara vía ordinaria y, por tanto, se remitiera el expediente al Juez Penal de la localidad. 

El Tribunal de Apelaciones del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, San Ramón, al considerar inconcebible que el encausado, contando con la prueba testimonial en el acto para determinar la situación jurídica del imputado Fernando Ugalde Alarcón y satisfacer la demanda de justicia de las partes, se declarara incompetente para evacuarla, en fecha 07 de setiembre de 2016, puso en conocimiento de la Inspección Judicial, la resolución no. 2016-00742 de las 9 horas 20 minutos del 6 de setiembre de 2016, dictada dentro del proceso penal no. 16-000181-1297-PE, que literalmente dice: “Les comunico que dentro la causa número 16-000181-1297-PE, contra FERNANDO UGALDE ALARCON, por el delito de AMENAZA A UN FUNCIONARIO PÚBLICO, en perjuicio de LA AUTORIDAD PÚBLICA, se ha dictado el voto número 2016-00742, de las 9:20 horas del 06 de setiembre de 2016, de la cual la parte dispositiva dice: POR TANTO: Se declara que el competente para seguir conociendo de esta causa es el Tribunal de Juicio del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, sede de Flagrancia, quien de inmediato deberá realizar el juicio oral y público y resolver la situación jurídica del imputado. Se ordena remitir los autos a ese despacho judicial y comunicar lo resuelto al Juzgado Penal de Grecia y al Tribunal de la Inspección Judicial para lo de su cargo.- NOTIFÍQUESE.” (expediente digital 15-001258-0031-IJ, imagen identificada como 16092016-10-43-22-EV_Doc_Extern_16-09-2016).

El Tribunal de la Inspección Judicial, en resolución de las 13 horas 27 minutos del 4 de octubre de 2016, dio traslado de cargos al licenciado Oscar Rojas Jiménez, confiriéndole el plazo de 5 días para contestar la audiencia y ofrecer prueba de descargo. Asimismo, le puso en conocimiento de la prueba que sustentaba el traslado de cargo, le indicó que podía nombrar un defensor a su costo o en su defecto, solicitar la asignación de un defensor público. Finalmente, le advirtió de las posibles sanciones a imponer y el deber de señalar un lugar para oír notificaciones. (Notificación efectuada personalmente el 6 de octubre de 2016 por parte de la Oficina de Comunicaciones Judiciales de San Ramón).

El investigado, a través de memorial de fecha 12 de octubre de 2016, solicitó la designación de un defensor público y señaló medio para atender notificaciones.

Mediante resolución de las 10 horas 36 minutos de octubre de 2016, se nombró como defensor público del acusado al licenciado Gustavo Gómez Valerio.

Por medio de memorial recibido en fecha 4 de noviembre de 2016, el acusado contestó el traslado de cargo sin ofrecer prueba documental o testimonial.

Mediante resolución de las 15 horas 44 minutos del 10 de febrero de 2016, el Órgano Instructor admitió el siguiente acervo probatorio: 1) Sentencia 2016-0742 de las 9 horas 20 minutos del 6 de setiembre de 2016, dictada por el Tribunal de Apelación de Sentencia del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, Sección Segunda; 2) Informes rendidos por la Jueza Coordinadora del Tribunal de Juicio de San Ramón, licenciada Vanessa Dotti Dondi y la prueba documental que aporta; 3) Oficio AP-3562-16 SICE 15998-2016 del Departamento de Gestión Humana, indicando que el señor Rojas no presenta sanciones disciplinarias en su prontuario; 4) Oficio 3690-AP-2016 SICE 15998-2016 del Departamento de Gestión Humana, señalando las anuales del investigado; 5) Copia certificada del expediente no. 16-000181-1297-PE seguido contra Fernando Ugalde Alarcón por el delito de amenazas a un funcionario público; y, 6) no se ofrecieron testigos. Además, quedó asentado que el encausado y su defensa técnica no ofrecieron prueba documental ni testimonial.

Por medio de resolución de las 11 horas 3 minutos del 15 de marzo de 2017 se concedió audiencia final a los interesados por tres días (notificada a las partes el mismo día del dictado).

A través de correo electrónico, en fecha 16 de marzo de 2016, el Defensor Público Gustavo Gómez Valerio rindió conclusiones.

El Tribunal de la Inspección Judicial en voto no. 492-2017 de las 13 horas 42 minutos del 24 de marzo de 2016, ordenó el traslado de la causa disciplinaria a la Corte Plena (art. 199 de LOPJ y 10 de las Reglas Prácticas para Orientar el Ejercicio de la Potestad Disciplinaria y Funcionamiento dicho Tribunal). De igual forma, según lo dispuesto en el canon  66 inciso 5) de la ley de recién cita, pasó las diligencias a la Comisión de Relaciones Laborales.

La Comisión de Relaciones Laborales, en resolución no. 60-2017 de las 13 horas 30 minutos del 28 de abril de 2017, estableció, el fondo de la procedencia disciplinaria gravitaba en torno a un tema de orden jurisdiccional, específicamente, la independencia del juez. Con fundamento en esa tesis, razonó, la aplicación del régimen disciplinario constituía una amenaza e incluso una violación evidente a la independencia judicial y, por ende, recomendó el archivo del asunto. 

CONSIDERACIONES PREVIAS SOBRE EL PRINCIPIO DE LA INDEPENDENCIA DEL JUEZ. 

En el presente procedimiento, se ha cuestionado tanto por el denunciado, como por parte de la Comisión de Relaciones Laborales, la aplicación del régimen disciplinario al criterio de la independencia del juez.

Al respecto, quiero destacar que ya en otros casos, esta Corte ha sostenido que esto no sucede como lo plantean, porque no todas las situaciones en las que se alega el criterio de la independencia judicial en aplicación de la ley, deben excluirse del ámbito de responsabilidad disciplinaria. Si lo que se cuestiona es un error grave en la administración de justicia y no una verdadera interpretación de la ley al caso concreto, sí es posible imponer al funcionario que cometió la falta, la sanción disciplinaría correspondiente.

En este tipo de casos, la Sala Constitucional ha dispuesto que la potestad que tiene al Corte Plena de sancionar al servidor no resulta violatoria del principio de la independencia del juez. Así, en el fallo no. 2011-14081 de las 14 horas 40 minutos del 20 de octubre de 2011, ha indicado que merced al principio bajo comentario, como garantía fundamental dentro de un régimen democrático como el nuestro, el juez debe estar libre de toda presión externa que le lleve a tomar una decisión en uno u otro sentido, ya no sustentada en la correcta apreciación de los hechos y la subsecuente aplicación del Derecho, sino, precisamente, en razones o poderes ajenos a ese marco de acción. Sin embargo, estimó la Sala, lo anterior no significa que el proceder de los jueces esté exento de control, porque esto, sin lugar a dudas, más que fomentar la consolidación del Estado de Derecho, sería la consumación de la arbitrariedad. En consecuencia, pese a gozar de independencia total en el dictado de las resoluciones correspondientes dentro de las demandas sometidas a su conocimiento, las autoridades jurisdiccionales son responsables por los actos cometidos en el ejercicio de sus funciones, responsabilidad que puede ser tanto penal como disciplinaria administrativa. Ésta última, incumbe la potestad de las autoridades dispuestas al efecto de examinar el proceder de las autoridades jurisdiccionales con el fin de precisar si han cumplido o no con los deberes que el servicio de administración de justicia impone, pero no para intervenir, ilegítimamente, en los asuntos que conocen. 

Sobre el caso concreto analizado en ese momento, se extrae lo siguiente: 

“…más que imponer un criterio o interpretación, la Corte Plena, como máximo jerarca administrativo del Poder Judicial, examinó la labor del amparado, con el propósito de determinar si éste había cumplido o no con sus deberes en el ejercicio de su cargo. La decisión tomada por la autoridad recurrida no tuvo efecto alguno en el proceso penal en el cual Manuel Francisco Sanabria Lemaitre fugía (sic) como Juez. Según se desprende de la lectura de la certificación del acta de la sesión en la cual se revocó el nombramiento del tutelado, la Corte Plena se limitó a analizar su desempeño a partir de los autos dictados en el referido proceso. Nótese que el asunto fue sometido al conocimiento de la Corte Plena, una vez que se había verificado la evasión de los imputados en la causa penal, es decir, cuando ya era evidente que la autoridad jurisdiccional había cometido un error al no disponer la medida cautelar privativa de libertad, en su oportunidad. Así las cosas, en criterio de esta Sala Constitucional, este agravio es manifiestamente improcedente y así debe declararse...”.

Con ello opino dos situaciones. Es cierto que para no afectar la independencia judicial, el error en la aplicación del derecho debe resultar sumamente grave, para justificar la implementación de un procedimiento disciplinario. Pero también es cierto que actualmente existe consenso de que debe mediar un control base sobre las decisiones de los jueces de la República, no solo en respeto de la justicia administrativa, sino también porque escudados bajo este postulado -de independencia- las personas juzgadoras se podrían cobijar en una especie de inmunidad que haría imposible exigirles responsabilidad personal en sus actuaciones.

En todo caso, es de todos conocidos que lo que se pretende a través del principio de independencia aludido, es garantizar a la población que los juzgadores, no serán objeto de presiones indebidas (internas o externas) para influenciar su decisión.

Ergo, en estos casos, que ya son varios a lo largo de los años, no se lesiona la independencia judicial, tampoco se está juzgando un margen de interpretación de la norma, sino un eventual error en su aplicación, que conllevó a un incumplimiento de funciones.

Esa es la finalidad del canon 174 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, cuando establece lo siguiente:

“El régimen disciplinario tiene por objeto asegurar la eficiencia, corrección y decoro de las funciones encomendadas al Poder Judicial y garantizar a los ciudadanos una correcta administración de justicia. Para tales efectos, existirán los mecanismos de control, ágiles y confiables, que sean necesarios”.

El presente asunto, es un precedente más que no se puede dejar de analizar con todo el rigor que corresponde, porque no es posible que los jueces se amparen en la independencia funcional para dejar de cumplir con sus funciones.

Errores graves como resolver contra lo dispuesto en la ley, razonar fuera del derecho con evidente impericia, permitir que imputados de delitos graves a la sociedad se fuguen, entre otros, determinan la incompetencia o falta de idoneidad del funcionario para el desempeño del puesto para el cual fue nombrado, más aún si con ello se lesiona el servicio público que se presta y se afecta la imagen del Poder Judicial.

D. SOBRE EL FONDO DEL ASUNTO

En la presente caso, como se indicó, se le atribuye al licenciado Oscar Rojas Jiménez, error grave e injustificado en la Administración de Justicia; concretamente porque en el expediente penal no. 16-000181-1297-PE seguido por el delito de Amenaza a un Funcionario Público contra Fernando Ugalde Alarcón, determinó que había culminado el plazo de 15 días dentro del cual debe ser juzgada una persona mediante el procedimiento de flagrancia, ordenó que el tramite se continuara en la vía ordinaria y envió el expediente al Juez Penal de la localidad para que continuara con el conocimiento de la causa.

En los artículos 422 y 435 del CPP, se encuentra el procedimiento a realizarse en el procedimiento de flagrancia.

 Tales preceptos disponen:
ARTICULO 422.-
Procedencia
Este procedimiento especial, de carácter expedito, se aplicará en los casos en los cuales se trate de delitos en flagrancia e iniciará desde el primer momento en que se tenga noticia de la comisión de un hecho delictivo de tal especie. En casos excepcionales, aun cuando se trate de un delito flagrante, se aplicará el procedimiento ordinario, cuando la investigación del hecho impida aplicar aquel. Este procedimiento especial omitirá la etapa intermedia del proceso penal ordinario y será totalmente oral.
Artículo 435.- Duración del proceso 
Cuando proceda la aplicación del procedimiento expedito, en ningún caso debe transcurrir un plazo superior a quince días hábiles entre el inicio del procedimiento y la celebración de la audiencia por parte del tribunal. El incumplimiento de ese plazo será causal de responsabilidad disciplinaria para el funcionario responsable de la demora.
Por otro lado, los ordinales 42, 46 y 48 ibídem, regulan la competencia de los Tribunales:

Artículo 42.-

Enumeración El Ministerio Público y las partes podrán oponer excepciones por los siguientes motivos:

a) Falta de jurisdicción o competencia. […]

Artículo 46.-
Mantenimiento de competencia Cuando se advierta la incompetencia, después de señalada la fecha para el juicio oral, el tribunal facultado para juzgar delitos más graves no podrá declararse incompetente porque la causa corresponde a un tribunal integrado para juzgar hechos punibles más leves. Los tribunales con competencia para conocer de delitos la tendrán también para conocer de contravenciones, cuando el hecho principal se haya recalificado en el juicio o sean conexas con un delito. El procedimiento será el establecido para juzgar el delito más grave. Una vez señalada la fecha para el debate, la competencia territorial de un tribunal de juicio no podrá objetarse. 
Artículo 48.- 
Incompetencia. En cualquier estado del proceso, salvo las excepciones previstas en este Código, el tribunal que reconozca su incompetencia remitirá las actuaciones al que considere competente y pondrá a su disposición a los detenidos, si existen. Si el tribunal que recibe las actuaciones discrepa de ese criterio, elevará las actuaciones al tribunal competente para resolver el conflicto. La inobservancia de las reglas sobre competencia sólo producirá la ineficacia de los actos cumplidos después de que haya sido declarada la incompetencia.
 En criterio del suscrito, en el auto del 20  de julio de 2016, objeto del presente procedimiento, el Juez de Flagrancia no aplica de forma correcta las anteriores disposiciones.  
Lo anterior, en consideración de los aspectos que de seguido detallo. 

Los hechos en el expediente 16-000181-1297-PE se suscitaron el día 25 de junio del 2016 (expediente digital 15-001258-0031-IJ, imagen identificada como 12092016-12-18-04-EV_Doc_Extern_19-09-2016).

El 5 de julio de 2016 se constituyó el Tribunal de Juicio del Tercer Circuito Judicial  de Alajuela, San Ramón, Sección Flagrancia. En ese momento procesal, el Ministerio Público solicitó que la causa se tramitara por el procedimiento expedito de flagrancia (artículos 236 y 422 del CPP), la Defensa Pública no se refirió al respecto y, en consecuencia se ordenó el trámite expedito del asunto.

El 11 de julio de 2016 se realizó la audiencia inicial, la cual, a solicitud de la Defensa Pública se suspende a fin de que el Ministerio Público recabara prueba (videos de cámaras de seguridad de la Municipalidad de Grecia y copias del libro de oficialía de la Fuerza Pública de Grecia). En esa oportunidad se señalan las 17 horas 30 minutos del 19 de julio de 2016 para la continuación de la audiencia.

El 19 de julio de 2016 se reanudó la audiencia inicial, se examinó la prueba aportada, la Fiscalía planteó la acusación y solicitó la apertura a juicio. La Defensa Pública, por su parte, no se refirió al respecto ni ofreció prueba. La persona juzgadora admitió la prueba y estimando que se cumplían todos los requisitos, señaló para llevar a cabo el juicio oral y público las 19 horas del 19 (sic) de julio de 2016.

El debate inicial se celebró a las 20 horas 6 minutos del 20 de julio, momento procesal en que se otorgó la palabra a la defensora pública, quien manifiesta que el juicio se elevó cuando ya había fenecido el plazo de 15 días para el efecto. El Juez Rojas Jiménez consideró que la defensora llevaba razón y, por ello, concluyó que el plazo se encontraba vencido, se declaró incompetente y ordenó que el asunto se siguiera tramitando en la vía ordinaria, remitiendo la causa al Juzgado Penal de la localidad.

Nótese, de la secuencia de hechos de recién cita, no se desprende la necesidad de que la causa requiriera la conversión de trámite expedito de flagrancia a uno ordinario, toda vez que la prueba para el proceso había sido recaba, presentada y admitida (Audiencia del 19 de julio de 2016); por lo que no era necesario un mayor para llevar a cabo una investigación. Por tanto, no se estaba en los casos excepcionales previstos por el canon 422 del CPP para el cambio al procedimiento ordinario. Sobre este tema, la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, en voto no. 2012-001590 de las 9 horas 23 minutos del 19 de octubre de 2012 ha señalado: “[…] Al respecto, el artículo 422 del Código Procesal Penal, señala: “En casos excepcionales, aun cuando se trate de un delito flagrante, se aplicará el  procedimiento ordinario, cuando la investigación del hecho impida aplicar aquel.”; excepción diseñada con razón, previendo que los plazos cortos podrían impedir el ejercicio de los derechos de las partes de probar lo que pretenden de forma eficiente, pero, únicamente, cuando se requieran plazos mayores por razones de “investigación”(sea, realizándola o complementándola), y en ningún caso por haberse superado los plazos señalados para la tramitación del procedimiento expedito de Flagrancia, es decir, esto último no está autorizado por la norma como causal para trasladar la competencia al Tribunal ordinario. […]” (Lo destacado no es del original)

Por otra parte, cabe mencionar, la audiencia “inicial” empezó el 11 de julio de 2016, es decir, dentro del plazo de los 15 días establecido para que sea juzgada una persona por flagrancia. En torno a este tema, el voto supra citado, dice: “[…] Amparado a lo dispuesto por los numerales 422, 428 y 435, el recurrente alega que el procedimiento excedió el plazo que establece la legislación. […] En este sentido, se precisa que el artículo 435 del código adjetivo, dispone que el procedimiento expedito de Flagrancia tiene una duración de 15 días, contados desde el inicio del proceso hasta “la celebración de la audiencia por parte del tribunal”; esta última debe entenderse, como la única audiencia que se describe  en los artículos 428 y 429, sin que exista impedimento para que el debate continúe celebrándose hasta su culminación por el tiempo que sea necesario después de transcurridos los 15 días citados. (cfr. Resolución 2011-10, de las 9:11 horas del 14 de enero). El vencimiento de este plazo no ocasiona automáticamente la supresión de la competencia que la Ley Orgánica del Poder Judicial le otorga al Tribunal Penal de Flagrancia para la resolución del caso, ya que la única posibilidad legal que diseñó el legislador para trasladar el proceso y con ello la competencia al Tribunal que conoce casos ordinarios aunque hayan iniciado mediante el procedimiento expedito de Flagrancia, es cuando la investigación del hecho impida la tramitación mediante los plazos cortos de este procedimiento. […] Por otra parte, tampoco se aprecia que la superación del plazo señalado en el artículo 435 del Código adjetivo, haya ocasionado perjuicio a los encartados en el ejercicio de su defensa que se haya materializado en la supresión o no localización de algún medio de prueba, que tuviera incidencia directa en el resultado condenatorio. La vulneración del plazo ordenatorio citado, per sé, no produce perjuicio a las partes y más bien, lo que provoca es la responsabilidad disciplinaria del funcionario responsable de la demora. […]

Bajo esa premisa, el presente asunto podía haberse continuado en flagrancia sin impedimento alguno. Véase, la audiencia inicial, que se considera “única” inicia dentro del plazo previsto para ello, pero además, ese vencimiento de plazo no genera de manera automática  la supresión de la competencia. Tampoco se vulnera el ejercicio de defensa del acusado, ya que el elemento probatorio pudo se obtenido y aportado; y, no hay un motivo excepcional que justifique que la causa deba trasladarse a la vía ordinaria. Así las cosas, lo razonable hubiese sido que el juzgador contando con toda la prueba, celebrase el debate aun y cuando, el plazo se hubiese extendido de los 15 días previstos en el ordinal 435 del Código de rito.

De igual forma, llama la atención que sea hasta el día del debate inicial (20 de julio de 2016) que la Defensa Pública aborde el tema del vencimiento del plazo, pues en primer término, la extensión de los plazos se genera cuando ésta solicita la suspensión de la audiencia inicial para la recolección de la prueba por parte del Ministerio Público; y, en segunda instancia, porque en la reanudación de dicha audiencia, donde se solicita la apertura a juicio y se establece la fecha en que se llevará a cabo, ésta no se refirió al respecto ni manifestó oposición alguna para que se efectuara, pese a que como es evidente, ya tenía conocimiento de que el plazo había sido excedido.

En mérito de lo expuesto, se está en presencia de un error grave e injustificado en la administración de la Justicia por parte del Juez de Flagrancia Rojas Jiménez, ya que con su proceder lesionó el principio de celeridad procesal o justicia pronta, consagrada en el artículo 41 constitucional, pilar del procedimiento expedito de los delitos de flagrancia.

En conclusión, estimo, la resolución emitida por el Juez de Flagrancia Jorge Rojas Jiménez, del 20  de julio de 2016, por la que se declaró la incompetencia y se ordenó el envío del asunto a la vía ordinaria  a cargo del Juez Penal de la localidad, dentro de la causa penal no. 16-000181-1297-PE, seguida contra Fernando Ugalde Alarcón, constituye un error grave e injustificado, en los términos del párrafo segundo del artículo 199 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Como ya fue resuelta la acción de inconstitucionalidad no. 11-12795-007-CO, contra los artículos 199, párrafo segundo y 211, ambos de la Ley Orgánica del Poder Judicial, es posible que la Corte Plena se pronuncie en este asunto.

E) RECOMENDACIÓN

Conforme a las consideraciones antes expuestas, y los artículos 9, 11, 129 y 154 de la Constitución Política, 191, 192, 195 y 199 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se recomienda la aplicación del régimen disciplinario al funcionario Oscar Rojas Jiménez por parte de la Corte Plena. De este modo, se estima que la sanción que procede, en función de la gravedad de la falta cometida, es la advertencia. Lo anterior tiene su justificación en el artículo 192, 194 y 195 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, pues se trata de una falta leve que amerita la imposición antes indicada.

De esta forma, se rinde el informe solicitado. Quedo a su disposición para cualquier adición o aclaración que estime pertinente.
- 0 -

Expresa el Presidente, Magistrado Chinchilla: “Este asunto corresponde a Régimen Disciplinario, que en este caso es un informe realizado por el Magistrado Solís, sobre el expediente N° 16-001258-0031-IJ, para los fines del artículo 199 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, del Tribunal de la Inspección Judicial, presenta la queja seguida contra el licenciado Oscar Rojas Jiménez, Juez del Tribunal de Juicio del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, sede Flagrancia”.
Se concedió el uso de la palabra al Magistrado Solís, quien realizó una amplia exposición del informe anterior.
MIENTRAS SE ENCONTRABA EN EL USO DE LA PALABRA EL MAGISTRADO SOLÍS ENTRA EL MAGISTRADO CASTILLO.
Manifiesta el Magistrado Castillo: “Escuché con mucha atención el informe del magistrado Solís y me asaltan algunas dudas sobre el proceder del juez.
La primera duda que me asalta, es que, en este caso específico, es el Ministerio Público quien pide recabar una serie de pruebas y para ello la defensa está de acuerdo, de ahí que el juez suspende la audiencia, esa es la primera duda.  Porque tengo entendido que en un juicio de flagrancia, por su naturaleza, está toda la prueba y a partir de eso, se puede hacer de manera expedita el juicio oral y público y definir la situación jurídica del imputado, esa es la primera duda que tengo.
La segunda duda, es el tema de las agendas de los despachos, porque el señor juez señaló para un determinado día, no sé si en esos despachos las agendas están debidamente apartadas para los juicios de flagrancia.
La tercera duda, que para mí es un criterio estrictamente jurídico, es un tema de valoración, si el plazo que establece el Código Procesal Penal, es un plazo perentorio u ordenatorio.
Tengo entendido, por lo que dijo el magistrado Solís y en eso le solicitaría al señor Presidente, Magistrado Chinchilla, que es experto en la materia y a los compañeros magistrados de la Sala Tercera, de que esa Sala se ha decantado porque es un plazo ordenatorio. ¿Qué significa eso? Que en los plazos ordenatorios la persona juzgadora no pierde la competencia.
Estas son las grandes discusiones que hemos tenido en la Sala Constitucional y supongo que en el resto de los tribunales, de si se trata de un plazo perentorio, en donde la consecuencia es que vencido el plazo se pierde la competencia, y en ese caso habría que ordinariar el respectivo proceso.
Tengo esas dudas y no estoy 100% con el informe.
Quisiera escuchar a los compañeros para arrojar luces, porque no me gustaría tampoco cometer una injusticia, pues para mí el tema central acá es si hay una dilación indebida, si es imputable al juez, porque en lo atinente a la calificación del plazo, si es ordenatorio o perentorio, estimo que es un tema de valoración jurídica.
Hasta que la jurisprudencia de las altas Cortes, salvo el caso de la Sala Constitucional, por mandato expreso, no sea vinculante para los jueces o juezas, éstos o éstas pueden sostener criterios distintos a los que sostienen las altas Cortes.
Considero que sí es importante citar a la Sala Tercera para efectos ilustrativos; pero eso no significa que el a quo o los jueces o las juezas inferiores, estén vinculados por los criterios de las altas Salas de la Corte Suprema de Justicia.
Tengo esas dudas señor Presidente, Magistrado Chinchilla y no tengo una postura todavía al respecto”.
Indica el Magistrado Robleto Gutiérrez: “Considero que la duda concreta que tiene el Magistrado Castillo, en general es muy valiosa, porque el Código de lege data no es específico en cuanto a qué tipo de término es, si perentorio u ordenatorio.
También lleva razón de que a diferencia de la Sala Constitucional, no estamos vinculados erga omnes; pero sí es cierto -también me gustaría quedar claro en eso- técnicamente hablando, que la interpretación mayoritaria que han seguido los Tribunales de Apelación, ha sido concordante con la interpretación que ha dado la Sala Tercera Penal, en creer que el término es ordenatorio y no perentorio.
Así lo hemos interpretado la mayoría, creo que solo hay 2 secciones del Tribunal del Segundo Circuito Judicial de San José, que han pensado distinto, y eso también es una posición que se respeta.
La razón por la cual la mayoría de nosotros creemos que el término es ordenatorio, es porque la naturaleza misma del proceso de flagrancia es precisamente, de que la prueba en teoría está ahí, que todo se ha recabado, que por un problema estrictamente -no quiero sonar mal- burocrático, logístico, formal prácticamente, no se puede realizar un debate que está previsto para ser llevado a cabo, estrictamente por una fecha.
Esa es la razón por la cual nos hemos decantado en ese sentido, siempre y cuando no se vulnere una garantía fundamental de la persona imputada y no se demuestre que hay un agravio concreto, pero ese es otro tema.
La mayoría de los Tribunales de Apelación de este país, nos inclinamos por considerar interpretando los artículos 435 y 436 del Código Procesal Penal, que se trata de un término ordenatorio y no perentorio”.
Añade el Presidente, Magistrado Chinchilla: “Totalmente de acuerdo con la posición que manifiesta en este caso el Magistrado Robleto Gutiérrez.
La Sala Tercera ha dicho que es un término ordenatorio y no perentorio, por los siguientes elementos.
Cuando identificamos un término perentorio, tendría una sanción inmediata al proceso, que sería dictar la prescripción de la acción penal o el sobreseimiento de forma inmediata.
En este caso, lo que se hace es continuar con el proceso, pero a la vía ordinaria, por ahí más o menos una idea.
Hay otra idea muy importante que se maneja en este proceso y que el Magistrado Solís también mencionó, en el sentido de que una vez iniciado más que un proceso la etapa de juicio, tiene que llevarse hasta el momento final. 
En este caso hay una continuidad, la persona juzgadora no puede detenerse a mitad del juicio, diciendo que no tiene plazo, como no puede decir se me terminó el tiempo y tengo que liberar al imputado. ¡No! Tiene que mantenerse las condiciones en las que están para preservar la continuidad del debate y llegar a una decisión inmediata.
Estimo que ese es otro elemento muy importante y efectivamente las personas juzgadoras no hacemos eso, me sumo como juez porque sigo siendo juez Penal.
Seguimos hasta el momento último de dictar la resolución, porque es el único elemento que tenemos para preservar en este caso, la prueba, los actores del proceso y por supuesto tomar una decisión al caso concreto.
Hay dos elementos que recoge el Magistrado Solís; de alguna forma sabemos que las resoluciones de la Sala de Casación Penal no son vinculantes; pero de alguna forma genera algún elemento, podríamos decir indicativo de lo que podría resolver la Sala en su momento, si llegara un recurso sobre un punto específico, y eso es lo que le decimos siempre a las personas juzgadoras de todo el país cuando vamos a visitar a las diferentes competencias territoriales, en el sentido de que pueden tomar los criterios que consideren oportunos en un caso concreto, eso no se está cuestionando.
La jurisprudencia de la Sala Tercera difícilmente varía en el tiempo, tendría que ser casos muy importantes como para que haga una variación de la jurisprudencia y por lo general se mantiene a través de los años.  Por eso es la continuidad que hemos tenido con respecto a advertir que se trata de términos en este caso ordenatorios y no perentorios”.
Prosigue el Magistrado Castillo: “Muchas gracias al Presidente, magistrado Chinchilla y al magistrado Robleto Gutiérrez por las explicaciones tan ilustrativas.
La otra pregunta que tengo es la siguiente: ¿Cuál fue el perjuicio en este caso, desde el punto de vista de la Administración de Justicia? ¿La persona quedó en libertad? ¿Cuál fue la consecuencia? ¿Hubo algún perjuicio o al final la persona fue juzgada o se sancionó? Porque lo que me preocupa también es que vaya a establecerse una sanción en este caso, una amonestación, una especie de sanción por la sanción misma, eso me preocupa.
De manera que quisiera tener también claro cuál fue la consecuencia.  ¿En qué se afectó el buen funcionamiento del servicio público de la Administración de Justicia?
Nada más quisiera preguntar eso, sea al señor Presidente, Magistrado Chinchilla o al informante Magistrado Solís”.
Responde el Presidente, Magistrado Chinchilla: “Le voy a ofrecer mi opinión como juez Penal.
Pudo haber sido que continuara en la vía ordinaria y se llegara a una decisión final también.
El problema es la idea de la Justicia Pronta y Cumplida, que ahora es un requisito esencial.  Cuando un asunto pasa a la parte ordinaria, como sucede normalmente en Flagrancia, se resuelve en 15 días; pero podría en casos muy excepcionales como este, durar un día o dos más, siempre en términos muy reducidos.
En el otro, cuando pasa a la vía ordinaria, muy probablemente tardará 6 años, en asuntos a veces que podrían ser dolorosos de alguna forma para la víctima; pero también para la persona imputada, porque está sometido a una pena de banquillo muy extensa en el tiempo, y una víctima que no recibe resolución de su caso.
El problema que tenemos, en la materia Penal, es que las víctimas se llegan a cansar del sistema y el sistema no responde.  ¿Cuando tenía que ser una resolución inmediata lleva 1, 2, 3 y 4 años? ¿Qué pasa? La víctima no quiere llegar a juicio y podría generar una impunidad.
En el caso concreto, no sé si se llegó a una sentencia posterior, muy probablemente eso todavía se esté tramitando en los juzgados penales para que ascienda a un Tribunal de Juicio, sea unipersonal o colegiado y pueda darse una resolución del caso.
Esa es más o menos la idea, no sé si el magistrado Solís desea agregar algo sobre eso”.
Refiere el Magistrado Solís: “Esa es la razón de ser, en el sentido de que se atenta contra el Principio de Justicia Pronta y Cumplida.
Hay otro dato que no se nos debe olvidar, que está incorporado en la legislación procesal Penal y la Sala Tercera lo ha reiterado, leo textualmente: “La vulneración del plazo ordenatorio citado, per sé, no produce perjuicio a las partes y más bien, lo que provoca es la responsabilidad disciplinaria del funcionario responsable de la demora.”
También desde la perspectiva del ejercicio de la potestad punitiva, cuando un funcionario judicial nuestro, por su forma de actuación hace una interpretación o aplicación de la norma que atenta contra ese Principio de Justicia Pronta, expresamente existe una responsabilidad disciplinaria de él”.
Dice el Magistrado Salazar Alvarado: “He sido muy crítico de la aplicación del artículo 199, sobre todo en esa parte segunda, cuando un error de interpretación da aplicación al régimen disciplinario, y lo he sido casi desde que integro esta Corte, excepto casos excepcionales que tenga que ver con alguna actuación del juez. Por ejemplo, recuerdo un asunto de Cartago, no haber atendido o levantado el cuerpo de una persona fallecida, cuando se le llamó para atender, alegando otras razones, básicamente actuaciones en el ejercicio del cargo.
Cuando se trata de la interpretación de normas jurídicas, sobre todo normas procesales, en esta Corte he salvado el voto y remito también al voto salvado, que cuando la Sala Constitucional conoció de la inconstitucionalidad alegada del artículo 199, hicimos una interpretación en un voto dividido de 4 a 3.
En este caso en concreto, cuando encuentro que el error del juez consistió en una indebida aplicación, que es más que una indebida interpretación de la Norma Procesal Penal, me surge una gran duda.
Encuentro en el escenario 2 ó 3 cosas que quería decirles: Primero, me da la impresión que el señalamiento a debate en el Tribunal de Flagrancia, no lo hizo el juez Óscar Rojas Jiménez, sino que a él le correspondió -quizá el magistrado Solís me puede dar alguna idea en esto- atender una audiencia que había sido señalada por otro juez. Don Oscar la recibe y la empieza 15 días después, pasándose el plazo y en media audiencia considera que el asunto hay que ordinariarlo, y declina su competencia.
Si lo que estamos es analizando si hay un plazo ordenatorio  o perentorio, pareciera un error de la norma, en no ser clara, qué sucede con esos 15 días.
Pero cuando al menos de lo que leo del expediente esa es la falta, porque el asunto empieza así: Un juez señala para audiencia en el Tribunal del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, esa es la sede de Flagrancia, el juez atiende la causa, hace una interpretación diciendo que sobrepasaron los 15 días, ordinaría la vía y se declara incompetente, digamos que esa es la falta.
Existe un error y aquí habíamos hablado de que en algún momento íbamos a revisar estas reglas prácticas que tiene el Tribunal de la Inspección Judicial, habíamos pensado crear una Comisión que revisara, que ahora el magistrado Sánchez nos puede ayudar en su momento a hacerla, como para delimitar un poco la aplicación de lo que está sucediendo en el Tribunal de la Inspección Judicial, porque bajo el argumento de la afectación de la imagen del Poder Judicial, caben muchas cosas.
Eso es como Manuel Alonso Olea, que cada vez que alguien hablaba de cuáles eran las faltas que daban lugar al despido sin responsabilidad patronal, y se encontraba alguna legislaciones como la nuestra, que dice el inciso l del artículo 81 del Código de Trabajo, cualquier otra falta grave se considerará como despido, o sea, ahí cabe todo, por eso don Manuel Alonso Olea decía que eso era un cajón de sastre, cualquier cosa podía aparecer.
En la Sala Constitucional, cuando analizamos por recurso de hábeas corpus, en materia de Flagrancia, el juez se declara incompetente y lo traslada al Tribunal Penal o al juez Penal, y se apela la medida cautelar de la prisión preventiva, también estamos divididos a lo interno de la Sala a la hora de interpretar la normativa.  La Sala por mayoría -porque ahí salvo el voto- dice que esa resolución del Tribunal de Flagrancia -son votos reiterados- tiene apelación cuando se declara incompetente y ordinaría la vía al Tribunal, al Juzgado o al Tribunal de Juicio, o sea, Tribunal de Apelación de Sentencia Penal.
He sostenido que esa competencia no está en la ley y que lo que hay alegar cuando se ordinaría la vía es ir al juez Penal a insistir en la ilegalidad de la medida.
Esto para analizar que incluso dentro de la Sala estas reglas no están muy claras.
Quizá el magistrado Solís, que pudo haber analizado mejor el expediente, cuando el asunto llega al Tribunal de Apelación de Sentencia Penal, si solucionó algo respecto del caso específico o cuál fue la medida que adoptó, porque no lo observo en lo que pude leer del informe, como para entender si el Tribunal de Apelación subsanó el posible error del juez o si más bien aceptó la incompetencia y que se haya ordinariado la vía, si fuera tan amable”.
Responde el Magistrado Solís: “En los procesos de flagrancia solo una audiencia hay y en este caso concreto se inició la audiencia a cargo del juez Oscar Rojas Jiménez, se suspende por un tema de traer prueba que solicitó el Ministerio Público, se reabre y el juez se declara incompetente por haber perecido el plazo de los 15 días, ese fue el dato de lo que sucedió en la tramitación de este proceso.
El Tribunal de Apelaciones del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, San Ramón, cuando conoce anula la resolución del juez, lo traslada a conocimiento del juzgado penal correspondiente y a conocimiento del Tribunal de la Inspección Judicial para lo que estamos ahora discutiendo.
Son valoraciones personales que no las incluí en el informe, porque como bien se ha dado, cada vez que llega un asunto a esta Corte del régimen disciplinario por aplicación del artículo 199 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se abre este importante debate.
Independientemente de lo que se está investigando, que era un delito de amenaza contra funcionario público, que es un estribillo que está muy repetido en todas las oficinas judiciales desgraciadamente y en todas las oficinas del aparato estatal, que ese estribillo sirve como mampara o blindaje para encubrir mala prestación del servicio público, etcétera, el caso concreto fue de un ciudadano que estando en la Municipalidad de Grecia protestó, se armó un pereque y termina acusado por este tipo de delincuencia llamada amenazas contra funcionario público.
Dicho sea de paso, en lo que respecta al Poder Judicial, me molesta de sobremanera que cuando uno visita despachos judiciales que coloquen un letrero diciendo: “Aquí nadie puede protestar porque eso es un delito”, y acordémonos que salvo gente que tenga algún nivel cultural jurídico va a entender; pero gente humilde no, y eso lo observo mucho en despachos de zonas rurales o alejadas de la capital.
Esto no es nuevo, se había discutido en esta Corte, pero muchas de las decisiones de esta Corte no se les brindan seguimiento.
Hay otro anuncio que dice: “Por disposición de Corte Plena tenemos prohibido recibir a los abogados y a las partes”. La Corte Plena nunca ha adoptado esa resolución, ha habido mucho debate al respecto, pero nunca se ha dispuesto una norma prohibitiva para que la persona juzgadora pueda dar una audiencia a las partes fuera del trámite procesal.
En este caso concreto, independientemente de la conducta que estaba siendo investigada, “Amenazas contra un Funcionario Público en Sede Municipal”, el tema de la forma en que el juez abordó la tramitación de un proceso que está encausado como flagrancia y la decisión suya de entender que el plazo venció, que no era un plazo ordenatorio, etcétera, si existe reiterada jurisprudencia, el Principio Constitucional de Justicia Pronta y Cumplida, y si existen antecedentes al respecto, el no acogerse a esos antecedentes al respecto y generando un atraso indebido para la situación jurídica de la misma persona imputada, la resolución definitiva la desconozco porque no venía en el expediente, sí es mérito de alguna reflexión al respecto.
Valga la ocasión, con lo que mencionaba el magistrado Salazar Alvarado, que esta Corte abra un necesario análisis de todo el régimen disciplinario, de las reglas prácticas de aplicación de ese régimen disciplinario.
Nada más me venía a la mente, ahora que escuchaba la intervención de los compañeros, la discusión que aquí cada día o momento se abre, para determinar si es un plazo de prescripción o de caducidad, eso es algo inagotable la discusión, en este caso no estamos en presencia de eso, pero de igual manera, para algunos compañeros y compañeras es el ejercicio independiente de una interpretación que el juez hace de una norma; para otros que es la línea en que va el informe, hay una afectación del servicio público de Justicia por esa interpretación”.
Agrega el Magistrado Robleto Gutiérrez: “Escuchando al magistrado Salazar Alvarado, comparto plenamente su preocupación, esto de los numerus apertus es inquietante.
Ahora que usted hablaba del régimen disciplinario, si tuviera pelo se me pararía, cada vez que recuerdo esa norma, y tiene toda la razón.
El problema de la hermenéutica y la exégesis cuando las reglas no están tan claras, como usted menciona bien, es este tipo de situaciones que llegan a ser casi límite.
Magistrado Salazar Alvarado, me gustaría abonar un poco en la tesis que hemos mantenido los tribunales de apelación -y lo digo también para todos los magistrados y todas las magistradas con el mayor respeto- es que si bien no tenemos esta potestad que tiene la Sala Tercera de sentar esta jurisprudencia vinculante, también tenemos una aspiración de nomofilaquia, porque de lo contrario todo el mundo iría por su cuenta, no habría guía; y como no somos legisladores ni tenemos la aspiración –creo- de serlo, tenemos que buscar un rumbo mayoritario que se ha seguido, lo sigo creyendo.
En cuanto al agravio, que me parece un punto sumamente importante, hay una redacción de un voto del Tribunal de Apelación de Cartago que toca el tema, obviamente gente más inteligente que quién les está hablando, en el cual se indica que Francesco Carnelutti dijo que el proceso en sí es una pena, y Carnelutti sabe de lo que está hablando. Someter a una persona a un día más cuando se pudo haber resuelto su situación jurídica y vencer la incertidumbre es una ganancia.  En el voto decíamos que si exigimos a los jueces y juezas reducir la mora judicial, tenemos que ser consistentes.
No digo que en este caso en concreto, no conozco al señor juez, no puedo opinar; pero también me consta -porque he pasado desde defensor público hasta donde me ven aquí sentado- aunque no puede asegurar que se trate en este caso concreto de esta situación, que hay jueces y juezas que harían cualquier cosa por no hacer un debate”.
Refiere el Magistrado Molinari: “Precisamente por las observaciones que nos hacía el magistrado Salazar Alvarado, en cuanto al artículo 199 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y su forma generalizada de establecer una conducta que uno no sabe hasta dónde llega, empieza y termina; así como las observaciones que nos hacía el magistrado Robleto Gutiérrez, también siempre me surgen preocupaciones de la aplicación de dicho numeral.
Sin embargo, en este caso me pareció escuchar al magistrado Solís, una cita de una norma del Código Procesal Penal, donde desde mi punto de vista a lo mejor, el planteamiento que nos hace el magistrado Castillo no sería el puntual que deberíamos de considerar para efectos de analizar si aplicamos o no una sanción en este caso.
El que nos hace el magistrado Castillo es la diferenciación entre si el plazo es ordenatorio o perentorio.
El artículo 435 del Código Procesal Penal que citó el magistrado Solís en su informe, habla de la duración del proceso y dice: “Cuando proceda la aplicación del procedimiento expedito, en ningún caso debe transcurrir un plazo superior a quince días hábiles entre el inicio del procedimiento y la celebración de la audiencia por parte del tribunal.” Pero dice después de esto y estimo que es la parte importante: “El incumplimiento de ese plazo será causal de responsabilidad disciplinaria para el funcionario responsable de la demora.”.
El tema de si es ordenatorio o perentorio, nos llevará a un tema de carácter jurisdiccional y a una consecuencia procesal del proceso, concretamente; pero no a la aplicación o no del régimen disciplinario, para eso tendríamos esta segunda parte de la norma, que habla solamente del incumplimiento del plazo, sin hacer la consideración que nos hace el magistrado Castillo.
Es por esa razón y porque además, tratando de analizar la norma con puntualidad, el plazo es contemplado desde el inicio del procedimiento a la celebración de la audiencia, lo que no considero que sea la finalización de la celebración de la audiencia, sino que puede continuar fuera del plazo, me parece, y es más o menos en esos términos que nos habla la Sala Tercera en su jurisprudencia.
Así que desde mi punto de vista consideraría esta última parte de la norma del artículo 435 del Código Procesal Penal, para analizar si procede o no la sanción que se nos sugiere”.
Señala el Magistrado Rueda: “Solamente para ilustrar en esta discusión, la Sala Constitucional, en sentencia 2014-15225, notificada desde agosto del 2015, estableció en torno al artículo 199 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por voto de mayoría, lo siguiente: “Del análisis de la posición de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, la jurisprudencia de este Tribunal y diversos estándares internacionales, se desprende que si bien un elemento fundamental de la independencia judicial es la inamovilidad del juez en el cargo, no menos cierto es que esta última no es absoluta. Precisamente, como el fin último de la independencia judicial es procurarle al usuario de la administración de justicia la prestación de un servicio de calidad, esto es una justicia pronta, cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con las leyes, se justifica que con estricto apego al debido proceso, se aplique a los jueces el régimen disciplinario por errores graves e injustificados en la administración de justicia, condicionado eso sí a que no se trate de meras interpretaciones o criterios jurídicos, en cuyo caso si se lesionaría el derecho constitucional a la independencia del juez. […]”
En resumidas cuentas, lo que la Sala Constitucional ha establecido a la hora de interpretar el artículo 199 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, es que se aplique una sanción así pero condicionado a que se trate de errores particularmente graves y groseros en la interpretación del Derecho, no a meras discrepancias en cuanto a su interpretación”.
Aclara el Magistrado Salazar Alvarado: “Me queda la duda de que cuando el Tribunal de Apelación de Sentencia Penal anula la resolución del juez Jiménez Rojas y lo ordena pasar al Tribunal de la Inspección Judicial, si el Tribunal de Flagrancia integrado por un juez distinto. ¿Terminó de hacer la audiencia o no? ¿Qué sucedió?  Porque si anula por apelación la resolución en la que él se declaraba incompetente y lo ordinariaba, no sé si el tribunal al anularla ordenó continuar con la audiencia y que fuera juzgado el imputado”.
Responde el Magistrado Solís: “Leo textualmente la resolución dictada por el Tribunal de Apelación de Sentencia Penal del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, San Ramón: “POR TANTO: Se declara que el competente para seguir conociendo de esta causa es el Tribunal de Juicio del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, sede de Flagrancia, quien de inmediato deberá realizar el juicio oral y público y resolver la situación jurídica del imputado. Se ordena remitir los autos a ese despacho judicial y comunicar lo resuelto al Juzgado Penal de Grecia y al Tribunal de la Inspección Judicial para lo de su cargo.-”.
Interviene el Magistrado Castillo: “Con el ánimo de ser breve y votar el asunto.
Considero que efectivamente el Código Procesal Penal -y es un hecho incontrovertido- establece una sanción para el caso de que no se realice el juicio dentro del plazo de quince días; pero también hay que analizar lo que se llama en doctrina la actividad endoprocesal de las partes.
En el caso concreto, el juez se ve en la necesidad de suspender la audiencia porque el Ministerio Público solicita que necesita recabar prueba. ¿Qué es lo que necesita ver? Videos, testimonios, etcétera.
El punto es que por la demora en sí misma, no aplica la sanción al juez porque hay que analizar y eso ha sido tesis de la Sala Constitucional cuando analizamos las dilaciones indebidas en sede judicial, cuál ha sido la actividad endoprocesal de las partes.
Lo otro, resulta que el agravio no existe, porque de acuerdo con el Tribunal de Apelación de Sentencia del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, San Ramón, el asunto se siguió tramitando en flagrancia.
De acuerdo con lo que leyó el magistrado Solís, se ordenaba continuar en el Tribunal de Juicio de Flagrancia del citado circuito, y que debía fijar hora y fecha para continuar en flagrancia”.
Prosigue el Magistrado Solís: “Leo de nuevo el “Por Tanto” de la sentencia del Tribunal de Apelación de Sentencia Penal del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, San Ramón: “Se declara que el competente para seguir conociendo de esta causa es el Tribunal de Juicio del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, sede de Flagrancia, quien de inmediato deberá realizar el juicio oral y público y resolver la situación jurídica del imputado. […]”.
Añade el Magistrado Salazar Alvarado: “Yo creía que tenía claro el asunto; pero quizá ustedes los penalistas me aclaran esa terminología. No sé hasta dónde hay un error en la resolución; pero quiero que ustedes me saquen de la duda en la que me encuentro.
Entiendo que el Tribunal de Juicio, que por supuesto es quién celebra el debate, esa resolución tiene apelación al Tribunal de Apelación de Sentencia Penal, lo que antes decíamos el Tribunal de Casación Penal, que sonaba muy bonito.  El Tribunal que anula, dice que debe continuar el Tribunal de Juicio, sede Flagrancia, o sea, estamos claros que es Flagrancia y no Tribunal de Juicio. Es decir, el juez que le anulan, el Tribunal de Apelación de Sentencia Penal, le anula y le ordena usted es el competente y termina la audiencia”.
Agrega el Presidente, Magistrado Chinchilla: “Para entrar en ese detalle, que vuelva Tribunal de Flagrancia sí, nada más que no necesariamente será el mismo juez, tiene que empezarse de nuevo.
El asunto viene cuánto tiempo se tardó aquí, si la persona estaba detenida o no, este caso no lo ameritaba.
¿Cuánto tiempo transcurrió? Pudieron transcurrir 2 ó 3 meses tal vez, de lo que podría haber durado 2 días más haciendo el juicio el juez de Flagrancia ordinario.
Esa es la situación, tengo que decirles que en Flagrancia hemos tenido bastante problema, porque la gente no quiere que se le juzgue en Flagrancia, por algo muy sencillo, muy probablemente o se somete a una medida alterna al proceso, a un abreviado o en el 90% de los casos es condenada, porque la prueba es muy inmediata.
Siempre hay una forma de tratar de evadir el proceso en Flagrancia; sin embargo, es una situación aparte de todo ello.
Es importante todo lo que se ha dicho aquí, es válido completamente, y existe una situación interesante sobre lo que puede acaecer sobre ello.
Someto a votación el asunto, para tomar una decisión con respecto a si procede el régimen disciplinario, de no proceder ahí quedaría el asunto, si procede analizar el tipo de sanción.
Votar uno es por aplicar el régimen disciplinario.  Votar dos es por no aplicarlo”.
Recibida la votación correspondiente, por mayoría de diez votos, se acordó: 1.) Tener por rendido el informe del Magistrado Solís. 2.) No aplicar el régimen disciplinario al licenciado Óscar Rojas Jiménez, Juez del Tribunal de Juicio del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, sede Flagrancia. Así votaron los Magistrados Sánchez, Castillo, Salazar Alvarado, Rueda, los Suplentes Gutiérrez Quintero, Blanco González, Olaso Álvarez, Hernández Gutiérrez, las Suplentes Seing Murillo y Pacheco Salazar. 
Las Magistradas y los Magistrados Chinchilla, Rivas, Solís, Molinari, Varela, los Suplentes Robleto Gutiérrez y Desanti Henderson emitieron su voto por aplicar el régimen disciplinario. Se declara acuerdo firme.
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A solicitud del Presidente, Magistrado Chinchilla, se suspende la sesión a las 11:05 por el término de cinco minutos y se reanuda a las 11:10 horas.
ARTÍCULO XII
SALE EL SUPLENTE HERNÁNDEZ GUTIÉRREZ.
Documento 6533, 7529-17

El señor Danis Baloy Rodríguez Potoy, en amplio manuscrito, recibido el 2 de junio de este año, entre otros aspectos, interpone gestión referente a la tramitología del expediente N° 17-001945-0007-CO y se manifiesta con respecto a la resolución N° 2017-003863 contenida dentro del citado expediente.
La Secretaría General de la Corte, le solicitó el correspondiente informe a la Presidencia de la Sala Constitucional, a cuyos efectos, el Magistrado Jinesta, Presidente de esa Sala, mediante oficio N° PSC-085-2016 del 21 de junio en curso, remite el oficio N° MFCV-Ofic.407-29-2017 del 19 de ese mes, suscrito por el Magistrado Castillo, Instructor del referido asunto, y el cual rinde el respectivo informe en los siguientes términos:
“[…]

El señor Danis Baloy Rodríguez Potoy interpuso el recurso de hábeas corpus que se tramitó bajo el expediente No. 17-001945-0007-CO, alegando varios extremos, de los cuales, únicamente, se conoció por el fondo los siguientes puntos: a) que en el C.A.I. de San Sebastián, donde estuvo recluido, se tardaron dos días en trasladarlo al Departamento de Servicios Jurídicos de ese centro penitenciario para remitir, vía fax, un recurso de casación, el cual se había intentado enviar el 16 de mayo de 2016, pero dio estado de error de transmisión. b) la falta de resolución de la denuncia que interpuso ante el Tribunal de la Inspección Judicial.
 
Ese asunto, mediante resolución No. 2017-003863 de las 14:30 hrs. del 14 de marzo de 2017, se declaró sin lugar en cuanto a ambas pretensiones. Respecto al primer punto, la Defensora Pública informó que no procedía la interposición del recurso de casación. Mientras que en cuanto al otro extremo, se tuvo por demostrado que al 10 de febrero pasado, en los sistemas informáticos, así como en el sistema de Gestión y Escritorio Virtual del Tribunal de la Inspección Judicial, no existía queja o proceso disciplinario alguno interpuesto por el tutelado.

En relación con el amparo de legalidad ante el Juzgado Contencioso Administrativo, se resolvió que si estimaba que había habido una dilación indebida en su atención y resolución, debía plantearlo en la vía contencioso administrativa. 

En cuanto a sus alegaciones referentes a su detención el 21 de setiembre de 2015, sobre los hechos endilgados al Tribunal del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica, al Ministerio Público y a la Defensa Pública de Siquirres, se le indicó que debía estarse a lo resuelto en las cuatro sentencias que se citaron, dictados en otros recursos de hábeas corpus que interpuso. 

En la gestión que el citado recurrente remitió el 2 de junio de 2017 a la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia indicó que acusa  a la Sala Constitucional por “violar mis derechos y garantías constitucionales e internacionales, por hacer caso omiso a mi derecho de igualdad, por inobservancia a mi derecho de imparcialidad y pérdida de objetividad”. Solicita a la Corte Plena anular la resolución No. 2017-003863, pues debieron excusarse de conocer el recurso los Magistrados Paul Rueda y Luis Fernando Salazar ya que tuvieron conocimiento de un hábeas corpus que interpuso el 30 de diciembre de 2015, y los Magistrados Fernando Cruz, Fernando Castillo y José Paulino Hernández que conocieron de otro hábeas corpus que presentó el 17 de mayo de 2016. Sostiene que infringieron su derecho a juez imparcial. También argumenta que se inobservó el derecho de defensa y se le dejó en estado de indefensión, pues consta en el punto 6 de la citada sentencia, que por resolución del 20 de febrero de 2017 se puso en conocimiento de las autoridades recurridas la prueba que el aportó, dándoles así la posibilidad de que pudieran hacer su contradictorio, sin embargo,  en el punto 7 se indica el descargo que hicieron esas autoridades sobre esa prueba, pero no se le dio a él ese mismo derecho.
 
Se estima, primero que todo, que ambas inconformidades son propias de atenderse a nivel jurisdiccional y no en la sede administrativa. Si el recurrente considera que los Magistrados citados debían excusarse de conocer este recurso, así debió alegarlo antes del dictado de la sentencia mediante la presentación de la respectiva recusación dentro del proceso ante esta Sala, lo cual es poco útil, toda vez que la línea jurisprudencia de la Sala Constitucional en esta materia ha sido: “III.- Por las características propias de la jurisdicción constitucional el juez constitucional no puede ser considerado como un simple funcionario público o un juez de la legalidad ordinaria. En su rol primordial de contralor de la constitucionalidad de las normas del ordenamiento jurídico, el juez constitucional se ve, diariamente confrontado, a resolver situaciones donde una interpretación inconvenientemente amplia de la noción de interés directo como sería, por ejemplo, la materia tributaria, la de seguridad social, la de tránsito, o la electoral, para mencionar solo algunas de ellas, lo obligaría a separarse de conocer de asuntos consustanciales a su función. No por ello debe inhibirse, o ser recusado, en cada una de ellas ya que se desvirtuaría su labor como juez supremo de la Constitución Política. “Nótese,  que  la  propia  Ley  de  la  Jurisdicción Constitucional [artículos 72 y 87 párrafo segundo] contiene algunas  normas en las que se admite que los Magistrados vuelvan a conocer y resolver un asunto en el que han participado, sin que constituya motivo de abstención. […] Como se ve, en ninguna  de estas hipótesis normativas, por las peculiaridades y principios propios de la Jurisdicción Constitucional supra expuestos, el legislador establece que habrá causal de abstención de los Magistrados que hayan participado en una sentencia anterior”. (Sentencia, entre otras, número 2009-10383, de las trece horas y treinta y  nueve minutos del veintiséis de junio del dos mil nueve). Además, ha sido criterio reiterado de este Tribunal que, el hecho que un magistrado conozca un asunto anterior de una parte, no es motivo de recusación, escusa o inhibitoria para conocer otro posterior de esa misma parte. 

En cuanto al otro punto, se tiene que por resolución de las 17:22 hrs. del 20 de febrero de 2017, como prueba para mejor resolver, se puso en conocimiento de las autoridades penitenciarias recurridas la copia del recurso de casación que en gestión posterior (recibida a las 16:46 hrs. del 20 de febrero del presente año), presentó el recurrente y para lo que ha bien tuvieran en manifestar. Siendo que, en informe rendido el 25 de febrero, la directora y el jefe del Departamento de Servicios Jurídicos del C.A.I. San José se refirieron a esa documentación. En efecto, no se puso en conocimiento del recurrente esa respuesta, por cuanto el proceso de hábeas corpus es un proceso de naturaleza sumarísima. Además, el artículo 24 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional dispone que el recurso de hábeas corpus se debe resolver dentro de los cinco días siguientes de recibido el informe de la autoridad recurrida.

Recapitulando, estamos ante una inconformidad del quejoso con la sentencia válidamente dictada por la Sala Constitucional conforme a Derecho, extremos todos de naturaleza jurisdiccional, lo cuales no pueden ser ventilados en sede administrativa, por lo que la pretensión del quejoso, en el sentido de que la Corte Plena anule una sentencia de la Sala Constitucional es, a todas luces, improcedente.

Dejo de esta forma rendido el informe solicitado…”
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Expone el Magistrado Castillo: “Básicamente lo que la persona viene presentado es una solicitud de anulación de una sentencia de la Sala Constitucional por parte de la Corte Plena, y los fundamentos del recurrente eran; que de una prueba para mejor resolver que se pidió, a él no se le dio audiencia, que no se había admitido un Recurso de Casación y que varios magistrados de la Sala no se habían inhibido porque ya habían resuelto un recurso de Habeas Corpus de esa misma persona.
Entonces, lo que estamos diciendo, es que el régimen inhibitorio de la Sala Constitucional es muy claro en el sentido de que el hecho de que un magistrado o magistrada haya votado un asunto de un recurrente no lo inhibe o la inhibe para conocer otros asuntos que presenta y el hecho de no poner en conocimiento una prueba para mejor resolver, es porque era una prueba del Tribunal no de las partes. 
En todo caso, resulta improcedente, desde todo punto de vista, que la Corte Plena pudiese, como órgano administrativo, anular una decisión de carácter jurisdiccional, eso es básicamente todo”. 
	Refiere el Presidente, Magistrado Chinchilla: “Queda abierto el tema por si alguna persona quisiera intervenir sobre el mismo.
En vista de que no, resulta claro y directo el informe que nos presenta el magistrado Castillo, y por lo tanto acogemos el informe como tal y procedemos conforme así se solicita a esta Corte Plena.
Queda así resuelto el asunto, donde no procede la nulidad de una resolución de la Sala Constitucional por los argumentos que se dicen, y además de eso porque no es procedente legalmente hablando, que la Corte Plena conozca en alzada, de resoluciones de la Sala Constitucional”.
Sin objeción alguna, se acordó: 1.) Aprobar el informe del magistrado Castillo, el cual se acoge en la forma propuesta y, por las razones que ahí constan, desestimar la denuncia interpuesta por el señor Danis Baloy Rodríguez Potoy, y denegar la solicitud del recurrente de que esta Corte anule la resolución N° 2017-003863 dictada por la Sala Constitucional dentro del expediente N° 17-001945-0007-CO, lo anterior dado que no es competencia de este órgano administrativo avocarse el conocimiento, en alzada, de resoluciones dictadas por las Salas y mucho menos anular decisiones de carácter jurisdiccional, en consecuencia, se ordena el archivo de las diligencias. 2.) Comuníquese este acuerdo al señor Rodríguez Potoy. 
Los magistrados Cruz, Castillo, Rueda, Salazar Alvarado, la suplente Pacheco Salazar y el suplente Hernández Gutiérrez se abstienen de votar.
ARTÍCULO XIII
Documento 7643-17

Indica el Presidente, Magistrado Chinchilla: “La magistrada Escoto, Vicepresidenta de la Corte, y los magistrados Ramírez y Aguirre, que son los suplentes por su orden, se encuentran de vacaciones, por lo tanto, hoy tenemos un problema con respecto a la Vicepresidencia, pero más que todo para atender asuntos de especial relevancia, y los que le corresponden a este puesto. Por lo cual quería solicitar que para el transcurso de esta semana se nombre en la Vicepresidencia de la Corte a la magistrada o magistrado de mayor antigüedad. 
En este caso sería el Presidente de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, magistrado Rivas. A él se lo consulté y me dio su total y absoluta anuencia para asumir la Vicepresidencia en ejercicio en estos días, y así pueda integrar mañana el Consejo Superior del Poder Judicial. Muy amablemente dijo que sí, que está en la mejor disposición.
Procedemos de la forma que se propone, por parte de la Presidencia, en este caso, y nombramos al magistrado Rivas, como Vicepresidente de la Corte Suprema de Justicia, en ejercicio, por esta semana”. 
Sin objeción de las señoras magistradas y los señores magistrados presentes, se acordó: Tener por designado al Magistrado Rivas como Vicepresidente en ejercicio de la Corte Suprema de Justicia, del 26 al 29 de junio en curso, por los motivos indicados. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XIV
ENTRA EL SUPLENTE HERNÁNDEZ GUTIÉRREZ.
Documento 5853, 6175, 6714, 6941-17

En sesión N° 19-11 celebrada el 13 de junio de 2011, artículo XXI, se dispuso que el Consejo de Personal, con la participación ampliada de los representantes de los trabajadores, asumirá las funciones como Comisión de Salud Ocupacional por el período que legalmente corresponda, lo anterior de conformidad con los artículos 66, inciso 4, de la Ley Orgánica del Poder Judicial y 12, inciso ch, del Estatuto de Servicio Judicial.
En sesión N° 31-16 del 24 de octubre del 2016, artículo XXIX, entre otros, por unanimidad se reeligió la integración del Consejo de Personal para un nuevo período de un año que inició el 24 de octubre del 2016 y vence el 23 de octubre de 2017. 
Con base en lo anterior, la integración de la citada Comisión es la siguiente: 
	Magistrado Román Solís Zelaya, Integrante - Presidente

	Licda. Ana Luisa Meseguer Monge, Integrante

	Dr. José Rodolfo León Díaz, Integrante

	Mba. José Luis Bermúdez Obando, Integrante y Secretario



En la verificada N° 11-17 celebrada el 15 de mayo de este año, artículo XXII, con motivo de la jubilación de la exmagistrada Eva Camacho Vargas, se realizó una atenta instancia a los señores Presidentes de las Salas Segunda, Tercera y Constitucional para que propusieran el nombre de una magistrada o magistrado, a fin de designar a la persona que integraría el Consejo de Personal en sustitución de la exmagistrada Camacho.
El Magistrado Aguirre, en oficio N° OAG-06-2017 del 25 de mayo pasado, hizo de conocimiento que la Sala Segunda propone como candidato al Magistrado Luis Porfirio Sánchez Rodríguez a fin de que este integre el Consejo de Personal.
El Magistrado Jinesta, en oficio N° PSC-077-2017 del 7 de junio en curso, indicó:
“[…]

Al respecto me permito indicar que, debido a la alta carga laboral de los señores Magistrados de este Tribunal, se nos imposibilita formar parte del Consejo de Personal.”
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 El licenciado Aníbal Reyna Barrón, Secretario interino de la Sala Tercera, en oficio N° 1862-17 de 12 de junio en curso, manifestó: 
“Con instrucciones de la Magistrada Dra. Doris Arias Madrigal, Presidenta de la Sala de Casación Penal, le comunico que se designó al Magistrado Celso Gamboa Sánchez, representante de la Sala Tercera en el Consejo de Personal.”  

-0-
La licenciada Silvia Navarro Romanini, Secretaría General de la Corte como referencia de la normativa procede a dar lectura integral de los artículos 11 del Estatuto de Servicio Judicial y 66, inciso 1, de la Ley orgánica del Poder Judicial. De igual manera procedió con las gestiones presentadas por las Salas Segunda, Tercera y Constitucional.
Seguidamente, se procede a realizar la designación de la persona que desempeñará el puesto de Integrante del Consejo de Personal por lo que resta del periodo legal, y por mayoría de dieciséis votos, se dispuso, nombrar al Magistrado Sánchez en el citado cargo, a partir del 12 de junio del año en curso y hasta el 23 de octubre del 2017.
El Magistrado Gamboa obtuvo un voto.
Asimismo, de conformidad con los artículos 11 del Estatuto de Servicio Judicial, y 66, incisos 1 y 4, de la Ley orgánica del Poder Judicial, y con base en lo resuelto, la integración del Consejo de Personal, hasta el 23 de octubre de 2017, es la siguiente: 
	Magistrado Román Solís Zelaya, Integrante - Presidente

	Magistrado Luis Porfirio Sánchez Rodríguez, Integrante

	Licda. Ana Luisa Meseguer Monge, Integrante

	Dr. José Rodolfo León Díaz, Integrante

	Mba. José Luis Bermúdez Obando, Integrante y Secretario



ARTÍCULO XV
Documento 841-11/ 6569, 6635, 7061-17
En sesión N° 19-11 celebrada el 13 de junio de 2011, artículo XXI, se dispuso que el Consejo de Personal, con la participación ampliada de los representantes de los trabajadores, asumirá las funciones como Comisión de Salud Ocupacional, por el período que legalmente corresponda, lo anterior de conformidad con los artículos 66, inciso 4, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y 12, inciso ch, del Estatuto de Servicio Judicial.
En sesión N° 2-17 celebrada el 15 de mayo de 2017, artículo XVI, se prorrogó el nombramiento de los integrantes representantes de la parte patronal en la Comisión de Salud Ocupacional hasta el 23 de octubre de 2017, quedando la misma conformada de la siguiente manera:
	Comisión Institucional de Salud Ocupacional
Integrantes Representantes Parte Patronal

	Magistrado Román Solís Zeyala

	Licda. Ana Luisa Meseguer Monge

	Dr. José Rodolfo León Días

	Máster Jose Luis Bermudez Obando



En sesión N° 11-17 celebrada el 15 de mayo de este año, artículo XVIII, se prorrogó el nombramiento de los representantes (Titulares y Suplentes) de la parte trabajadora en la Comisión de Salud Ocupacional, hasta el 23 de octubre del 2017, día en que vence también el nombramiento de la parte empleadora y fecha en que se realizaría la nueva designación de personas representantes de la citada Comisión, tanto de la parte empleadora como de la trabajadora.
La parte trabajadora quedó integrada de la siguiente manera:
	Comisión Institucional de Salud Ocupacional
Integrantes Representantes
Parte Trabajadora

	Dra. Ana Isabel Orozco Álvarez (Titular)

	Máster. Patricia Molina Escobar (Titular)

	Licda. Ana Patricia Mora Arias (Titular)

	Lic. Minor Barquero Aguilar (Titular)

	Sra. Ileana Rojas Cerdas (Titular)

	Sra. Olivia Ulate Castillo (Suplente)

	Sr. Jorge Matamoros Cubillo (Suplente)



Por último, en sesión N° 14-17 celebrada el 30 de mayo del año en curso, artículo XV, se tuvo por aceptada la renuncia de la servidora Olivia Ulate Castillo como representante de la parte trabajadora de la Comisión de Salud Ocupacional. Asimismo, se solicitó a las agrupaciones gremiales y sindicatos de empleados del Poder Judicial, se sirvieran proponer un candidato o candidata para realizar el nombramiento de la persona integrante (suplente) en representación de la parte trabajadora ante la citada Comisión.
Vencido el plazo otorgado a las agrupaciones gremiales y sindicatos de empleados del Poder Judicial, sea el 15 de junio de este año, se recibieron las siguientes propuestas:
 El licenciado Mario Mena Ayales, Presidente de la Asociación Nacional de Empleados Judiciales (ANEJUD), en oficio N° ANEJUD-0079-2017 del 2 de junio en curso, expresó:

“La Asociación Nacional de Empleados Judiciales (ANEJUD) extiende un cordial saludo a la Honorable Corte Plena, agradeciendo la deferencia y en complemento al acuerdo tomado por ese Cuerpo Colegiado en Sesión Nº 14-17 celebrada el 30 de mayo de los corrientes, Artículo XV, dando audiencia a las Organizaciones del Poder Judicial para designar un Suplente en Representación de la parte trabajadora ante la Comisión de Salud Ocupacional.

Hemos de indicar que la Junta Directiva de esta Organización designó al señor Ricardo Izaguirre Capuano, Informático, Técnico Especializado 5, Dirección de Tecnología de la Información, Primer Circuito Judicial de San José, quien representará eficientemente a la parte trabajadora ante la Honorable Comisión de Salud Ocupacional.”
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El licenciado Juan Carlos Sebiani Serrano, Presidente de la Asociación Nacional de Profesionales del Poder Judicial (ANPROJUD), en correo electrónico de 6 de junio en curso, indicó:

“De acuerdo a su solicitud sobre el asunto conocido en sesión N° 14-17 celebrada el 30 de mayo del año en curso,  a fin proponer un candidato o candidata para realizar el nombramiento de una persona integrante (suplente), en representación de la parte trabajadora en la Comisión de Salud Ocupacional, por la Asociación Nacional de Profesionales del Poder Judicial proponemos a la señorita Barbará Polini quien tiene formación en ese campo.

Agradecimos considerarla para apoyar a la comisión con todo el apoyo de la ANPROJUD.”
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El licenciado Parris Quesada Madrigal, Presidente de la Asociación Solidarista de Servidores Judiciales (ASOSEJUD), en oficio N° 020-PRES-2017 del 14 de junio en curso, manifestó: 

“De acuerdo al oficio 6048-17, recibido el 02 de junio anterior, la Junta Directiva de la Asociación Solidarista de Servidores Judiciales, en sesión 10-2017, celebrada el 14 de junio del 2017, designó como candidata a la señora Shirley Montes Fennell, Directora de ASOSEJUD, como integrante suplente en representación de la parte trabajadora ante la Comisión de Salud Ocupacional.

Nuestra candidata ha laborado en el Poder Judicial durante 27 años, desempeñándose como Técnico Administrativo 1, Sección de Estadística de la Dirección de Planificación.

A la fecha no presenta sanciones disciplinarias. Es una persona con discapacidad y comprometida con los derechos de estas personas”
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SALE EL SUPLENTE DESANTI HENDERSON 

Seguidamente, se procede a realizar la designación de la persona que se desempeñará como Integrante (Suplente), en representación de la parte trabajadora, ante la Comisión de Salud Ocupacional, por lo que resta del periodo legal, y por mayoría de diez votos, se dispuso, nombrar al servidor Ricardo Izaguirre Capuano, en el citado cargo, del 26 de junio del año en curso y hasta el 23 de octubre del 2017.
Las señoras Barbará Polini y Shirley Montes obtuvieron tres votos cada una.
Asimismo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo XIV de esta sesión, y con base en lo resuelto, la integración de representantes de las partes patronal y trabajadora de la referida Comisión, hasta el 23 de octubre de 2017, es la siguiente: 
	Integrantes Representantes
Parte Patronal

	Magistrado Román Solís Zeyala

	Magistrado Luis Porfirio Sánchez Rodríguez

	Licda. Ana Luisa Meseguer Monge

	Dr. José Rodolfo León Días

	Máster Jose Luis Bermudez Obando

	

	Integrantes Representantes
Parte Trabajadora

	Dra. Ana Isabel Orozco Álvarez (Titular)

	Máster. Patricia Molina Escobar (Titular)

	Licda. Ana Patricia Mora Arias (Titular)

	Lic. Minor Barquero Aguilar (Titular)

	Sra. Ileana Rojas Cerdas (Titular)

	Sr. Jorge Matamoros Cubillo (Suplente)

	Sr.  Ricardo Izaguirre Capuano (Suplente)



Lo anterior con fundamento en los artículos 11 y 12, inciso ch, del Estatuto de Servicio Judicial, y 66, incisos 1 y 4, de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 
ARTÍCULO XVI
Documento 946-13 / 5654, 6026, 6291, 6482, 6506, 6770, 6940-17  

En las sesiones números 17-15, 24-15, 36-15, y 10-16, del 11 de mayo, 22 de junio, 28 de setiembre del 2015, y 4 de abril del 2016, artículos XXV, XXX, XIII, y XXXVIII, respectivamente, de conformidad con el artículo 7 del Reglamento de la Comisión de Relaciones Laborales se conformó la citada Comisión de la siguiente forma: 
	Integrantes de la parte empleadora
	Fechas de rige del nombramiento

	
Máster Ronald Cortés Coto (Titular)
	Hasta el 24 de junio del 2017

	Licda. Kattia Saborío Soto (Titular)
	Hasta el 24 de junio del 2017

	Máster Xinia Fernández Vargas (Titular)
	Hasta el 24 de junio del 2017

	
	

	Máster Marniee Guerrero Lobato (Suplente)
	Hasta el 24 de junio del 2017

	Licda. Estrellita Orellana Guevara (Suplente)
	Hasta el 24 de junio del 2017

	Máster Leila C. Shadid Gamboa (Suplente)
	Hasta el 28 de setiembre del 2017

	
	



	Integrantes de la parte trabajadora
	Fechas de rige del nombramiento

	
Máster Antonio Darcia Carranza (Titular) Presidente
	Hasta el 24 de junio del 2017


	Máster Alexandra Madriz Sequeira (Titular)
	Hasta el 24 de junio del 2017

	Lic. Fabio Delgado Hernández (Titular)
	Hasta el 28 de setiembre del 2017

	
	

	Máster Mauren Solís Madrigal (Suplente)
	Hasta el 24 de junio del 2017

	Licda. Marlene Solís Blanco (Suplente)
	Hasta el 24 de junio del 2017

	Licda. Yadira Fonseca Jiménez (Suplente)
	Hasta el 28 de setiembre del 2017

	 
	 



En sesión N° 11-17 celebrada el 15 de mayo de este año, artículo VIII, se tuvo por aceptada la renuncia de la licenciada Marlene Solís Blanco como integrante suplente en representación de la parte trabajadora ante la Comisión de Relaciones Laborales. Asimismo, se solicitó a las agrupaciones gremiales del Poder Judicial, se sirvieran proponer un candidato o candidata para realizar el nombramiento de la persona integrante Suplente en representación de la parte trabajadora ante la citada Comisión.
El máster Ronald Cortés Coto, Juez del Tribunal de Apelación del Segundo Circuito Judicial de San José, en correo electrónico del 16 de mayo de este año, indicó:
    “Desde junio de 2013 he venido integrando la Comisión de Relaciones Laborales. He puesto mi mayor esfuerzo para poder realizar el trabajo con seriedad y dedicación. Sin embargo, el sacrificio personal y familiar ha sido grande dado el aumento tanto en número como en complejidad de asuntos que ha experimentado la Comisión.  Así como la gran cantidad de trabajo que existe en el Tribunal de Apelación de Segundo Circuito Judicial de San José donde funjo en propiedad. Por ello, renuncio a continuar como miembro de la Comisión de Relaciones Laborales a partir del 1 de junio de 2017.  Doy las gracias a los señores y señoras Magistrados y Magistradas que confiaron en mi persona en estos cuatro años. Conforme a la información brindada por la señora secretaria de la Comisión, mi labor en este último período es la siguiente:

En el periodo comprendido entre junio del 2015 al 15 de mayo del 2017,  II periodo, 

-          Casos que conoció 32
-          Casos Pendientes 1
-          Sesiones a las que asistió 38

Quedan pendientes solo dos asuntos asignados a mi persona, que procuraré estudiar y votar antes del 31 de mayo.”
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Asimismo, el máster Antonio Darcia Carranza, Presidente de la Comisión de Relaciones Laborales, en oficio N° CRL-69-2017 de 23 de mayo del año en curso, informó: 
“Para su conocimiento y fines consiguientes, me permito comunicarles que el próximo 27 de junio del 2017, vence el periodo de nombramiento de la mayoría de los integrantes de esta Comisión, los cuales detallamos:

Antonio Darcia Carranza, Presidente
Katia Saborío Soto, Secretaria 
Maureen Solís Madrigal, (presentó renuncia)
Marniee Sissie Guerrero Lobato
Xinia Fernández Vargas
Alexandra Madriz Sequeira
Ronald Cortés Coto, (presentó renuncia)
Marlene Solís Blanco, (presentó renuncia)

Que los siguientes integrantes: Leila Shadid Gamboa, Fabio Delgado Hernández y Yadira Fonseca Jiménez, vence su período en el mes de setiembre del 2017.

La licenciada Gabriela Bustamante Segura, permanece nombrada hasta tanto sea prorrogado el de la Lic. Estrellita Orellana Guevara en el Tribunal de la Inspección Judicial.

La licenciada Katia Saborío Soto, manifiesta su deseo de continuar en esta Comisión por un período más, si esta Corte así lo considera.

Por tanto solicitamos muy respetuosamente, se realicen los trámites pertinentes para que se conforme la nueva Comisión lo antes posible y no se vea afectado el servicio que esta presta en materia disciplinaria. 
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Vencido el plazo otorgado a las agrupaciones gremiales en sesión N° 11-17 del 15 de mayo pasado, artículo VIII, sea el 1 de junio del 2017, se recibieron las siguientes propuestas para sustituir a la licenciada Marlene Solís Blanco como integrante suplente en representación de la parte trabajadora ante la Comisión de Relaciones Laborales:
“El licenciado Mario Mena Ayales, Presidente de la Asociación Nacional de Empleados Judiciales (ANEJUD), en oficio N° ANEJUD-0076-2017 de 26 de mayo último, expresó:
“La Asociación Nacional de Empleados Judiciales (ANEJUD) extiende un cordial saludo a la Honorable Corte Plena, agradeciendo la deferencia y en complemento al acuerdo tomado por ese Cuerpo Colegiado en Sesión Nº 11-17 celebrada el 15 de mayo de los corrientes, Artículo VIII, dando audiencia a las Organizaciones del Poder Judicial para designar un Suplente en Representación de la parte trabajadora ante la Comisión de Relaciones Laborales.

Hemos de indicar que la Junta Directiva de esta Organización designó a las siguientes personas:

·             Licenciada Marianela Zúñiga Muñoz
Técnica Judicial – Fiscalía de Desamparados
Licenciada en Derecho

·             Licenciado José Roger Zúñiga Gómez
Técnico Supernumerario
Sub Administración Regional de Nicoya”
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El licenciado Parris Quesada Madrigal, Presidente de la Asociación Solidarista de Servidores Judiciales (ASOSEJUD), en oficio N° 019-PRES-2017 de 1 de junio en curso, expresó:
“De acuerdo al oficio 5390-17, recibido el 22 de mayo anterior, la Junta Directiva de la Asociación Solidarista de Servidores Judiciales, en sesión 09-2017, celebrada el 31 de mayo del 2017,  designó como candidato al señor Erick Calvo Zamora, Director de ASOSEJUD, como integrante suplente en representación de la parte trabajadora ante la Comisión de Relaciones Laborales. 

Nuestro candidato ha laborado en el Poder Judicial durante 18 años, desempeñándose como custodio de detenidos por 13 años y actualmente como investigador de la Sección de Presentaciones y Localizaciones del OIJ desde hace 5 años.”
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El señor Álvaro Rodríguez Zamora, Secretario General del Sindicato de la Asociación Nacional de Investigadores en Criminalística (ANIC), en oficio N° 749-17 del 1 de los corrientes, manifestó:
“Por este medio la Junta Directiva por unanimidad propone al Secretario General Adjunto señor César Prado Calderón, de la Unidad de Protección a Víctimas y Testigos-OIJ, como candidato para el nombramiento de la persona integrante Suplente en representación de la parte trabajadora ante la Comisión de Relaciones Laborales. 

Adjuntamos curriculum vitae del señor Prado Calderón.

ANIC, considera de suma importancia la participación de servidores del Organismo de Investigación en esa Comisión, que revista de tanta importancia en el tema disciplinario.”
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El licenciado Fabio Enrique Delgado Hernández, Integrante Titular en representación de la parte trabajadora ante la Comisión de Relaciones Laborales, en correo electrónico recibido el 8 de junio de este año, comunicó:
“En mi condición de integrante de la citada Comisión, luego de haber externado las preocupaciones a lo interno de la misma, me permito informales, a efecto se valoren las medidas oportunas, y evitar la parálisis de la Comisión por falta de miembros para sesionar, dado el vencimiento, éste 26 de junio del periodo de nombramiento de 9 de los 12 integrantes, (6 propietarios y 6 suplentes), por lo que quedaremos solo 3 vigentes.

Se me indica que ya fue remitido el oficio a la Corte Plena, donde se señala que de esos 9 sólo una desea continuar, por lo que a partir de julio quedaremos sin posibilidades de alcanzar el quórum pues son necesarios 4 para sesionar.
 
Al parecer la costumbre en Corte Plena, era iniciar la renovación de los nombramientos desde principio del año de su vencimiento, sin embargo en esta oportunidad, no se hizo así, y ahora estamos ante el problema citado. Tomen en cuenta, además, que la Comisión tiene un alto circulante en este momento, aproximadamente 70 casos, algunos con retraso, e ingresa un promedio de 15 más por mes, los cuales no se pueden asignar para su estudio y proyecto de resolución, ante el problema inminente citado, esto llevará necesariamente a una mayor acumulación, que convertirá la Comisión en una especie de cuello de botella, y que impactará sobre los procesos disciplinarios.
 
Espero haber sido claro con el tema, reciban un atento saludo y me despido.”
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	El señor Hernán Campos Vargas, Secretario General del Sindicato de Trabajadores y Trabajadoras del Poder Judicial (Sitrajud), en oficio N° 028-Sitrajud-2017 de 12 de junio en curso, manifestó: 
“En sesión de Corte Plena en la sesión N°11-17, celebrada el 15 de mayo último, artículo VIII, acuerdan “Solicitar a las asociaciones o agrupaciones gremiales del Poder Judicial, se sirvan proponer un candidato o candidata para realizar el nombramiento de la persona integrante suplente en representación de la parte trabajadora ante la Comisión de Relaciones Laborales…”

Al respecto, nos permitimos informarle, que, luego de consultar con nuestras personas afiliadas, no hubo interés en postularse para dicha Comisión. Lo anterior debido al conocimiento extendido que se tiene que el trabajo asignado a los integrantes es excesivo y por tanto, dificultoso de cumplir sin menoscabar el tiempo de descanso de sus colaboradores, pues es trabajo que se ofrece ad honorem fuera de jornada laboral.  Vinculado, se conoce que la cantidad de expedientes entrados este año ha aumentado cuantiosamente, en comparación con años anteriores.

Al respecto, este Sindicato hace un respetuoso llamado a esa Corte, para que se refuerce la Comisión con personal permanente, con la intención de que los casos disciplinarios que ahí se atienden no se vean perjudicados y sufran atrasos por el detrimento de las condiciones que envuelven actualmente a ese ente que es de vital importancia para el colectivo judicial.
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ENTRA EL SUPLENTE DESANTI HENDERSON.
La licenciada Silvia Navarro Romanini, Secretaría General de la Corte, como referencia de la normativa dio lectura integral del artículo 66, inciso 5, de la Ley orgánica del Poder Judicial. Asimismo, informó lo siguiente: “La Comisión de Relaciones Laborales, estaba integrada hasta el 24 de junio de 2017, ese día concluyó su integración, salvo tres personas que son: la máster Leila Cristina Shadid Gamboa (Integrante Suplente / Parte Empleadora), el licenciado Fabio Delgado Hernández (Integrante Titular / Parte Trabajadora) y la licenciada Yadira Fonseca Jiménez (Integrante Suplente / Parte Trabajadora), cuyos nombramientos están hasta el 28 de setiembre de 2017.
Por la parte empleadora tenemos: Al máster Ronald Cortés Coto, quien renunció como Integrante Titular, la licenciada Kattia Saborío Soto, quién está anuente a ser reelegida como Integrante Titular, la máster Xinia Fernández Vargas no está anuente a ser reelegida como Integrante Titular, la máster Marniee Guerrero Lobato, quién está anuente a ser reelegida como Integrante Suplente y la licenciada Estrellita Orellana Guevara, quién no está anuente a ser reelegida como Integrante Suplente. Cabe destacar que la licenciada Orellana Guevara se encuentra con un permiso en el Tribunal de la Inspección Judicial y fue sustituida por la licenciada Gabriela Bustamante Segura.
Por la parte trabajadora tenemos: Al máster Antonio Darcia Carranza, Presidente de la Comisión, en su gestión no informa si está anuente a ser reelegido como Integrante Titular, la máster Alexandra Madriz Sequeira, quién no está anuente a ser reelegida como Integrante Titular, la licenciada Marlene Solís Blanco, quien renunció como Integrante Suplente y la máster Mauren Solís Madrigal, quien estaría anuente a continuar como integrante suplente si se nombra un asistente jurídico que les colabore debido al aumento y complejidad de los asuntos que se conocen, de lo contrario rechazaría la postulación”.
Seguidamente, la Secretaria General de la Corte procede a dar lectura integral de las gestiones presentadas por los licenciados Mario Mena Ayales, Presidente de la Asociación Nacional de Empleados Judiciales (ANEJUD), Parris Quesada Madrigal, Presidente de la Asociación Solidarista de Servidores Judiciales (ASOSEJUD), y Fabio Enrique Delgado Hernández, Integrante Titular en representación de la parte trabajadora ante la citada Comisión, y de los señores Álvaro Rodríguez Zamora, Secretario General del Sindicato de la Asociación Nacional de Investigadores en Criminalística (ANIC) y Hernán Campos Vargas, Secretario General del Sindicato de Trabajadores y Trabajadoras del Poder Judicial (Sitrajud). 
Además, informó, que el máster Darcia Carranza, como Presidente de la Comisión de Relaciones Laborales, en su gestión simplemente hace mención al vencimiento del periodo de nombramientos de esa Comisión, pero no remite un informe de labores; y que normalmente para los nombramientos de integración de la referida Comisión, se han realizado siguiendo el Protocolo para nombramientos a cargo de la Corte Plena, que fue aprobado en la sesión N° 41-15 del 16 de noviembre del 2015, artículo XX; que es una propuesta elaborada por la Dirección de Gestión Humana respecto al protocolo que debe seguirse para una preselección de candidatos y candidatas y un análisis de cada persona que se designe en estos cargos.
Dice el Presidente, Magistrado Chinchilla: “Procederemos a realizar la respectiva votación para la reelección o no de cada una de las personas que se encuentran anuentes a continuar en la Comisión de Relaciones Laborales, iniciando por el máster Darcia Carranza”.
Se procede a realizar la respectiva votación y por mayoría de doce votos, se acordó: No reelegir al máster Antonio Darcia Carranza, como Integrante Titular por la parte trabajadora ante la Comisión de Relaciones Laborales. 
Se recibieron cinco votos por reelegirlo. 
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Seguidamente, se procede a realizar la respectiva votación para la reelección o no de la licenciada Kattia Saborío Soto, y por mayoría de dieciséis votos, se acordó: Reelegirla como integrante titular por la parte empleadora ante la Comisión de Relaciones Laborales. 
Se recibió un voto por no reelegirla.
El nombramiento de la licenciada Saborío Soto, rige por dos años, del 26 de junio del 2017 al 25 de junio del 2019, lo anterior de conformidad con el artículo 7 del Reglamento de la citada Comisión.
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Finalmente, se procede a realizar la respectiva votación para la reelección o no de la máster Marniee Guerrero Lobato, y por mayoría de once votos, se acordó: No reelegirla como integrante suplente por la parte empleadora ante la Comisión de Relaciones Laborales. 
Se recibieron seis votos por reelegirla. 
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Aclara la Secretaria General: “La Corte o parte empleadora, tendría que proponer dos personas candidatas para el cargo de integrantes titulares en lugar de los máster Ronald Cortes Coto y Xinia Fernández Vargas; y dos integrantes suplentes en lugar de la máster Marniee Guerrero Lobato, que no fue reelecta, y la licenciada Estrellita Orellana Guevara que no estaba anuente a continuar. 
No le consultamos a la licenciada Gabriela Bustamante quien era la que venía sustituyendo a la licenciada Orellana Guevara sobre su anuencia al puesto”.
Dice la Magistrada Varela: “Por parte de la Sala Segunda y la jurisdicción Laboral podríamos proponer a la licenciada Gabriela Bustamante Segura, ya que estuvo de suplente, para que suma la titularidad por la parte empleadora de la Comisión. Ella está en el Juzgado de Seguridad Social y ahora temporalmente trabajando en descongestión. Vamos a consultarle”.
Indica el Presidente, Magistrado Chinchilla: “En vista de que no tenemos contestación de la licenciada Bustamante Segura, vamos a proponer para que las Salas de la Corte ofrezcan nombres de personas candidatas, y si lo consideran oportuno para la próxima semana. 
Dejamos la propuesta de la Magistrada Varela para esperar las de las  diferentes Salas y tener nombres sobre ello”.
SALE EL SUPLENTE BLANCO GONZÁLEZ
Agrega la Secretaría General: “La parte empleadora tendría que proponer dos titulares y dos suplentes, y la parte trabajadora, que sería las agrupaciones gremiales del Poder Judicial, tendrían que proponer dos titulares.
La  máster Mauren Solís Madrigal señalaba que estaba anuente a que la reeligieran, pero si nombraban un asistente jurídico”.
Interviene el Presidente, Magistrado Chinchilla: “Con el tema del asistente jurídico, esta Corte no estaría de acuerdo.
¿Verdad? No estamos de acuerdo, así que esa no es condición”.
Por unanimidad, se acordó: Denegar la solicitud de la máster Mauren Solís Madrigal, referente a la designación de un asistente jurídico que colabore en la Comisión de Relaciones Laborales debido al aumento y complejidad de los asuntos que se conocen.
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Continúa la Secretaria General: “Las postulaciones de personas candidatas habría que someterlas al procedimiento de análisis por parte de la Dirección de Gestión Humana”.
Expresa el Presidente, Magistrado Chinchilla: “Hacemos las comunicaciones correspondientes y a las partes empleadora y trabajadora le solicitamos sugerir nombres de personas candidatas para la integración”.
Sin objeción alguna, se acordó: 1.) Tener por aceptada la renuncia del máster Ronald Cortés Coto como integrante titular en representación de la parte empleadora ante la Comisión de Relaciones Laborales, así como rendido el informe de labores que se da cuenta. 2.) Tener por conocidas y presentadas las gestiones suscritas por el máster Antonio Darcia Carranza y el licenciado Fabio Enrique Delgado Hernández, integrantes titulares en representación de la parte trabajadora ante la citada Comisión; por los licenciados Mario Mena Ayales y Parris Quesada Madrigal, Presidentes de las Asociaciones Nacional de Empleados Judiciales (ANEJUD) y Solidarista de Servidores Judiciales (ASOSEJUD), respectivamente, y por los señores Hernán Campos Vargas y Álvaro Rodríguez Zamora, Secretarios Generales de los Sindicatos de Trabajadores y Trabajadoras del Poder Judicial (Sitrajud) y de la Asociación Nacional de Investigadores en Criminalística (ANIC), respectivamente. 3.) Solicitar a las Presidencias de las Salas de la Corte Suprema de Justicia y a las distintas agrupaciones gremiales del Poder Judicial, que en el plazo de ocho días después de recibida la comunicación de este acuerdo, propongan el nombre de personas candidatas para integrar como Titulares y Suplentes, conforme corresponda, por las partes Empleadora y Trabajadora, en la Comisión de Relaciones Laborales (2 titulares y 2 suplentes por cada parte). 4.) Con fundamento en el Protocolo para los nombramientos a cargo de la Corte Plena, las anteriores personas candidatas propuestas por parte de la ANEJUD, la ASOSEJUD y la ANIC, así como las nuevas propuestas de las Presidencias de las Salas de la Corte y de las agrupaciones gremiales del Poder Judicial, serán remitidas por la Secretaría de la Corte a la Dirección de Gestión Humana para su valoración y posterior propuesta por parte de la Comisión de Nombramientos.
Asimismo, con base en lo resuelto, y de conformidad con los artículos 7 del Reglamento de la citada Comisión y 66, inciso 5, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la integración de la Comisión de Relaciones Laborales quedó conformada de la siguiente forma: 
	Integrantes de la parte empleadora
	Fechas de rige del nombramiento

	
Licda. Kattia Saborío Soto (Titular)
	Hasta el 25 de junio del 2019

	Máster Leila Cristina Shadid Gamboa (Suplente)
	Hasta el 28 de setiembre del 2017



	Integrantes de la parte trabajadora
	Fechas de rige del nombramiento

	
Lic. Fabio Delgado Hernández (Titular)
	Hasta el 28 de setiembre del 2017

	Licda. Yadira Fonseca Jiménez (Suplente)
	Hasta el 28 de setiembre del 2017



El Despacho de la Presidencia tomará nota para lo de su cargo. 
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A las 11:59 horas se levanta la sesión con la asistencia del Presidente, magistrado Chinchilla; de las magistradas y de los magistrados Rivas, Solís, Molinari, Varela, Sánchez, Castillo, Rueda, Salazar Alvarado; los suplentes y las suplentes Seing Murillo, Gutiérrez Quintero, Olaso Álvarez, Robleto Gutiérrez, Desanti Henderson, Pacheco Salazar y Hernández Gutiérrez y se reanuda a las 13:50 horas con la asistencia inicial del Presidente, magistrado Chinchilla; de las magistradas y de los magistrados Rivas, Solís, Molinari, Varela, Sánchez, Arias, Gamboa, Salazar Alvarado; los suplentes y las suplentes Seing Murillo, Gutiérrez Quintero, Blanco González, Olaso Álvarez, Robleto Gutiérrez, Desanti Henderson, Pacheco Salazar y Hernández Gutiérrez.
ARTÍCULO XVII
          Documento 4625, 5440, 8258, 8969-2016 / 7207, 7468-17

En sesión N° 23-16 celebrada el 11 de julio del 2016, artículo XXVI, se tomó el acuerdo cuya para dispositiva literalmente dice:
        “Sin objeción alguna, se dispuso: 1.) Tener por conocido el acuerdo adoptado por el Consejo Superior, por ende, acoger la solicitud de la Defensa Pública y autorizar la creación de la Comisión de Acceso a la Justicia para la Materia Contravencional. 2.) Solicitar a los señores Presidentes de las Salas de esta Corte, se sirvan proponer el nombre de un magistrado o magistrada para que integre la mencionada Comisión. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de las organizaciones gremiales de juezas y jueces del Poder Judicial, a saber, Asociación Costarricense de la Judicatura (ACOJUD), Asociación Costarricense de Juezas, y Sindicato de la Judicatura (SINDIJUD) para que propongan a un juez o jueza de materia contravencional para que integre la Comisión que se da cuenta. 4.) Solicitar a la Comisión Nacional para el mejoramiento de la Administración de la Justicia (CONAMAJ) se sirva proponer el nombre de un candidato o candidata que le represente en la citada Comisión.”
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             En sesión N° 24-16 celebrada el 8 de agosto del 2016, artículo I, se tuvo por presentada la reconsideración de la Magistrada Arias, en los siguientes términos:
“Se somete a consideración la aprobación del acta de la sesión celebrada el 11 de julio último, número 23-2016.

Señala la Magistrada Arias: “En relación con el acta que se está aprobando hoy, artículo XXVI -presento recurso de reconsideración- que autoriza la creación de una Comisión de Acceso a la Justicia para la materia Contravencional, en la que se solicita a los señores presidentes de las Salas de esta Corte proponer un magistrado o magistrada, hacer esto de conocimiento de las juezas y los jueces y solicitar a la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (Conamaj) que integre la Comisión.

La reconsideración que quiero plantear, es en el sentido de que si observamos frente a este acuerdo del Consejo Superior, hubo un estudio técnico que se realizó por parte de la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación, mediante nota 743-PLA-2016; sin embargo, pese a que doña Nacira plantea algunas cuestiones relacionadas con esta Comisión, además de que se relacionaba con una solicitud que había hecho la Defensa Pública para aumentar el requerimiento humano para atender la materia Contravencional en el anteproyecto de presupuesto del 2017 y por ende en los sucesivos presupuestos que vendrán con el objetivo de dotar defensoras o defensores públicos.

Frente a esta situación, planteo la reconsideración a esta Corte, en cuanto a que siempre que se ha creado una Comisión de Acceso a la Justicia, previo se ha realizado un estudio que permita generar una política de este Poder Judicial y que además exista una población vulnerable que esté identificada.

En este caso no existe una población vulnerable identificada específicamente.

Cuando la Jefa de la Defensa Pública solicita la creación de la Comisión, dice que así como hay una Comisión de Penal de Adultos y una Comisión Penal Juvenil, estima que debe haber una Comisión Contravencional.

Me pregunto: ¿Cuál es la población en condición de vulnerabilidad que está en este momento afectada para la creación de una Comisión Contravencional de Acceso a la Justicia? ¿A quién es que le vamos a dar acceso a la Justicia para esta población?

Ciertamente observo que hay una necesidad de intervención de todo lo que tiene que ver con la materia Contravencional, las contravenciones son delitos menores, con lo cual estimaría que siendo delitos menores, donde esto tiene que estar residenciado es en la Comisión de Penal, donde se le encargue específicamente que vea esta materia en particular, porque requiere alguna modificación, pero no crear una Comisión más con unos objetivos que todavía no sabemos cuáles son y que no tiene una población vulnerable identificada, caso contrario, debería de hacerse previamente un estudio para identificar cuál es esa población vulnerable que no esté contemplada en las personas menores o mayores de edad que cometen delitos o en la Comisión de Hacinamiento Carcelario.

Esto lo digo porque ha habido múltiples estudios en los cuales se refiere que tenemos tantas comisiones que es necesario que tengamos una restricción en cuanto a la comisión de las mismas, pero sobre todo por el cumplimiento de la comisión respecto a los objetivos estratégicos, tanto de la Comisión de Acceso a la Justicia como a los objetivos estratégicos del Poder Judicial.

Es por ello que quería plantear una reconsideración, en el sentido de que nos replantemos y votemos nuevamente si es necesario crear esta Comisión o bien que de previo se realice un estudio, analicemos cuáles son los objetivos generales y específicos que tendrá, se identifiquen las poblaciones y se proceda a identificar cuál es el mejor lugar donde esta Comisión va a estar ubicada, si es en adultos, juvenil o adultos y juvenil y además que se enlace estos objetivos tanto con los objetivos estratégicos de acceso a la Justicia de la Comisión General de Acceso a la Justicia, como de los objetivos estratégicos del Poder Judicial.

Dejo planteada la reconsideración en el sentido de que esto tiene que ser devuelto para que se haga este análisis y que posteriormente, una vez que tengamos este informe técnico, procedamos a identificar cuáles son estos objetivos y dónde tiene que estar esta Comisión Contravencional”.

Expresa la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Tenemos por presentada su reconsideración.  Vamos a traer a votación de manera separada el asunto con los antecedentes que se tengan y lo incluimos como un punto aparte para ser analizado por esta Corte.

Si no hay ninguna otra observación, el acta la tenemos por aprobada”. 

ENTRA EL MAGISTRADO JINESTA.

Se dispuso: Tener por presentada la reconsideración de la Magistrada Arias y resolverla en una próxima sesión…”
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          La máster Marta Iris Muñoz Cascante, Directora de la Defensa Pública, en oficio N° JEF-978-2016 del 13 de julio del 2016, solicitó: 
“… muy respetuosamente, la inclusión de un representante de la Defensa Pública dentro de la Comisión de Justicia Contravencional creada el día lunes 11 de julio del 2016 en sesión de Corte Plena.

La anterior solicitud se basa en que la propuesta para la creación de la Comisión fue iniciativa de la Defensa Pública y la institución brinda servicio en la materia contravencional, de modo que resulta conveniente tener representación para efectos de la mejora en la atención del servicio de las personas usuarias, especialmente aquellas en condiciones de vulnerabilidad.”
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El máster Carlos Andrés Aguilar Arrieta, Juez Coordinador  del Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Hatillo, en correo electrónico del 16 de junio del 2017, indicó:
“Hace un tiempo para acá un considerable número de jueces y juezas contravencionales hemos venido comentando la necesidad de contar con una comisión especial de jueces y juezas en esta materia, tal y como existen en otras jurisdicciones. Tengo entendido que en algún momento se quiso conformar una la cual por razones que desconozco no prosperó.

Al amparo del numeral 66 de la Ley Orgánica del Poder Judicial en el cual se indica la potestad de la Corte para nombrar comisiones permanentes, especiales y temporales, solicito se sirvan indicarme cuál es el paso a seguir para poder conformar esa Comisión Especial de la Jurisdicción Contravencional, ya que consideramos los juzgadores y juzgadoras de esta jurisdicción que es sumamente importante su existencia en una materia tan social como lo son las faltas y contravenciones. 

Considero que merecemos el mismo grado de importancia que las otras jurisdicciones que ya cuentan con sus respectivas Comisiones,  las cuales han venido a fortalecer la materia a la que pertenecen y  han fijado lineamientos que han venido a mejorar en demasía el servicio público que prestan.”
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La servidora Kattia Cordero Vargas, Secretaria Ejecutiva de la Sala Tercera, mediante correo electrónico recibido el 22 de junio del año en curso, y con instrucciones de la Magistrada Arias, remite comunicación electrónica del máster Aguilar Arrieta, en su expresado carácter, que literalmente dice:  
“… Tengo entendido que en algún momento se quiso conformar una e inclusive tengo entendido que se dio un acuerdo de Corte Plena donde la Magistrada Doris Arias interpuso en el año 2016 una moción para que previo a la aprobación de la Comisión se realizara un estudio de condiciones de vulnerabilidad que ameritaran la existencia de la misma.

En este momento la condición de vulnerabilidad ha cambiado mucho a raíz de la frecuencia con la que se da el Acoso Sexual Callejero el cual lo sufren cientos de mujeres cada día, razón por la cual hasta la Escuela Judicial se preocupó sobre el tema y nos capacitó a todos los jueces y juezas contravencionales del país en esa materia del acoso sexual callejero, por lo que es necesario poder conformar esa Comisión Especial de la Jurisdicción Contravencional, ya que consideramos los juzgadores y juzgadoras de esta jurisdicción que es sumamente importante su existencia en una materia tan social como lo son las faltas y contravenciones. 

[…]”
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Indica el Presidente, Magistrado Chinchilla: “Este tema es concerniente a una reconsideración de la magistrada Arias, y con una solicitud de la Defensa Pública para incluirla dentro de la Comisión de Acceso a la Justicia para la materia Contravencional. 
Magistrada Arias me parece que usted tenía algo con respecto a la indicación de la conveniencia o no de esa Comisión”.
Manifiesta la Magistrada Arias: “En atención a esto, había expuesto en la presentación de la reconsideración, con mucho respecto para quienes habían planteado la creación de una Subcomisión de Acceso a la Justicia en el tema Contravencional, era importante que se definieran algunos temas, los cuales no han sido definidos y no podrán definirse. Lo que es importante señalar es que aquí no hay una población en condición de vulnerabilidad.
La idea de la existencia de Comisiones o Subcomisiones ligadas al Acceso a la Justicia, relacionadas con poblaciones en vulnerabilidad es el establecimiento o la identificación de una población que pudiese estar en condición de vulnerabilidad. Además señalaba que para todas estas Comisiones se ha realizado previo a esto, una política pública de Acceso a la Justicia de esa población en condición de vulnerabilidad.
	Lo que me parece que está ocurriendo en este caso es una falencia, que es muy válida y que es necesaria atender, y es que toda la parte de la materia Contravencional ha quedado con un rezago importante y eso tiene que salir adelante, tenemos que tomar atención de esto y creo que es a través de la Comisión de la Jurisdicción Penal que nosotros podemos tomar este rezago. 
En la Comisión de la Jurisdicción Penal vemos toda la materia Penal en forma integral, no solamente lo relacionado con una población específica, sino todo lo que tenga que ver con la organización y funcionamiento de la Jurisdicción Penal.
	La materia Contravencional es precisamente una de las materias que nos tocaría ver. Estamos planteando incluso un informe de la Comisión de la Jurisdicción Penal donde así lo hacemos ver, donde señalamos que la esta materia también es de conocimiento de la Comisión de la Jurisdicción Penal.
	Mi propuesta sería que no se conforme esa Comisión; que la Comisión de la Jurisdicción Penal que integra a la Defensa Pública, al Ministerio Público, al Organismo de Investigación Judicial, a la Sección Administrativa de la Carrera Judicial y a la Judicatura, asuma esto como un trabajo prioritario, y sí me parece que este es un tema que tenemos que trabajar dentro de la Comisión de la Jurisdicción Penal como prioritario. 
En ese sentido quisiera instar para que se votara en que no se cree la Comisión de Acceso a la Justicia en materia Contravencional, sino que esos temas sean tomados por parte de la Comisión de la Jurisdicción Penal”.
Agrega el Presidente, Magistrado Chinchilla: “Cuando estuve como Presidente de la Sala de Casación Penal, que ahora la presidencia la ha asumido la magistrada Arias, también asume uno la presidencia de la Comisión de la Jurisdicción Penal, que la magistrada Arias ahora la tiene también.
En esos cuatro años que estuve como Presidente recuerdo que gran cantidad de consultas que nos llegaban a nosotros eran de juzgados contravencionales, nunca se han excluido en realidad del ámbito de la Comisión de la Jurisdicción Penal, por lo tanto me parece que más bien habría que mantener el acercamiento con ellos y creo que la posición que asume la magistrada Arias es la más recomendable en este caso, porque estaríamos multiplicando Comisiones que no tienen gran sentido porque eso lo podemos desarrollar dentro de una Comisión más robusta, que es la Jurisdicción Penal.
Así es que me parece que la opción que presenta la magistrada Arias es la adecuada, para que se conozca cualquier asunto que pueda ser importante para la materia Contravencional dentro de la Comisión de la Jurisdicción Penal, y también la aplicación de la Justicia Restaurativa, de alguna forma, si es posible y según se pueda identificar dentro del Programa que desarrolla la magistrada Arias”. 
Añade la Magistrada Arias: “El máster Carlos Andrés Aguilar Arrieta, Juez Coordinador  del Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Hatillo, nos manda una nota, que reenvié a la Corte, donde él, también como Juez Contravencional se muestra muy interesado en que nosotros trabajemos el tema de la Justicia Contravencional.
Nada más quisiera agregar a lo que señaló el señor Presidente, magistrado Chinchilla, que efectivamente la materia Contravencional juega un papel importantísimo dentro del tema de la seguridad ciudadana. Si sabemos que los conflictos siempre inician con aquellas pequeñas cosas que causan divergencias dentro de la sociedad, como puede ser un problema vecinal, pequeños problemas, y finalmente estos problemitas van en escalada en la violencia.
Entonces es muy importante que ahí logremos trabajar, como bien lo ha señalado el señor Presidente, magistrado Chinchilla, en Justicia Restaurativa; de hecho hay un proyecto presentado por el Consejo Superior, que va a ser ejecutado probablemente entre los meses de agosto, setiembre y octubre, con la idea de que pudiéramos trabajar con estos jueces y juezas.
Después quisiera rendir un informe a esta Corte, cuando lo hayamos realizado, en el sentido de valorar la pertinencia de modificar algunos aspectos del proceso contravencional. Ese proceso no tiene al Ministerio Público, solamente tiene, en algunos casos, defensor o defensora; y hay algunos casos emblemáticos, recién la semana pasada tuvimos un tema de acoso sexual en espacios públicos, denominado “acoso callejero”, el cual ha generado en redes sociales una gran cantidad de manifestaciones. 
Me he servido el día de hoy manifestar en el Instituto Nacional de la Mujer (INAMU) que este caso fue atendido conforme a la legislación vigente, es decir, lo que corresponde frente a la utilización de palabras soeces, es precisamente, la aplicación de la Justicia Contravencional, es decir, la aplicación de una pena de multa, que al final es una sanción. 
Que lo sanción no les parezca a algunas personas como una pena proporcional sino desproporcional, etcétera, pero eso es lo que tenemos.  Hay que hacer una modificación del texto legal, corresponde a la Asamblea Legislativa, pero desde la Comisión de Género atenderemos algo.
También es importante que cuando las víctimas llegan a la Justicia Contravencional no tengan quién las atienda, por ejemplo, en este caso se resolvió con una multa, no se hizo mayor audiencia, sino que molestó muchísimo a la víctima el que solo se fijara la multa y que no se le explicara a ella, como víctima, que también tiene Derecho a ser reparada. 
Esta es la parte que tenemos que trabajar con Justicia Restaurativa, la reparación de daños, porque resulta ser que no basta con que le impongan a una persona unos días de multa, sino que es necesario trabajar con ella en la reparación de los daños.
Para esta víctima, en el caso particular, tuvo implicaciones muy grandes, no me voy a referir al caso en concreto, pero lo importante es que tiene que haber un trabajo adicional con la víctima, de explicarle y decirle que tenemos, incluso, hasta posibilidades de abordaje en la Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito del Ministerio Público; sin embargo, esto no está pasando y me comprometo, en esta Corte, a presentar próximamente las modificaciones que vamos a tener que realizar en materia Contravencional”.
Dice el Presidente, Magistrado Chinchilla: “Les parece que tomemos el acuerdo en el sentido de que la materia Contravencional forma parte de la Comisión de la Jurisdicción Penal y por lo tanto, todos estos asuntos son y serán atendidos, como siempre se ha hecho, en la Comisión de la Jurisdicción Penal.
Lo reafirmamos de esta manera y lo acordamos de esa forma, por lo tanto no es necesario hacer una Comisión independiente en materia Contravencional”. 
Sin objeción de los señores magistrados y señoras magistradas presentes, se acordó: 1.) Acoger la reconsideración de la magistrada Arias y por la razones expuestas, dejar sin efecto el acuerdo adoptado por esta Corte en sesión N° 23-16 celebrada el 11 de julio del 2016, artículo XXVI, referente a la creación de una Comisión de Acceso a la Justicia para la materia Contravencional. 2.) En razón de lo anterior y en vista de que la Defensa Pública se encuentra integrada dentro de la Comisión de la Jurisdicción Penal, la cual conoce y continuará conociendo los asuntos correspondientes a la materia Contravencional, denegar la solicitud planteada por la máster Marta Iris Muñoz Cascante, Directora de la Defensa Pública, en oficio N° JEF-978-2016. 3.) Tener por conocidas las manifestaciones de la magistrada Arias referentes a las modificaciones que se pretenden realizar en el proceso contravencional y sobre la aplicación del Programa de Justicia Restaurativa en esa materia. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento del máster Carlos Andrés Aguilar Arrieta, Juez Coordinador  del Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Hatillo.
ARTÍCULO XVIII
 Documento 12342-15, 2174, 3436, 3532, 3597, 3851-2017
En sesión N° 6-17 celebrada el 20 de marzo del año en curso, artículo I, al momento de someterse a consideración la aprobación del acta de la sesión N° 5-17 del 6 de ese mismo mes, la Magistrada Arias presentó recurso de reconsideración contra el artículo XXXII de la verificada Nº 5-17, que de seguido se transcribe: 
“[…]

Documento 2174-2017

El Consejo Superior en sesión N° 106-16 celebrada el 22 de noviembre del 2016, artículo LXX, tomó el acuerdo que literalmente dice:

“El Magistrado Carlos Chinchilla Sandi, Coordinador de la Comisión de la Jurisdicción Penal, mediante oficio N° CPJ080-16 de 8 de noviembre de 2016, remitió la siguiente gestión:

“En relación con su oficio número 6484-16 enviado el pasado 23 de junio del presente año, le comunico que según nos informó la Magistrada Doris Arias Madrigal, quien es integrante de esta Comisión y presidenta de la Comisión Nacional de Flagrancias, era conveniente posponer el pronunciamiento sobre las recomendaciones que la Secretaría Técnica de Género presentó al Consejo Superior en el escrito número 0083-STG-2016. 

La Comisión analizó la situación planteada y se estimó que el asunto sobre el que se nos pedía criterio afectaba directamente la organización y el funcionamiento de los Tribunales de Flagrancia, por lo que ciertamente devenía indispensable el contar con el criterio de la Comisión Flagrancias antes de referirse a las recomendaciones de la Secretaría Técnica de Género. 

En razón de lo anterior se acordó comunicar al Consejo Superior que la Comisión de la Jurisdicción Penal esperará que a que la Comisión Nacional de Flagrancias se pronuncie sobre los aspectos consultados y posteriormente se emitirá el criterio que se nos ha solicitado.”
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En sesión N° 18-16 del 25 de febrero de 2016, artículo XCI, se tuvieron por rendidos los informes de la Secretaría Técnica de Género, la Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar, el Departamento de Trabajo Social y de la Defensa Pública y se tomó nota del oficio VIO-033-2016 del Instituto Nacional de las Mujeres (INAMU), además se trasladaron a la Comisión de Justicia Restaurativa para su respectiva valoración, en especial el emitido por el Instituto Nacional de las Mujeres, con el fin de que remitiera a este Consejo lo que a bien estimara indicar al respecto. 

Posteriormente, en sesión Nº 55-16 celebrada el 2 de junio del año 2016, artículo LXIII, se conoció el oficio N° 83-STG-2016 del 26 de mayo de 2016, suscrito por la licenciada Jeannette Arias Meza, Jefa de la Secretaría Técnica de Género, mediante el cual hizo de conocimiento el acta N° 4 del 11 de mayo de 2016, de la Comisión de Género en que se conocieron las recomendaciones de la citada Secretaría sobre los altos niveles de desestimaciones y sobreseimientos definitivos dictados en la aplicación de la Ley de Penalización de la Violencia contra las Mujeres, en lo sucesivo LPVCM, y en lo conducente, previamente a resolver lo que correspondiera, se remitieron las recomendaciones a la Comisión de la Jurisdicción Penal, a la Comisión Nacional de Flagrancias, al Ministerio Público, al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y a la Comisión Permanente para el seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar, para que en el plazo de ocho días contados a partir de la comunicación de ese acuerdo, se pronunciaran al respecto. 

Seguidamente, en sesión N° 62-16 del 28 de junio de 2016, artículo XCV, se conoció el oficio N° 66-PJR-2016 del 17 de junio del 2016 suscrito por la Magistrada Doris Arias Madrigal, en condición de Coordinadora del Programa de Justicia Restaurativa. Por lo anterior, se trasladó el Protocolo de Actuaciones de casos remitidos al Programa de Justicia Restaurativa en materia de Violencia de Género: Delitos Sexuales, Violencia Doméstica e Intrafamiliar, al licenciado Luis Abner Salas Muñoz, Asesor del Consejo Superior para su respectiva revisión.

Asimismo, en sesión N° 81-16 celebrada el 30 de agosto de 2016, artículo XCI, se dispuso trasladar la gestión de la Magistrada Doris María Arias Madrigal a conocimiento del licenciado Luis Abner Salas Muñoz, Asesor del Consejo Superior, para que se valorará de forma conjunta a la revisión del Protocolo de Actuaciones que le fue solicitado en el acuerdo anterior.

Luego, en sesión N° 88-16 celebrada el 30 de agosto del 2016, artículo LXXIV, en lo que interesa, se aprobaron las “Recomendaciones para una efectiva aplicación de la Ley de Penalización de la Violencia Contra las Mujeres” remitidas por la Comisión de Género y el plan de trabajo remitido por la Secretaría Técnica de Género.

Finalmente, en sesión N° 91-16 del 4 de octubre de 2016, artículo LXXIX, se conoció el oficio N° 111-PJR-16 del 26 de setiembre de 2016, mediante el cual la magistrada Doris Arias Madrigal, en carácter de Directora del Programa de Justicia Restaurativa, mediante la cual solicita se le permita integrar en su condición de Directora del Programa de Justicia Restaurativa y como Magistrada de Corte Suprema de Justicia la Comisión que se aprobará para implementar las acciones la sesión N° 55-16 celebrada el 2 de junio del 2016.

En esa oportunidad, se dispuso comunicar a la magistrada Doris Arias Madrigal, que la integración de un Magistrado o Magistrada a una Comisión es competencia de la Corte Plena, por lo que si a bien lo tenía podía dirigir su gestión a dicha instancia. Así mismo. Se dispuso, hacer ese acuerdo de conocimiento de la Comisión Permanente para el seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar, para que se refiriera a lo indicado por la Magistrada Arias.

Se acordó: Tomar nota de la comunicación del Magistrado Carlos Chinchilla Sandí, Coordinador de la Comisión de la Jurisdicción Penal y trasladar la gestión a la Comisión de Flagrancia para que se pronuncie al respecto.”
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La Magistrada Arias, en su condición de Coordinadora de la Comisión Nacional de Flagrancias, en nota de 24 de febrero recién pasado, expresó:

“En sesión N° 01-2017 de la Comisión Nacional de Flagrancias, celebrada el día 16 de Febrero de 2017, acuerdo N°7: Se conoció el oficio 12720-16 de la Secretaría General de Corte, referente a lo dispuesto en la sesión N° 88-16 celebrada el 30 de agosto del 2016, artículo LXXIV, donde se aprobaron las “Recomendaciones para una efectiva aplicación de la Ley de Penalización de la Violencia Contra las Mujeres”. 

La Comisión Nacional de Flagrancias con abstención de la Magistrada Doris Arias Madrigal, solicita a la Corte Suprema de Justicia, valorar la posibilidad de integrar el proyecto de Justicia Restaurativa en materia de violencia de género, al considerar que los postulados de dicho programa permiten un abordaje integral de la problemática y los procesos de flagrancias pueden resultar igualmente oportunos para brindar una adecuada respuesta por parte de la Administración de Justicia.”
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Se dispuso: Previamente a resolver lo que corresponda, solicitar criterio en el plazo de diez días siguientes a la comunicación de este acuerdo, a la Secretaría Técnica Género, a la Fiscalía Adjunta Especializada en Asuntos de Género y a la Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar, sobre la solicitud de la Comisión de Flagrancias. Se declara acuerdo firme.”
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Expresa la Magistrada Arias: “He presentado por escrito a la licenciada Silvia Navarro Romanini, Secretaria General de la Corte, un documento en donde me permito solicitar una reconsideración del acuerdo adoptado en la sesión N° 05-2017, artículo XXXII, que se conoció en las propuestas y que lamentablemente, como esos temas están al inicio de la Corte, no pude estar al comienzo de esa sesión. 

En la citada sesión, se dispuso que previamente a resolver lo que corresponda se debe solicitar criterio en el plazo de 10 días a partir de la comunicación del acuerdo, a la Secretaría Técnica de Género, a la Fiscalía Adjunta Especializada en Asuntos de Género y a la Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar, un análisis sobre la solicitud que hace la Comisión de Flagrancias.

En ese sentido, pese a que es un acuerdo firme, quiero que procediéramos a la revisión del mismo, en razón de que no se contó con suficientes elementos para la toma de ese acuerdo firme, en atención de que quizás no se analizó cuál es el sentido de esa solicitud a la Corte Plena.

La Comisión de Flagrancias, de la cual soy Coordinadora en este momento, pero sin mi participación, a los efectos de no influir en la Comisión sino que la Comisión en pleno tomara una decisión, está solicitando que se valore la posibilidad de integrar el proyecto de Justicia Restaurativa en materia de Violencia de Género a una Comisión que está haciendo un análisis sobre la Ley de Penalización de Violencia Contra las Mujeres y que viene a trabajar junto con la Secretaría de Género un tema que también desde el plano de la Justicia Restaurativa hemos venido trabajando, y es precisamente la gran impunidad que existe en la Ley de Penalización de la Violencia de Género.

En el documento que me serví remitirle a la Secretaria General de la Corte, saqué los datos estadísticos que se viene planteando en el tema de la Violencia de Género, los cuales señalan: Solo en el año 2014 de la cantidad de asuntos ingresados, se desestimó el 85% de los asuntos de la Ley de Violencia Contra la Mujer. En cuanto a los sobreseimientos definitivos, de un total de 12200 entradas que tuvimos, se sobreseyeron el 8,4%. Entre los asuntos desestimados y los asuntos sobreseídos finalmente tenemos que esta ley tiene un 93,9% de asuntos desestimados. Es decir, de impunidad. 

¿Por qué hablamos de impunidad en este caso? Porque si bien es cierto hay una actuación del Poder Judicial en términos de recepción de la denuncia y de comenzar todo el trámite, lo cierto es que tan solo en un 6,1% nosotros estamos procesando los casos finalmente.

Ligado al tema de la Violencia contra la Mujer, está sin duda alguna el ciclo de la Violencia contra la Mujer, pues en algunas ocasiones tenemos unas fases de crisis, que es cuando las mujeres ponen la denuncia y nos lleva también a tener unas fases que se conocen como “luna de miel”, que es cuando las mujeres quitan las denuncias en materia Penal. Estamos hablando en este caso de la materia Penal estrictamente, no de lo que tiene que ver con la atención de la Violencia de Género en el caso de la Jurisdicción Especializada.

Análisis que se han hecho por parte de especialistas internacionales, nos han llevado a concluir, conjuntamente con Eugenia Larrauri, que debe existir algo más que está permeando este asunto, y lo que está sucediendo a la base es que el Derecho Penal no soluciona el conflicto de la Ley de Penalización de la Violencia Contra la Mujer, aunque, quiero decirles y adelantarles, que sin duda alguna la penalización tiene que existir, porque  a nuestras mujeres también las están matando y frente a eso nosotros tenemos que responder con la máxima posibilidad de protección de bienes jurídicos fundamentales, que en este caso es la Ley de Penalización de la Violencia Contra la Mujer. También, tenemos que ser eficientes, ese es un mandato que nos da la Ley y nuestro Plan Estratégico Institucional donde hablamos de eficiencia, de calidad, de prontitud, etcétera.

Frente a los estudios que se han hecho con respecto a esta ley, nos encontramos este panorama y para eso presentamos un Protocolo de atención de la Ley de Penalización de la Violencia Contra la Mujer acompañando lo que ya también ha hecho el Ministerio Público, que emitió una directriz o una Política Nacional de Persecución en la que autorizó ciertos delitos que podrían ir a Justicia Restaurativa.

¿Cuál es la ventaja de que esto se atienda por Justicia Restaurativa? La ventaja es que se atiende el conflicto en forma integral y entonces se valoran las necesidades de las partes, tanto de las víctimas, sujeto principal dentro de la Violencia de Género y también, sujeto principal para la Justicia Restaurativa, las necesidades de las víctimas, de los imputados y de la sociedad, en este caso “la sociedad” son las familias, pero también puede haber otros involucrados o terceras personas que pudiesen salir relacionadas.

Frente al “Protocolo de Actuaciones de casos remitidos al Programa de Justicia Restaurativa en materia de Violencia de Género: Delitos Sexuales, Violencia Doméstica e Intrafamiliar y sus anexos” que se presentó en el 2015, previa construcción por todos los interesados en este asunto dentro del Poder Judicial, y fue así como el Protocolo se construyó por la Defensa Pública, el Ministerio Público, el Departamento de Trabajo Social y Psicología, la Secretaría Técnica de Género, la Oficina de Atención a Víctimas y Testigos, etcétera, fue un protocolo totalmente consensuado. No obstante este consenso, cuando el asunto llega al Consejo Superior, lo valora y recibe lo que consideró algunas falencias en cuanto a la construcción del protocolo y le da parte al Instituto Nacional de las Mujeres (INAMU) y a la Comisión Permanente para el Seguimiento de Atención de la Violencia Intrafamiliar que es una Comisión del Poder Judicial.

Ante este panorama, todos los interesados, excepto el INAMU, dan su aval al programa, algunos de ellos con unas recomendaciones de mejora, la cuales se introducen para que esto pueda finalmente salir. 

A partir de esto, se conversó también con el Instituto Nacional de las Mujeres (INAMU), concretamente con doña Alejandra Mora Mora, con ella tuvimos dos versiones, una fue la que nos envían en la nota del INAMU donde la Coordinación del Área de Violencia de Género manifiesta su disconformidad con el fondo del protocolo por considerar que limita la protección de los derechos de las víctimas e incumple los compromisos adquiridos por el Estado costarricense. Sin embargo, como lo señalé, tratamos de todas formas de coordinar para que este proyecto pudiese pasar.

Después de todo este ir y venir, finalmente el Consejo Superior avala y recomienda el “Protocolo de Actuaciones de casos remitidos al Programa de Justicia Restaurativa en materia de Violencia de Género: Delitos Sexuales, Violencia Doméstica e Intrafamiliar y sus anexos” y dispone que se realice una circular.

Volvemos al inicio de lo que nos trae a la Corte Plena, y es que en la sesión que estoy pidiendo reconsiderar, se vuelve a disponer nuevamente, que se consulte a la Secretaría Técnica de Género, a la Comisión Permanente de Seguimiento de Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar y a la Fiscalía Adjunta Especializada en Asuntos de Género, cuando ya nosotros hemos hecho ese pasar por ahí, lo hemos realizado muchas veces, no se le tiene miedo ni mucho menos a tener que volver a pasar en esto, pero lo que pasa es que como se los dije anteriormente, tenemos unas dificultades en cuanto a la atención que se está proporcionando, y lo que la Comisión de Flagrancias está solicitando es que el Programa de Justicia Restaurativa está integrado en esa Comisión que finalmente se acaba de crear; -que es otra Comisión que no pasó por Corte Plena sino que se generó en el Consejo Superior-  se le dé vista al Programa de Justicia Restaurativa que me permito coordinar. 

En razón de anterior, lo que quiero solicitarle a la Corte es que en vista que ya están estas recomendaciones señaladas, pues se omita pedirlas  y se pase directamente a la integración de la suscrita en la Comisión en representación del Programa de Justicia Restaurativa y que comencemos ya de una buena vez a trabajar todos juntos, no como espacios que no interactúan conjuntamente sino como espacios que actúan conjuntamente con una visión y un norte que es la integración y la solución de los problemas que viene dando hasta ahora esta Ley de Penalización de la Violencia Contra la Mujer”.

La nota de la Magistrada Arias, recibida mediante correo electrónico el 20 de marzo en curso, literalmente dice:

“Me permiso solicitar reconsideración del acuerdo de Corte Plena  5-2017 del 6 de marzo 2017, artículo XXXII, por el que  Se dispuso: Previamente a resolver lo que corresponda, solicitar criterio en el plazo de diez días siguientes a la comunicación de este acuerdo, a la Secretaría Técnica Género, a la Fiscalía Adjunta Especializada en Asuntos de Género y a la Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar, sobre la solicitud de la Comisión de Flagrancias. Se declara acuerdo firme.

La Magistrada Arias, en su condición de Coordinadora de la Comisión Nacional de Flagrancias, en nota de 24 de febrero recién pasado, expresó:

“En sesión N° 01-2017 de la Comisión Nacional de Flagrancias, celebrada el día 16 de Febrero de 2017, acuerdo N°7: Se conoció el oficio 12720-16 de la Secretaría General de Corte, referente a lo dispuesto en la sesión N° 88-16 celebrada el 30 de agosto del 2016, artículo LXXIV, donde se aprobaron las “Recomendaciones para una efectiva aplicación de la Ley de Penalización de la Violencia Contra las Mujeres”. 

La Comisión Nacional de Flagrancias con abstención de la Magistrada Doris Arias Madrigal, solicita a la Corte Suprema de Justicia, valorar la posibilidad de integrar el proyecto de Justicia Restaurativa en materia de violencia de género, al considerar que los postulados de dicho programa permiten un abordaje integral de la problemática y los procesos de flagrancias pueden resultar igualmente oportunos para brindar una adecuada respuesta por parte de la Administración de Justicia.”
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A fin de que se cuente con los insumos necesarios, remito a la Señora Secretaria lo antecedentes de este asunto:  

Estadísticas en Ley de penalización de Violencia contra la Mujer:
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	Estadísticas Ley de Penalización de la Violencia contra la Mujer
	
	
	
	
	

	Delitos, Año 2014
	
	
	
	
	

	Año
	2010
	2011
	2012
	2013
	2014

	TOTAL INGRESADO
	12510
	17448
	20851
	20349
	19286



Mediante oficio número 172-PJR-15, del 5 de octubre de 2015, la Magistrada Doris Arias Madrigal, Coordinadora del Programa de Justicia Restaurativa puso en conocimiento del Consejo Superior el Protocolo de Actuaciones de casos remitidos al Programa de Justicia Restaurativa en materia de Violencia de Género: Delitos Sexuales, Violencia Doméstica e Intrafamiliar, para que se autorizara su implementación.  Este documento fue construido es decir creado conjuntamente por el programa de Justicia Restaurativa, la Fiscalía General, la Fiscalía de delitos sexuales, la Defensa Publica, la Oficina de Protección a Víctimas y Testigos, los equipos de trabajo social y psicología y la secretaría técnica de género. 

En sesión número 91-15, del 13 de octubre de 2015, artículo LXXXVII, el Consejo Superior dispuso remitir ese protocolo al Consejo de la Judicatura, la Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar, la Fiscalía General de la República, la Defensa Pública, la Dirección de Tecnología de la Información y el Departamento de Trabajo Social y Psicología, para que confirmaran el consenso respectivo en el plazo de 15 días hábiles después de recibida la comunicación del acuerdo.

Entidades que rindieron sus informes positivos y con observaciones, las cuales se atendieron, con excepción del INAMU que refirió:  “en nota número VIO-033, la Coordinación del Área de Violencia de Género del Instituto Nacional de las Mujeres (INAMU), manifestó su disconformidad con el fondo del protocolo, por considerar que limita la protección de los derechos de las víctimas e incumple los compromisos adquiridos por el Estado Costarricense al ratificar las convenciones internacionales que regulan la materia”.

Posteriormente y luego de intensas discusiones el seno del Consejo Superior se aprueba el citado protocolo. Que llevó las siguientes consultas adicionales, siendo así el protocolo más consultado a fin de acabar con la impunidad reinante en la aplicación penal de la justicia de género. Estas consultas fueron las siguientes: 

“En ese momento, previamente a resolver lo que correspondiera, se acordó trasladar el Protocolo de Actuaciones de casos remitidos al Programa de Justicia Restaurativa en materia de Violencia de Género: Delitos Sexuales, Violencia Doméstica e Intrafamiliar, al licenciado Luis Abner Salas Muñoz, Asesor del Consejo Superior para su respectiva revisión.

Finalmente, en sesión N° 81-16 del 30 de agosto de 2016, artículo XCI, se conoció el oficio N° 090-PJR-16 del 19 de agosto del 2016, mediante el cual la magistrada Doris María Arias Madrigal, en carácter de Directora del Programa de Justicia Restaurativa, hizo de conocimiento de este Consejo algunas mejoras al citado Protocolo.

En esa oportunidad, se dispuso trasladar la gestión anterior a conocimiento del licenciado Luis Abner Salas Muñoz, en su citado carácter, para que fuera valorado de forma conjunta a la revisión del Protocolo de Actuaciones y remitiera el informe a la brevedad.

Se acordó: 1) Tomar nota del informe rendido por el licenciado Luis Salas Muñoz, Asesor Legal interino del Consejo Superior y aprobar el “Protocolo de Actuaciones de casos remitidos al Programa de Justicia Restaurativa en materia de Violencia de Género: Delitos Sexuales, Violencia Doméstica e Intrafamiliar y sus anexos.”  2) La Secretaría General de la Corte en coordinación con el Programa de Justicia Restaurativa, procederán a la confección de la circular que se comunicará a las oficinas judiciales y servidores judicial, sobre el contenido del citado protocolo.”
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MIENTRAS SE HALLABA EN EL USO DE LA PALABRA LA MAGISTRADA ARIAS, ENTRARON LOS MAGISTRADOS CHINCHILLA, JINESTA Y CRUZ.  

Señala la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Vamos a dejar por presentada su revisión, y el documento lo circula para ser conocido en la próxima sesión.

¿Hay alguna observación?”.

Sin objeción alguna, se acordó: Tener por presentada la reconsideración de la magistrada Arias y resolver lo que corresponda en una próxima sesión.”
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En atención a lo dispuesto en sesión N° 05-17 del 6 de marzo del presente año, artículo XXXII, se recibieron los siguientes criterios concernientes a la solicitud de la Comisión de Flagrancias de integrar el proyecto de Justicia Restaurativa en materia de Violencia de Género: 
La máster María Elena Gómez Cortés, en su carácter de Coordinadora de la Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar del Poder Judicial, en oficio N° 18-CVI-2017 de 17 de marzo del año en curso, expresó:
 “La Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar del Poder Judicial, en sesión N° 2-2017, celebrada el 13 de marzo del presente año, punto N°13, conoció el oficio N° 2570-17 de 7 de marzo  2017,  que transcribe acuerdo del Consejo Superior (sic), de la sesión N° 5-17 celebrada el 6 de marzo del año en curso, artículo XXXII, que dice: 

“El Consejo Superior en sesión N° 106-16 celebrada el 22 de noviembre del 2016, artículo LXX, tomó el acuerdo que literalmente dice:

“El Magistrado Carlos Chinchilla Sandi, Coordinador de la Comisión de la Jurisdicción Penal, mediante oficio N° CPJ080-16 de 8 de noviembre de 2016, remitió la siguiente gestión:

“En relación con su oficio número 6484-16 enviado el pasado 23 de junio del presente año, le comunico que según nos informó la Magistrada Doris Arias Madrigal, quien es integrante de esta Comisión y presidenta de la Comisión Nacional de Flagrancias, era conveniente posponer el pronunciamiento sobre las recomendaciones que la Secretaría Técnica de Género presentó al Consejo Superior en el escrito número 0083-STG-2016. 

La Comisión analizó la situación planteada y se estimó que el asunto sobre el que se nos pedía criterio afectaba directamente la organización y el funcionamiento de los Tribunales de Flagrancia, por lo que ciertamente devenía indispensable el contar con el criterio de la Comisión Flagrancias antes de referirse a las recomendaciones de la Secretaría Técnica de Género. 

En razón de lo anterior se acordó comunicar al Consejo Superior que la Comisión de la Jurisdicción Penal esperará que a que la Comisión Nacional de Flagrancias se pronuncie sobre los aspectos consultados y posteriormente se emitirá el criterio que se nos ha solicitado.”
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En sesión N° 18-16 del 25 de febrero de 2016, artículo XCI, se tuvieron por rendidos los informes de la Secretaría Técnica de Género, la Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar, el Departamento de Trabajo Social y de la Defensa Pública y se tomó nota del oficio VIO-033-2016 del Instituto Nacional de las Mujeres (INAMU), además se trasladaron a la Comisión de Justicia Restaurativa para su respectiva valoración, en especial el emitido por el Instituto Nacional de las Mujeres, con el fin de que remitiera a este Consejo lo que a bien estimara indicar al respecto. 

Posteriormente, en sesión Nº 55-16 celebrada el 2 de junio del año 2016, artículo LXIII, se conoció el oficio N° 83-STG-2016 del 26 de mayo de 2016, suscrito por la licenciada Jeannette Arias Meza, Jefa de la Secretaría Técnica de Género, mediante el cual hizo de conocimiento el acta N° 4 del 11 de mayo de 2016, de la Comisión de Género en que se conocieron las recomendaciones de la citada Secretaría sobre los altos niveles de desestimaciones y sobreseimientos definitivos dictados en la aplicación de la Ley de Penalización de la Violencia contra las Mujeres, en lo sucesivo LPVCM, y en lo conducente, previamente a resolver lo que correspondiera, se remitieron las recomendaciones a la Comisión de la Jurisdicción Penal, a la Comisión Nacional de Flagrancias, al Ministerio Público, al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y a la Comisión Permanente para el seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar, para que en el plazo de ocho días contados a partir de la comunicación de ese acuerdo, se pronunciaran al respecto. 

Seguidamente, en sesión N° 62-16 del 28 de junio de 2016, artículo XCV, se conoció el oficio N° 66-PJR-2016 del 17 de junio del 2016 suscrito por la Magistrada Doris Arias Madrigal, en condición de Coordinadora del Programa de Justicia Restaurativa. Por lo anterior, se trasladó el Protocolo de Actuaciones de casos remitidos al Programa de Justicia Restaurativa en materia de Violencia de Género: Delitos Sexuales, Violencia Doméstica e Intrafamiliar, al licenciado Luis Abner Salas Muñoz, Asesor del Consejo Superior para su respectiva revisión.

Asimismo, en sesión N° 81-16 celebrada el 30 de agosto de 2016, artículo XCI, se dispuso trasladar la gestión de la Magistrada Doris María Arias Madrigal a conocimiento del licenciado Luis Abner Salas Muñoz, Asesor del Consejo Superior, para que se valorará de forma conjunta a la revisión del Protocolo de Actuaciones que le fue solicitado en el acuerdo anterior.

Luego, en sesión N° 88-16 celebrada el 30 de agosto del 2016, artículo LXXIV, en lo que interesa, se aprobaron las “Recomendaciones para una efectiva aplicación de la Ley de Penalización de la Violencia Contra las Mujeres” remitidas por la Comisión de Género y el plan de trabajo remitido por la Secretaría Técnica de Género.

Finalmente, en sesión N° 91-16 del 4 de octubre de 2016, artículo LXXIX, se conoció el oficio N° 111-PJR-16 del 26 de setiembre de 2016, mediante el cual la magistrada Doris Arias Madrigal, en carácter de Directora del Programa de Justicia Restaurativa, mediante la cual solicita se le permita integrar en su condición de Directora del Programa de Justicia Restaurativa y como Magistrada de Corte Suprema de Justicia la Comisión que se aprobará para implementar las acciones la sesión N° 55-16 celebrada el 2 de junio del 2016.

En esa oportunidad, se dispuso comunicar a la magistrada Doris Arias Madrigal, que la integración de un Magistrado o Magistrada a una Comisión es competencia de la Corte Plena, por lo que si a bien lo tenía podía dirigir su gestión a dicha instancia. Así mismo. Se dispuso, hacer ese acuerdo de conocimiento de la Comisión Permanente para el seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar, para que se refiriera a lo indicado por la Magistrada Arias.

Se acordó: Tomar nota de la comunicación del Magistrado Carlos Chinchilla Sandí, Coordinador de la Comisión de la Jurisdicción Penal y trasladar la gestión a la Comisión de Flagrancia para que se pronuncie al respecto.”
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La Magistrada Arias, en su condición de Coordinadora de la Comisión Nacional de Flagrancias, en nota de 24 de febrero recién pasado, expresó:

“En sesión N° 01-2017 de la Comisión Nacional de Flagrancias, celebrada el día 16 de Febrero de 2017, acuerdo N°7: Se conoció el oficio 12720-16 de la Secretaría General de Corte, referente a lo dispuesto en la sesión N° 88-16 celebrada el 30 de agosto del 2016, artículo LXXIV, donde se aprobaron las “Recomendaciones para una efectiva aplicación de la Ley de Penalización de la Violencia Contra las Mujeres”. 

La Comisión Nacional de Flagrancias con abstención de la Magistrada Doris Arias Madrigal, solicita a la Corte Suprema de Justicia, valorar la posibilidad de integrar el proyecto de Justicia Restaurativa en materia de violencia de género, al considerar que los postulados de dicho programa permiten un abordaje integral de la problemática y los procesos de flagrancias pueden resultar igualmente oportunos para brindar una adecuada respuesta por parte de la Administración de Justicia.”
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Se dispuso: Previamente a resolver lo que corresponda, solicitar criterio en el plazo de diez días siguientes a la comunicación de este acuerdo, a la Secretaría Técnica Género, a la Fiscalía Adjunta Especializada en Asuntos de Género y a la Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar, sobre la solicitud de la Comisión de Flagrancias. Se declara acuerdo firme.”
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Esta Comisión en sesión N° 9-2016 celebrada el 7 de noviembre de 2016, en el punto 9) conoció lo siguiente: 

“Oficio N° 10859-16 de 19 de octubre de 2016, que transcribe acuerdo del Consejo Superior, sesión N° 91-16, artíc8ulo LXXIX, que dice: 

“La Magistrada Doris Arias Madrigal, en carácter de Directora del Programa de Justicia Restaurativa, mediante oficio N° 111-PJR-16 del 26 de setiembre de 2016, remitió la siguiente gestión:

“En acatamiento al acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión No 55-16 celebrada el 2 de junio del 2016, artículo LXIII manifiesto lo siguiente: 

En mi calidad de integrante de la Comisión Nacional de Flagrancias y como Directora de Programa de Justicia Restaurativa en materia penal y penal juvenil, desde el año 2014 tuve conocimiento de estas cifras reveladoras sobre el alto índice de desestimación y sobreseimiento definitivos dictados en esta materia de Penalización de la Violencia contra las Mujeres, articulé un grupo de trabajo interinstitucional para abordar la problemática mediante el modelo de Justicia Restaurativa para tratar de revertir estos números y facilitar a este sector de la población tan vulnerable, el acceso a las diferentes formas alternativas y restaurativas existentes para la solución del conflicto. Es por ello que empezamos a trabajar en un Proyecto Piloto en la atención de éste tipo de población, de la mano con el Ministerio Público, (Fiscalía de Género, Oficina de Atención a Víctimas y Testigos, Fiscalía de Justicia Restaurativa y el PISAV) Defensa Pública Trabajo Social y Psicología y Secretaría de Género y concomitantemente en un Protocolo de Actuaciones para el abordaje de los delitos de Violencia de Género a través de Justicia Restaurativa.

Con gran satisfacción el Proyecto Piloto mediante comunicado que hizo la Fiscalía General de la República amplió su cobertura a partir del 15 de julio del presente año, en la oficina de Justicia Restaurativa de Pavas, conociendo los delitos que fueron autorizados por el Ministerio Público en circular 09-ADM-2015 referente a “ Lineamientos para la aplicación de modelo de justicia restaurativa en delitos sexuales, violencia doméstica, delitos contenidos en la Ley de Penalización de la Violencia contra las Mujeres y Ley Integral de la Persona Adulta Mayor”.

Con relación al Protocolo de Actuaciones para el abordaje de los delitos de Violencia de Género: Violencia sexual, doméstica e intrafamiliar a través de Justicia Restaurativa, fue remitido a finales del año 2015 a este órgano colegiado para su aprobación. Posteriormente en sesión No 81-16 celebrada el 30 de agosto del año 2016 le fueron enviados a este mismo órgano unas observaciones al protocolo y se acordó: “trasladar la gestión a conocimiento del licenciado Luis Abner Salas Muñoz, Asesor del Consejo Superior, para que sea valorado de forma conjunta a la revisión del Protocolo de Actuaciones y remita el informe a la brevedad”. Actualmente se encuentra pendiente de aprobar la propuesta final por el Consejo Superior del Poder Judicial.   

De igual manera se realizó un grupo focal con víctimas de los delitos que aquí interesan en mayo-junio 2016, por la Oficina de Atención a Víctimas y Testigos, el departamento de Trabajo Social y Psicología, y la Oficina de Justicia Restaurativa  con resultados muy reveladores sobre las necesidades de las víctimas, las que se refirieron a este grupo y sus resultados como un espacio para “impulsar una visión de lucha por alcanzar y satisfacer las expectativas de justicia que éstas puedan tener, así mismo muestra el reflejo de un sistema sensible y humano, que según lo expuesto por las mismas participantes les puede conducir a una “justicia verdadera”, mediante procesos penales eficaces y menos desgastantes; donde se dé énfasis primordial a las necesidades de las víctimas, condición que les permita a ellas dar un cierre a la situación denunciada, es decir; superar el daño y a su vez obtener la persona imputada una rehabilitación”. (Documento que se adjunta).

Asimismo, les comunico que ya se han trabajado al amparo de la Circular del Ministerio Público (ente rector de la persecución penal) al menos tres casos que califican para esta modalidad de ejecución. 

Consideramos que a través de los principios del Modelo de Justicia Restaurativa, esta población en condición de vulnerabilidad, sin discriminación alguna, puede ser trabajada, desde una perspectiva de justicia más humanitaria, ofreciéndoles alternativas existentes para la solución del caso, mediante un alto control y alto apoyo. 

La Justicia Restaurativa en combinación con los fines del Derecho Penal, podría ayudar en gran medida a revertir esas cifras alarmantes de desestimaciones y sobreseimientos definitivos. Así también destaco que este modelo de Justicia Restaurativa fue declarado de interés institucional por éste órgano, en sesión No 85-11 del 6 de octubre de 2011 articulo XXIX. 

Finalmente se ha presentado un Proyecto de Ley de Justicia Restaurativa N.° 19935, en el que se retoma la experiencia de la Justicia Restaurativa en el tema de la violencia contra la mujer, el que se encuentra en la corriente legislativa asignado a la Comisión de Asuntos Jurídicos.

Con fundamento en lo anterior respetuosamente le solicito al Consejo Superior:

1. Se incluya el Modelo de Justicia Restaurativa en materia de Violencia de Género en la propuesta que se está generando.

2. Se permita que la suscrita integre en mi condición de Directora del Programa de Justicia Restaurativa y como Magistrada de Corte Suprema de Justicia la Comisión que se aprobará para implementar las acciones la sesión No 55-16 celebrada el 2 de junio del 2016
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En sesión Nº 55-16 celebrada el 2 de junio del año 2016, artículo LXIII, se conoció el oficio N° 83-STG-2016 del 26 de mayo de 2016, suscrito por la licenciada Jeannette Arias Meza, Jefa de la Secretaría Técnica de Género, mediante el cual hizo de conocimiento el acta N° 4 del 11 de mayo de 2016, de la Comisión de Género en que se conocieron las recomendaciones de la citada Secretaría sobre los altos niveles de desestimaciones y sobreseimientos definitivos dictados en la aplicación de la Ley de Penalización de la Violencia contra las Mujeres, en lo sucesivo LPVCM, y en lo conducente, previamente a resolver lo que correspondiera, se remitieron las recomendaciones a la Comisión de la Jurisdicción Penal, a la Comisión Nacional de Flagrancias, al Ministerio Público, al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y a la Comisión Permanente para el seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar, para que en el plazo de ocho días contados a partir de la comunicación de ese acuerdo, se pronunciaran al respecto. 

Después, en sesión N° 18-16 del 25 de febrero de 2016, artículo XCI, se tuvieron por rendidos los informes de la Secretaría Técnica de Género, la Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar, el Departamento de Trabajo Social y de la Defensa Pública y se tomó nota del oficio VIO-033-2016 del Instituto Nacional de las Mujeres (INAMU), además se trasladaron a la Comisión de Justicia Restaurativa para su respectiva valoración, en especial el emitido por el Instituto Nacional de las Mujeres, con el fin de que remitiera a este Consejo lo que a bien estimara indicar al respecto. 

Posteriormente, en sesión N° 62-16 del 28 de junio de 2016, artículo XCV, se conoció el oficio N° 66-PJR-2016 del 17 de junio del 2016 suscrito por la Magistrada Doris Arias Madrigal, en condición de Coordinadora del Programa de Justicia Restaurativa. Por lo anterior, se trasladó el Protocolo de Actuaciones de casos remitidos al Programa de Justicia Restaurativa en materia de Violencia de Género: Delitos Sexuales, Violencia Doméstica e Intrafamiliar, al licenciado Luis Abner Salas Muñoz, Asesor del Consejo Superior para su respectiva revisión.

Asimismo, en sesión N° 81-16 celebrada el 30 de agosto de 2016, artículo XCI, se dispuso trasladar la gestión de la Magistrada Doris María Arias Madrigal a conocimiento del licenciado Luis Abner Salas Muñoz, Asesor del Consejo Superior, para que se valorará de forma conjunta a la revisión del Protocolo de Actuaciones que le fue solicitado en el acuerdo anterior.

Por último en sesión N° 88-16 celebrada el 30 de agosto del 2016, artículo LXXIV, en lo que interesa, se aprobaron las “Recomendaciones para una efectiva aplicación de la Ley de Penalización de la Violencia Contra las Mujeres” remitidas por la Comisión de Género y el plan de trabajo remitido por la Secretaría Técnica de Género.

Se acordó: 1.) Comunicar a la Magistrada Doris Arias Madrigal, que la integración de un Magistrado o Magistrada a una Comisión es competencia de la Corte Plena, por lo que si a bien lo tiene puede dirigir su gestión a dicha instancia. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Comisión Permanente para el seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar, para que se refiera a lo indicado por la Magistrada Arias.”
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En atención a lo anterior, la Máster María Elena Gómez, solicita a la Licda. Eugenia Salazar Elizondo, Fiscala de Asuntos de Género, un informe con los casos que ha conocido Justicia Restaurativa en asuntos de Ley de Penalización. 
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La Licda. Eugenia Salazar Elizondo en correo electrónico de 1 de noviembre en curso, indica: En realidad, el punto es una gestión expresa que hace la magistrada Doris Arias, para que en el Programa de Justicia Restaurativa se conozcan los delitos de violencia contra las mujeres por razones de género, que ocurren en flagrancia.
 
 El punto me fue consultado y de manera expresa y categórica expuse que el procedimiento de flagrancias es incompatible con la aplicación de JR, lo anterior, debido a que en la circular 09-ADM-2015, se establecen dos requisitos de viabilidad para que una causa de Ley de Penalización o violencia doméstica, sea tramitada bajo este procedimiento.
 
1.- Que el Equipo de Protección de la Oficina de Atención a la Víctima del Delito realice la valoración de riesgo, si existe riesgo, se descarta de forma definitiva la posibilidad de JR.

2.- Que la víctima VOLUNTARIAMENTE este siendo atendida en la Oficina de Atención en el programa de Atención.
 
 Si no se cumplen estas DOS condiciones, el caso NUNCA pasará a JR.
 
Las razones por las cuales considero incompatibles JR y flagrancias, se debe por una parte, a que la condición necesaria que la víctima VOLUNTARIAMENTE, sea atendida en el Programa de Atención de la OAPVD, tiene relación con el abordaje que se busca hacer con la víctima en aras de lograr su empoderamiento;  y la otra es que los plazos establecidos en flagrancias,  no se ajustan a los plazos que se requieren para que la OAPVD, brinde la atención a la víctima.
 
Hasta la fecha, se han enviado varios casos al Equipo de Protección para valoración de riesgo, de los cuales, solamente UNO ha resultado sin riesgo para la víctima, se trata de una causa por el delito de Ofensas a la Dignidad, los demás, no calificaron, porque la víctima no acepto, la víctima no fue localizada, o se determinó la existencia de riesgo. El número de casos referidos para valoración de riesgo es de 17, por  delitos, tales como: abuso sexual a persona mayor de edad, del CP, delito que es perseguible a instancia de parte, ofensas a la dignidad e incumplimiento de medidas de protección, captación indebida de manifestaciones verbales.
 
La posición de no considerar posible que en asuntos de Flagrancias se pasen a JR, se comunico a las personas del Programa vía correo electrónico, y en una reunión, en la cual estuvo presente la Jefa de la OAPVD, en la cual, ambas señalamos no estar de acuerdo.

Luego de un amplio intercambio de criterios, SE ACUERDA: Manifestar que en este momento no es oportuno involucrar al Programa de Justicia Restaurativa por las siguientes razones: 

Es un plan piloto que se está implementando para visibilizar la necesidad de accionar de manera distinta en la materia respecto a los y las funcionarias encargadas del área penal.  Este se realizará por un término de 6 meses prorrogables, en los que se han de realizar ajustes conforme se vaya aplicando.

Es un plan y propuesta novedosa para optimizar la investigación de los delitos y aumentar la eficacia pues en este momento es casi nula. 

Se ha de esperar los resultados del Plan Piloto en su aplicación para evitar las desestimaciones en forma automática sin llevar control jurisdiccional. Por tanto es prematuro la implementación de la Justicia Restaurativa ante el modelo que se ha propuesto  que contiene la integración de un grupo de trabajo, que ha de realizar seguimiento y evaluación del Plan para determinar que correctivos y mejoras se han de implementar.”

Se analiza el tema planteado, y esta Comisión ACUERDA: Mantener su posición y así se comunicará al Consejo Superior.  Es oportuno puntualizar, que este Plan está dirigido a potencializar la investigación de estos hechos ilícitos, suministrando a las y los fiscales que atienden esta materia,  instrumentos y estrategias ágiles y eficaces para concluir con la investigación de los delitos. Esto es, se centra el Plan en la etapa preparatoria, esencialmente, en la que solo tendría participación el Juez de esa etapa para el control de garantías.  Por eso es necesario esperar el resultado de este modelo de investigación,  para establecer su eficacia. Posteriormente, una vez consolidado este nuevo modelo, se puede valorar la implementación de la Justicia Restaurativa, cuando exista participación del Juez de la etapa intermedia una vez finalizada la investigación, a quien corresponderá decidir si se aplican o no medidas alternas al juicio. El Licenciado Adán Carmona Pérez, representante de la Defensa Pública, salva el voto. Se declara acuerdo firme.”
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La máster Xinia Fernández Vargas, Jefa interina de la Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia del Poder Judicial, en oficio N° 0145-STGAJ-2017 de 27 de marzo pasado, expresó: 
“Por este medio doy respuesta a la solicitud que se hace a la Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia mediante oficio número 2568-17, respecto al acuerdo tomado por esa instancia en la sesión cinco, celebrada el 6 de marzo del presente año, artículo XXXII. En ánimo de que la información que remito contribuya a tomar la decisión que ustedes consideren informo lo siguiente:

El Consejo Superior aprobó en la sesión 88-16, realizada el 22 de septiembre, artículo LXXIV, las recomendaciones remitidas por la Comisión de Género, dirigidas a fortalecer la investigación en los delitos incluidos en la Ley de Penalización de la Violencia contra las Mujeres. El fundamento para definir tales recomendaciones y el plan de trabajo respectivo, se sustentaron con los obstáculos identificados en una serie de informes de investigación elaborados, unos, por la Dirección de Planificación y otro, por el INAMU. Las recomendaciones fueron conocidas por el Consejo el 2 de junio y previo a su aprobación, se remitió para consulta a una serie de instancias internas vinculadas directa o indirectamente con lo que allí se proponía.
 Dentro del Plan de trabajo aprobado por el Consejo, se planteó la necesidad de contar con el apoyo de tres fiscales y un auxiliar que se harían cargo de llevar adelante tal Plan. No existe una Comisión a cargo de esta tarea, sino un equipo técnico conformado por las fiscales Karen Mora, Floribeth Rodríguez, Daniela Bonilla y Francisco Arrieta como auxiliar. La Secretaría  tiene la tarea de dar “… el soporte asesor, técnico y operativo a toda la gestión que realice el equipo de trabajo…” (punto 6 del acuerdo del Consejo Superior). En el grupo de trabajo participa además, la Fiscal Adjunta de asuntos de género, Máster Eugenia Salazar.
El Consejo en la sesión 114-2016, del 22 de diciembre, artículo CXII aprobó a las fiscales y el auxiliar un permiso que vence el 8 de julio próximo, a efecto de concluir la tarea que se les encomendó.
 Resulta fundamental resaltar que el eje de las recomendaciones planteadas y del plan de acción aprobado, es fortalecer y mejorar la investigación que realiza el Ministerio Público en este tipo de delitos, pues fue allí donde los informes señalados en el punto 1 identificaron las mayores dificultades.  La idea es colocar a las denunciantes en el centro del proceso y que la toma de la denuncia se haga a partir de un único instrumento que sea útil tanto para otorgar medidas de protección como para la denuncia penal, evitando que la víctima deba acudir a distintas instancias para narrar la misma versión de los hechos, siendo de esta forma revictimizada. En este proceso participan también los Juzgados contra la Violencia Doméstica y la Oficina de Atención y Protección a Víctimas y Testigos, dada la estrecha vinculación que tienen con el tema.  
Considerando las características que tiene este plan de trabajo, que como reitero, tiene como propósito fundamental, mejorar sustantivamente el proceso de investigación de las denuncias y el abordaje integral a las denunciantes sería en otro momento procesal que se valoraría la pertinencia de la participación del Programa Justicia Restaurativa.”
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	La licenciada Eugenia Salazar Elizondo, Fiscala Adjunta de la Fiscalía contra la Violencia de Género, en oficio N° 03-FAG-2017 recibido el 27 de marzo último,  manifestó: 
“En  respuesta al oficio No. 2569-17, de fecha 07 de marzo del 2017, mediante el cual se pide criterio a la Fiscalía Adjunta contra la Violencia de Género, sobre la posibilidad de integrar el “Proyecto de Justicia Restaurativa en materia de violencia de Género”,  al plan de trabajo que se está ejecutando para cumplir con las “Recomendaciones para la efectiva aplicación de la Ley de Penalización de la Violencia contra las Mujeres”, aprobadas por el Consejo Superior en sesión No. 88-16, programa de Justicia, se indica lo siguiente: 

1.-  El plan de trabajo que se realiza a fin de cumplir con las “Recomendación”, enfoca las acciones estratégicas en la fase de investigación, para mejorar el abordaje e investigación de los delitos contenidos en esta Ley, entre otros, busca replantear el modelo de atención para mujeres víctimas de la Ley de Penalización existente, mediante la propuesta de una “intervención conjunta y coordinada” entre Juzgados de Violencia Domésticas y Fiscalía, en la cual sería prematuro hablar del Programa de Justicia Restaurativa.

2.- Ciertamente la fase de investigación es la etapa donde se realizan todos los actos de investigación necesarios para determinar la existencia del hecho típico y la presunta persona responsable, luego de lo cual, es posible analizar y  determinar si  un caso específico se podría aplicar el modelo  de Justicia Restaurativa.

3.- El trabajo que se propone realizar en las citadas recomendaciones, se enfocan a lograr que las víctimas se interese en la vía penal como una respuesta a la situación vivida y a mejorar la calidad de las investigaciones en delitos de la Ley de Penalización, una vez logrado esto, cuando se cuenten con causas investigadas a las que se les puesta aplicar la propuesta de solución al conflicto del Programa de Justicia Restaurativa, que sería al final de la fase preparatoria, cuando se cuente con investigaciones que otorguen el grado de probabilidad requerido para atribuir delitos a la persona imputada, y en este contexto considerar la posibilidad de pasar el asunto al Programa de Justicia Restaurativa.

4.-  Por lo anterior, en relación a la viabilidad de incorporar en este plan de trabajo el “Proyecto Justicia Restaurativa en materia de violencia de género”, en una segunda fase de éste plan de trabajo, es factible bajo los supuestos ya establecidos mediante la circular 09-ADM-2015 del Ministerio Público.”
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La máster Alejandra Mora Mora, Presidenta Ejecutiva del Instituto Nacional de las Mujeres (IMANU), en oficio N° INAMU-PE-165-2017 de 29 de marzo de este año, expresó:
 “Me dirijo a ustedes en esta ocasión para emitir criterio sobre la consulta realizada por ustedes a la Comisión Permanente de Seguimiento a la Ley contra la Violencia Doméstica y conocida en la sesión N. 2-2017 del pasado 13 de marzo 2017.

Como integrantes de esta Comisión vertimos criterio, mismo que deseamos reiterar en esta ocasión de manera individual, y que versa en general sobre la conveniencia de la aplicación de la justicia restaurativa en materia de violencia contra las mujeres.

Como es de su conocimiento, nuestra institución ha manifestado en anteriores ocasiones sus reservas sobre la conveniencia y oportunidad de la aplicación de esta modalidad de justicialidad en delitos caracterizados por relaciones interpersonales donde median relaciones de poder y se caracterizan por diferentes niveles de riesgo.

Este es un debate internacional aún no resuelto que, por una parte, reconoce el indudable valor que la teoría y la práctica de la justicia restaurativa ha tenido en facilitar el acceso a la justicia en muchos otros campos de la justicia penal y, por otro, las muy justificadas dudas sobre los beneficios de su aplicación en otros delitos como los sexuales y de violencia contra las mujeres.

Sabemos que actualmente existen ensayos de su aplicabilidad por parte de algunas instancias del Poder Judicial, no obstante es muy poco el tiempo para llegar a conclusiones que permitan despejar los inconvenientes planteados.

En relación con la solicitud planteada en esta sesión deseamos manifestar primeramente que hemos visto con gran satisfacción y expectativa el plan acordado por la Corte Plena para impulsar la aplicabilidad de la Ley de Penalización, sobre todo para fortalecer la investigación y reducir las desestimaciones.

En esta línea, entendiendo que este plan y comisión ejecutora para fortalecer la Ley de Penalización se enfoca en la fase investigativa del proceso penal, nos parece que no tiene cabida la acción de la justicia restaurativa que corresponde a otra fase del proceso.

Nos aparece más apropiado, dada la dimensión de la tarea, que la aplicación de esta ley conlleva, focalizar los esfuerzos y el pensamiento para fortalecer la investigación penal que esperamos tenga como resultado un mayor número de casos que avancen hacia una resolución efectiva”.
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Indica el Presidente, Magistrado Chinchilla: “En un acuerdo adoptado el 6 de marzo de este año, en ese momento la magistrada Arias no era la Presidenta de la Comisión de Género del Poder Judicial, ahora la asumió, y creo que tenemos una expectativa distinta a lo que podría ser en aquel momento, porque hay cierta necesidad referente a la solicitud de la Comisión Nacional de Flagrancias, sobre la posibilidad de integrar el Programa de Justicia Restaurativa en materia de Violencia de Género. 
En la Comisión Nacional de Flagrancias, la magistrada Arias es quien la preside, y por lo tanto, estimo que esto, que podría ser un reclamo de la magistrada Arias, ya no tendría mucho sentido, porque posiblemente el asunto se haya allanado de forma diferente al día de hoy”.
Dice la Magistrada Arias: “En realidad quisiera señalar que me parece que todos estamos interesados en trabajar el tema de la violencia de género, básicamente lo que se ha hablado con respecto a este tema es que ha habido mucha impunidad por parte del Poder Judicial atendiendo el tema de la Ley de Penalización de la Violencia Contra las Mujeres, cuando llega a estrados penales. En términos de que las mujeres interponen las denuncias de esa Ley en los Juzgados de Violencia Doméstica, se hacen unos testimonios de pieza automáticos a la materia Penal y esos testimonios automáticos implican lo siguiente: Entran 45.000 mil denuncias de violencia contra la mujer en sede de violencia contra la mujer, y luego automáticamente pasan a las fiscalías con un testimonio de piezas directo a la materia Penal; esto nos está generando 45.000 mil asuntos anuales también directamente con la Ley de Penalización de la Violencia Contra las Mujeres. 
Hay un problema, y es que finalmente son 300 casos aproximadamente los que llegan a finalizar el proceso, de los cuales la mitad son condenatorias y la mitad son absolutorias.
Los órganos de seguimiento internacionales han estado reclamando, porque dicen que en Costa Rica existe mucha impunidad, pero creo que lo que existe no es eso, ya que el Poder Judicial está trabajando en esos 45.000 mil casos, lo que pasa es que hay muchas vicisitudes por las cuales finalmente las causas son sobreseías, y son muy pocas las que finalmente llegan a sentencia condenatoria.
Frente a eso, creo que la institución tiene que tomar nota, ya lo había hecho la exmagistrada Villanueva Monge, había llevado esto a la Comisión de Género, precisamente estuve presente cuando se aprobó un plan de acción para tratar de abordar esto, pero también me parece que es necesario no solamente trabajar en el abordaje de generar los delitos, sino también que se les pregunte a las víctimas qué quieren hacer, y tuvimos ocasión de hacer un estudio victimológico, donde se formó un grupo focal de víctimas, preguntándoles qué era lo que querían, si querían mantenerse en los procesos penales o si querían aplicar algunas otras salidas alternas; las víctimas manifestaron que querían varias cosas entre ellas, y paso a resumirlas: Primero, que el hombre sea alejado del hogar, segundo, que se satisfaga las cuestiones alimentarias, y tercero, que el hombre no las moleste y que no necesariamente el hombre vaya a la cárcel. 
Entonces, cuando hay esta situación hay que tomar algunas decisiones y entre las que se están tomando por parte del Ministerio Público es que se haga un abordaje conjunto de los jueces y juezas de Violencia Doméstica en los lugares donde esto funciona junto con los fiscales, para que se haga una sola toma de denuncia, y si la mujer quiere que pase a materia Penal lo hará, pero si no, no pasará. Eso nos va a dar un mejor resultado en el trabajo que venimos desempeñando o desarrollando.
Por otro lado, la posibilidad de aplicar algunas medias alternas, esto no quiere decir “conciliación” porque la conciliación en materia de Violencia de Género no se puede propiciar, pero sí se pueden tomar algunas otras medidas alternas que al final también implican una actuación por parte de las personas juzgadoras.
	Básicamente lo que queremos con esto era integrarnos dentro de ese proceso, ya estoy integrada, vamos a trabajar también con Justicia Restaurativa algunos aspectos, los que se puedan trabajar y los que no, porque exista prohibición expresa de ley, se mantendrá esa prohibición”.
MIENTRAS SE ENCONTRABA EN EL USO DE LA PALABRA LA MAGISTRADA ARIAS ENTRARON LOS MAGISTRADOS CRUZ Y CASTILLO.
Consulta el Presidente, Magistrado Chinchilla a la Magistrada Arias: “¿Usted considera que podemos enviarle el asunto a la Comisión de Género para consultar, en este caso a usted como Presidenta de la Comisión para que nos devuelvan ese plan en esa forma estructurada, como nos lo está manifestando?”. 
Responde la Magistrada Arias: “Sí señor, podemos hacerlo así”.  
Prosigue el Presidente, Magistrado Chinchilla: “Acordamos trasladar este asunto a la Comisión de Género para que nos rinda un informe y nos indique la forma de proceder y cómo se va a abordar todo lo que es la Violencia de Género en este caso. Lo acordamos de esa forma”.
Sin objeción alguna, se acordó: Acoger la propuesta del Presidente, Magistrado Chinchilla, por ende, trasladar las anteriores diligencias a la Comisión de Género a fin de que rinda un informe a esta Corte en el que se indique la forma de cómo proceder y abordar el tema de la Violencia de Género. 
El Magistrado Castillo se abstiene de votar.


ARTÍCULO XIX
Documento 12383-11 / 11847-12 /  7361- 15 / 5732, 6183, 7106-17

En sesión N° 24-15 celebrada el 22 de junio del 2015, artículo XXVI, se reeligió a la Magistrada Arias como Integrante titular y Presidenta del Consejo Directivo de la Escuela Judicial y a la Magistrada Camacho como Suplente de la Magistrada Arias ante dicho Consejo Directivo, por un período de dos años que inició el 8 de julio de 2015 y hasta el 7 de julio de 2017. 
          En la N° 40-15 del 9 de noviembre de 2015, artículo XII, entre otros, se reeligió como integrantes titulares del Consejo Directivo de la Escuela Judicial al doctor Juan Carlos Segura Solís y al licenciado Jorge Olaso Álvarez, y como integrantes suplentes ante ese Consejo, a la máster Patricia Solano Castro y al doctor Álvaro Hernández Aguilar. Lo anterior, por un nuevo período de dos años, hasta el 15 de noviembre de 2017.
En las sesiones números 2-17, 4-17 y 10-17 del 30 de enero, 20 de febrero y 8 de mayo del 2017, artículos XV, XXX y II, respectivamente, en lo que interesa, se solicitó a los señores Presidentes de las Salas de la Corte se sirvieran proponer una persona candidata a fin de sustituir al doctor Álvaro Hernández Aguilar y a la máster Patricia Solano Castro, como integrantes suplentes del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, por el resto del período legal, es decir, hasta el 15 de noviembre de 2017. 
También se solicitó una persona candidata para sustituir a la exmagistrada Camacho, como integrante suplente de la Magistrada Arias (Presidenta) ante el referido Consejo por lo que resta del período legal.
Asimismo, en las sesiones números 5-17 y 10-17 del 6 de marzo y 8 de mayo de este año, artículos XVIII y II, respectivamente, en lo que interesa, se tuvo por conocido que la Sala Primera propuso como candidato al máster Christián Quesada Vargas, Juez Coordinador del Juzgado Concursal de San José, a fin de sustituir a la máster Solano Castro y que la Sala Constitucional propuso como candidato al máster Hubert Fernández Argüello, Juez del Tribunal de Apelaciones de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, para sustituir al doctor Hernández Aguilar o a la máster Solano Castro.  
El Magistrado Aguirre, en nota del 17 de mayo pasado, comunicó:
“… la Sala Segunda apoya la propuesta del máster Hubert Fernández Argüello, Juez del Tribunal de Apelaciones de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, como candidato para sustituir a la máster Patricia Solano Castro, como integrante suplente del Consejo Directivo de la Escuela Judicial por lo que resta del período legal.”
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La servidora Ana Lorena Arce Campos, Secretaria Ejecutiva de la Sala Primera, en correo electrónico recibido el 25 de mayo último, comunicó:
“Con instrucciones del señor magistrado don Luis Guillermo Rivas, presidente de la Sala Primera y de acuerdo con el correo anterior, me permito informar que los señores magistrados y señoras magistradas proponen como candidato al señor magistrado William Molinari Vílchez en sustitución de la señora exmagistrada doña Eva Camacho Vargas; además, se propone como candidato al Lic. Huberth Fernández Argüello como candidato en sustitución de la M.Sc. Patricia Solano Castro y al Lic. Cristián Quesada Vargas como candidato en sustitución del Dr. Álvaro Fernández Aguilar.”
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La Magistrada Arias, Presidenta de la Sala Tercera y del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en oficio N° 053-705-17 de 15 de junio en curso, manifestó: 
“Es de su conocimiento que desempeño como presidenta del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, cuyo período de nombramiento vence el próximo 7 de julio.

Por lo anterior, en razón de que creo en  la igualdad de oportunidades para  los  Magistrados y Magistradas, les informo que no me someteré a la reelección del puesto mencionado y dejaré el mismo en la fecha de vencimiento, momento en que entregaré el informe correspondiente, lo anterior a fin de que se disponga del nombramiento.  

Aprovecho la oportunidad para agradecer a la Corte Plena la designación por estos cuatro años en los hemos avanzado en temas de interés institucional y de formación del funcionariado judicial.”
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Informa la licenciada Silvia Navarro Romanini, Secretaría General de la Corte que la actual conformación del Consejo Directivo de la Escuela Judicial es la siguiente:
	Integración 
	Categoría
	Fecha de rige del nombramiento

	Magistrada Arias
	Integrante Titular (Presidenta)
	7 de julio de 2017

	
	Integrante Suplente 
	

	 
	 
	 

	Licda. Ileana Guillén Rodríguez 
	Directora de la Escuela Judicial 
	15 de noviembre del 2018

	 
	 
	 

	Dr. Juan Carlos Segura Solís
	Integrante Titular
	15 de noviembre de 2017

	Lic. Jorge Olaso Álvarez 
	Integrante Titular
	15 de noviembre de 2017

	 
	 
	 

	Dr. Álvaro Hernández Aguilar 
	Integrante Suplente
	15 de noviembre de 2017

	Máster Patricia Solano Castro 
	Integrante Suplente 
	15 de noviembre de 2017

	 
	 
	 



Seguidamente, la Secretaría General procede a dar lectura de los respectivos antecedentes y de las gestiones presentadas por las Salas Primera, Segunda, Tercera y Constitucional.
Indica el Magistrado Rivas: “Ante la información de que la permanencia de la magistrada Arias será hasta el 7 de julio próximo, quisiéramos modificar nuestra anterior propuesta en el sentido de que sea el Magistrado Molinari el que sustituya en el puesto que dejará la magistrada Arias. También quisiéramos, para mantener la equidad de género, proponer a la magistrada suplente Seing Murillo para el puesto de integrante suplente en el cual habíamos propuesto al máster Christian Quesada Vargas. 
Esas dos modificaciones se las proponemos, y se ha conversado con la magistrada Varela para que ella asuma el puesto de suplente ante la eventual titularidad del magistrado Molinari”. 
Expresa el Presidente, Magistrado Chinchilla: “Las modificaciones serían en el sentido de que el magistrado Molinari aspiraría ahora al puesto que dejaría la magistrada Arias, y la magistrada Varela estaría interesada en acceder al puesto que aspiraba el magistrado Molinari.
Dentro de esto les iba a pedir colaboración porque la Sala Tercera está perdiendo, de alguna forma, dos espacios, podríamos ver si esta Sala lograría tener un espacio también porque es una jurisdicción grande y robusta, pero ahora lo podemos discutir”. 
Refiere la Magistrada Arias: “Precisamente en la misma línea que usted señala, como ustedes acaban de escuchar quiero agradecer a la Corte Suprema de Justicia la designación con la que me honró por cuatro años consecutivos en el ejercicio del cargo de Presidenta del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, ciertamente todavía no he presentado el respectivo informe porque no sabía que esto lo íbamos a conocer el día de hoy, pero no pasa nada, lo daríamos oportunamente. 
Valga la oportunidad para dar las gracias a todos y a todas por esta designación.
Quisiera decirles que el trabajo en la Escuela Judicial por estos cuatro años ha sido un trabajo muy desgastante, tuvimos que luchar muchísimo por el tema presupuestario, pero también porque finalmente las reformas pudieran ser aprobadas para los efectos de la capacitación y si bien es cierto tal vez sea algo que no se ve, sí fue muy laborioso o muy lleno de trabajo para nosotros el tema de tener que generar incluso una clonación de plazas para poder llevar a cabo esta labor, y ahora también adicionalmente a los temas, se ha sumado que el Consejo Superior designó todo lo correspondiente a las becas para el otorgamiento por parte el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, y además con todo lo que eso implica, todas las becas del Poder Judicial pasaron a manos de ese Consejo Directivo. 
Por otra parte, el manejo presupuestario, todo el presupuesto tiene que ser visto también por el Consejo Directivo lo cual genera un trabajo impresionante. Eso impedía que pudiera asumir también la presidencia de la Sala Tercera, más la Comisión de Género que estoy asumiendo, es imposible por eso es que he tenido que renunciar y además en la creencia de que los cargos también tienen que renovarse, dar oportunidades a otras personas para que vengan y los ejerzan, y que vengan nuevos aires y bríos. 
También es importante señalar que el último informe del estado de la Justicia dejó muy bien parada a la Escuela Judicial la cual está resolviendo bien; pero vienen otros retos que el informe del estado de la Justicia impone, entre ellos, unos muy importantes que tienen que ver con la capacitación de las personas en el tema de los ámbitos competenciales, entonces creo que hay muchísimo por hacer.
Mi propuesta señor Presidente, Magistrado Chinchilla, que vayamos votando puesto por puesto; y hay una cuestión no hay una propuesta de la Sala Tercera para el nombramiento de la suplencia de la máster Solano Castro, nosotros no enviamos a una persona, no sé si fue por el cambio de mando, no lo enviamos sin embargo nosotros habíamos tomado la decisión de que fueran dos personas las que podrían estar ahí, que eran el máster Aisen Herrera López y la doctora Sandra Eugenia Zúñiga Morales, como son dos personas que podrían eventualmente ocupar los puestos, entonces dejaríamos solamente a la doctora Sandra Zúñiga”.
ENTRA EL MAGISTRADO RUEDA.
Indica el Presidente, Magistrado Chinchilla: “Estamos entendidos que en este momento tenemos las propuestas que hace el Presidente de la Sala Primera, magistrado Rivas, para que el magistrado Molinari sea quien aspire, en este caso, a la presidencia del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, y que la magistrada Varela aspire a la suplencia de esa Presidencia. Entenderíamos por parte de la Sala Tercera que en el puesto de integrante suplente aspire la doctora Zúñiga Morales, magistrada suplente, para sustituir a la máster Patricia Solano en dicho cargo.
Esas son las propuestas que tenemos, son tres de ellas, no tenemos candidatos contrincantes ¿No sé si estamos de acuerdo con ello o alguien quiere opinar? 
Señora Secretaria ¿Nos podría informar si hay más propuestas?”.
Responde la Secretaria General de la Corte: “Con respecto a las señoras y señores magistrados no hay más propuestas, pero para la sustitución del doctor Álvaro Hernández Aguilar, teníamos por parte de la Sala Primera al máster Cristian Quesada Vargas que ahora cambió por la magistrada Seing Murillo, así le entendí al magistrado Rivas, y la Sala Constitucional estaba proponiendo al máster Hubert Fernández Argüello. 
En el cargo que deja vacante la máster Solano Castro, las Salas Primera, Segunda y Constitucional presentaron como candidato al máster Hubert Fernández Argüello y ahora la Sala Tercera está presentando a la doctora Zúñiga Morales”.
Expresa el Magistrado Salazar Alvarado: “Era muy parecido a lo que decía la señora Secretaria General. Me parece que ahora sí podemos tener cuatro nombramientos que efectuar: magistrado o magistrada titular, magistrado o magistrada suplente y dos personas juzgadoras 4, pero ahí es donde sí hay una observación porque la Sala Constitucional había recomendado al máster Fernández Argüello, que es materia Contencioso Administrativa.
Básicamente para externarle que habría que poner a votación alguno de esos si es que para un puesto de juzgador va a existir dos postulaciones o si respetamos más o menos que cada Sala haga el nombramiento de uno, depende de cómo lo veamos”.
Agrega el Presidente, Magistrado Chinchilla: “Lo que abogué en su momento fue que no tengo problema en las propuestas que se han hecho, aún más nosotros teníamos hasta la presidencia del Consejo Directivo, ahora la magistrada Arias se retira y tampoco estamos peleando por ello, más bien estamos pidiendo una suplencia para la Sala de Casación Penal, nada más, en cualquiera de los dos ámbitos, en uno o en otro, que son don Álvaro Hernández o doña Patricia Solano, porque da lo mismo son suplentes los dos”. 
Manifiesta el Magistrado Rivas: “En aras de lograr la participación de todos, aquí en la Sala Primera estamos conversando y la magistrada Seign Murillo pospondría su pretensión, en beneficio de la doctora Sandra Zúñiga. Nosotros retiraríamos la propuesta para que también la Sala Tercera tenga a una Jueza Penal dentro del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, y también mantener al máster Hubert Fernández Argüello”.
Dice el Presidente, Magistrado Chinchilla: “Le agradezco magistrado Rivas y a la Sala Primera en realidad, sé que la Sala Segunda también está en esa tesitura y creo que la Sala Constitucional propuso al máster Fernández Argüello, entonces podríamos ensayar lo que podría ser los sustitutos.
En este momento tendríamos como único candidato para la presidencia del Consejo Directivo de la Escuela Judicial al magistrado Molinari, como suplente de él estaría la magistrada Varela, luego tendríamos en la suplencia del doctor Álvaro Hernández Aguilar, podríamos hablar en este caso del máster Hubert Fernández Argüello, y para sustituir a la máster Patricia Solano Castro, sería en todo caso a la magistrada suplente Zúñiga Morales, esa sería la papeleta única.
¿Será necesario votarlo o podemos considerar que estamos de acuerdo en ello? Muy bien, estando todos de acuerdo, así se toma el acuerdo por parte de la Corte y se tienen por nombrados a todos y cada uno de ellos en los puestos que se ha indicado”.
En razón de lo expuesto, por unanimidad, se acordó: 1.) Tener por aceptada la renuncia de la Magistrada Arias como Integrante Titular y Presidenta del Consejo Directivo de la Escuela Judicial a partir del 7 de julio de 2017. 2.) Nombrar al Magistrado Molinari como Integrante Titular y Presidente del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, y a la Magistrada Varela como Integrante suplente del Magistrado Molinari ante el referido Consejo. 3.) Designar a la doctora Sandra Eugenia Zúñiga Morales y al licenciado Huberth Fernández Argüello como Integrantes Suplentes del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, del 26 de junio del año en curso y por lo que resta del periodo legal, sea hasta el 15 de noviembre del 2017.
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Prosigue el Presidente, Magistrado Chinchilla: “Quería agradecerle a la magistrada Arias la gran entrega que tuvo en la Escuela Judicial, el gran desarrollo que dio, todos los tiempos que dedicó a ello, soy garante de eso, he estado en la presidencia de la Sala y sé que usted constantemente tenía que desplazarse, ir a atender asuntos y sé que ahora ha asumido cuestiones de mucha relevancia y entiendo en este caso, me parece una buena muestra de su parte, desligarse de un puesto muy relevante como lo es el de la Presidencia del Consejo Directivo de la Escuela Judicial.
Decirle gracias por todos los servicios prestados, han sido muy importantes no solo para la Escuela Judicial sino para el Poder Judicial en general y su visión ha sido muy relevante para dar con buen tino y además de eso terminar una presidencia de forma honrosa, con grandes éxitos y muy profusa en ideas y concreción de acciones.
De igual forma, bienvenido magistrado Molinari a la Presidencia del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, así como los suplentes que la integraran, en este caso la magistrada Varela, el máster Fernández Argüello y la magistrada suplente Zúñiga Morales”.
Manifiesta el Magistrado Molinari: “Agradecerles a todos y todas por el nombramiento del que me han honrado hoy, y muy particularmente a la magistrada Arias. La tarea que ha hecho ella ha sido extraordinaria, la reconocemos quienes hemos estado cerca de la Escuela Judicial en los últimos años, creo que en especial mis compañeros de la Reforma Procesal Laboral y nosotros, en la Reforma Procesal Civil, no es un tema al que solo yo me pueda referir, sino que todas y todos los que hemos integrado esas dos reformas y el apoyo que hemos recibido de la Escuela Judicial, mucho por su apoyo, quería agradecerlo particularmente. 
Va a ser muy difícil seguir su ritmo, pero haremos todo lo posible por continuarlo, sé que su forma de trabajo constante con un gran esmero es difícil de continuar, haremos lo posible para continuar los programas que se han generado a través del Consejo Directivo durante estos últimos años, programas que en particular me interesan a mí también, fortalecer algunas de las especializaciones que tal vez han tenido menos fortaleza en este momento, entre ellas la Contencioso Administrativa y quería decirlo de manera particular.
Seguir obviamente con todos los programas que tiene la Escuela Judicial y en concreto, los que tenemos en este momento en ejecución con las Reformas Procesales Laboral y Civil, que son ya bastante para la Escuela Judicial. Además de eso, todo el resto de programas de Formación Inicial para aspirantes a la Judicatura (FIAJ), los programas de especialización en todas las materias que tiene la Escuela Judicial, los programas normales de continuidad académica que se le da a las distintas comisiones o a las distintas jurisdicciones, trataremos de hacer un esfuerzo especial para procurar seguir el buen ritmo que ha tenido la magistrada Arias”.
Interviene la Magistrada Arias: “No me quedo claro si el nombramiento es a partir de hoy; si quiere lo hacemos así, no tengo ningún problema y si les parece rendiría el informe en la próxima sesión de Corte Plena porque está por realizarse una reunión de Consejo Directivo”.
Indica el Presidente, Magistrado Chinchilla: “Es hasta el 7 de julio próximo, si les parece esperamos al vencimiento, para que la magistrada Arias pueda reunirse con el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y presentar el informe correspondiente”.
SALE EL MAGISTRADO SALAZAR ALVARADO.
Manifiesta la Magistrada Varela: “En primer lugar, agradecerle a todos y todas la confianza que han depositado en las postulaciones que hoy se han formulado para el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, y agradecer a la magistrada Arias por el esfuerzo que ella ha puesto, igual que quienes les han antecedido, definitivamente esta es una responsabilidad muy grande y creo que quién la asuma igual tendrá que hacerlo y lo haremos de fijo con el mayor empeño que hemos tenido, el mayor cariño institucional, siempre con miras a seguir los pasos y mejorar en todo lo que se puede mejorar.
Me parece que la vida es eso, una mejora continua, unos hacen cosas muy buenas, hay que fomentar todo lo bueno que se ha hecho y la Escuela Judicial se encuentra en ese momento histórico bastante complejo, interesante y muy intenso. Como bien lo decía el magistrado Molinari tenemos el proceso de la capacitación de dos grandes reformas procesales y se avecinan otras más, pero no solo eso, porque el trabajo ordinario de la Escuela Judicial ya es de suma relevancia a nivel institucional y a nivel país. 
	Por lo tanto, solo decirle magistrado Molinari, estoy segura que vamos a trabajar muy bien, con todo el empeño, buscando todo lo que haya que mejorar, lo vamos a hacer y sé que el equipo que hoy nos han dado, porque es un equipo, en las diferentes responsabilidades, que vamos a ponerle el cariño que le ha puesto la magistrada Arias y no vamos a bajar la guardia, creo que eso es muy importante, porque es un compromiso de todas y todos, y me parece que vamos a tratar de sacar la tarea de la mejor forma posible.
	Así que muchas gracias a todas y todos por la confianza que hoy nos han mostrado”.
Dice el Presidente, Magistrado Chinchilla: “Quería agradecerle a la magistrada suplente Seing Murillo, su entrega en este caso, para poder resolver los anteriores nombramientos. Sé que tiene toda la capacidad para asumir un puesto de esos, pero en este caso, a veces, la cuestión de equilibrar un poco las Salas en esto era importante, muchas gracias”.
Se acordó: Tener por conocidas las anteriores manifestaciones de los señores magistrados y señoras magistradas que hicieron uso de la palabra, por ende, 1.) Agradecer a la Magistrada Arias los servicios prestados al Consejo Directivo de la Escuela Judicial. 2.) La designación e integración del Magistrado Molinari y de la Magistrada Varela como Presidente titular y suplente del mismo, respectivamente, ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, será a partir del 8 de julio del 2017 y por un período de dos años, hasta el 7 de julio del 2019. 
Asimismo, con base en lo resuelto, la integración del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, es la siguiente: 
	Integración 

	Categoría

	Fecha de rige del nombramiento

	Magistrado William Molinari Vílchez
	Integrante Titular (Presidente)
	07/07/2019

	Magistrada Julia Varela Ayala
	Integrante Suplente del Magistrado Molinari 
	07/07/2019

	 
	 
	 

	Dr. Juan Carlos Segura Solís
	Integrante Titular
	15/11/2017

	Lic. Jorge Olaso Álvarez 
	Integrante Titular
	15/11/2017

	 
	 
	 

	Dra. Sandra Eugenia Zúñiga Morales
	Integrante Suplente
	15/11/2017

	Máster Huberth Fernández Argüello
	Integrante Suplente 
	15/11/2017

	
	
	

	Licda. Ileana Guillén Rodríguez 
	Directora de la Escuela Judicial 
	



Lo anterior con fundamento en los artículos 4 y 5 de la Ley de Creación de la Escuela Judicial. Se declara acuerdo firme. 
ARTÍCULO XX
Documento 7589-17

La Magistrada Arias, en oficio Nº 059-705-17 del 23 de junio del año en curso, solicitó:
“… Les informo que he recibido invitación de la señora Alejandra Mora Mora, Ministra de la Condición de la Mujer, a fin de formar parte de la Delegación Nacional que  rendirá el informe país ante el Comité Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW), en Viena,  actividad que se realizará  del 03 al 08 de julio del año en curso.

Por lo anterior, la organización ejecutora paga los tiquetes aéreos y es en razón de ello que se solicita los viáticos de alimentación y hospedaje. Así como permiso con goce de salario y sustitución.”
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La servidora Viviana Elliott Foulds, Secretaria Ejecutiva de la Sala Tercera, en correo electrónico del 26 de los corrientes, aclara que el lugar en donde se llevará a cado la referida actividad será en la ciudad de Ginebra, Suiza, y no como se indicó en el oficio Nº 059-705-17.
Sin objeción alguna, se acordó: 1). Conceder permiso con goce de salario y sustitución a la magistrada Arias, del 3 al 8 de julio del año en curso, a fin de que atienda la invitación que se le remite e integre la Delegación Nacional que rendirá el informe país ante el Comité Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW), a realizarse en Ginebra, Suiza. 2.) Autorizar el pago de los viáticos por concepto de alimentación y hospedaje a la magistrada Arias con motivo de su asistencia a la mencionada actividad durante las fechas indicadas. 
La magistrada Arias se abstiene de votar. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXI
Documento 7633-17
La licenciada Silvia Navarro Romanini, Secretaria General de la Corte, procede a dar lectura integral de la propuesta de lanzamiento de la campaña: "Yo también soy Poder Judicial", presentada por la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, la cual literalmente dice: 
            “Desde la Presidencia de la Corte, se está generando una campaña, con la cual pretendemos llegar a todos los rincones del país, visitando cada uno de los despachos judiciales, donde de forma personal, esta Corte, agradezca a cada una de las personas que trabajamos en el Poder Judicial, el realizar las funciones que nos han sido encomendadas, haciendo nuestros, los valores compartidos, que, por años, nos han caracterizado, como lo son, la iniciativa  el compromiso, la responsabilidad, integridad, excelencia y honradez.

Para llegar a todas las poblaciones, requerimos el apoyo de cada uno de los magistrados, para visitar los diferentes circuitos judiciales de país.

De querer alguno visitar un edificio en específico, en una fecha determinada, a partir del 4 de agosto, y durante el presente año, agradecemos que nos indique para calendarizarlo en la agenda.

En cada una de las visitas, lo que se pretende es entregar en los despachos, un “brochure” para cada uno de los funcionarios, el cual contendrá, de así aprobarse, un mensaje de esta Corte Plena, agradeciendo lo señalado. Y se les dará un presente, simbólico, donde se destaca el logo de esta campaña.”
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Las Magistradas y los Magistrados que integran la 
Corte Suprema de Justicia

Agradecen a la gran familia del Poder Judicial, por el compromiso, dedicación y mística que demuestran diariamente en procura del mejoramiento de la administración de justicia. Asimismo, les exhortan a continuar con la excelencia y la calidad en la atención a la persona usuaria, cuya aspiración de justicia pronta y cumplida es la base en tomo a la cual deben enfocarse nuestros esfuerzos. 
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Indica el Presidente, Magistrado Chinchilla: “Es una iniciativa aparte de la Presidencia para volver a fijar valores esenciales que de por sí ya tienen nuestros funcionarios y funcionarias y visitar todos los circuitos judiciales en el país y para eso vamos requerir la ayuda de todas y todos ustedes y también quienes nos quieran acompañar sería fantástico, formidable y entendemos que muchas veces no va a ser posible por ocupaciones que se tienen.
El lema es “Yo también soy Poder Judicial” y es que se identifique cada uno de ellos con el Poder Judicial, siendo parte de este Poder de la República, y esa es la idea sean funcionarios o funcionarias de cualquier nivel que tengamos en todo el país, para poder generar una unión y una idea de unidad de todos y todas con nosotros. 
Esto quiere decir que la Corte Suprema de Justicia llega a los diferentes Circuitos Judiciales y se identifica con la labor de cada uno de ellos y ellas: y es importante porque nosotros lo vivimos cada vez que hacemos una salida fuera de San José y hay una identidad muy linda con todos los funcionarios y funcionarias del Poder Judicial. 
En realidad sé que es importante para nosotros, para la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, y agradezco todo su apoyo. 
La indicación de fechas, si tienen algún lugar en específico donde quieran que vayamos y no solo podría ser un centro propio de todo un Circuito, también podrían ser lugares un poco más alejados que también hay que llegar a ellos, y me parece importante hacerlo. 
Así es que espero que podamos aprobar esta iniciativa para hacer esta labor”.
ENTRA EL MAGISTRADO SALAZAR ALVARADO.
Expresa la Magistrada Varela al Presidente, Magistrado Chinchilla: “En primer lugar, agradecerle, y me parece que es una de las acciones importantes que usted está tomando con respecto al Programa de Gobierno y lo felicito, eso además de que es muy necesario diría yo. 
Esta idea hay que concretarla e ir generando esa confianza también de toda la población judicial que está tan ávida de ello y tan necesario cuando ellos van dándose cuenta que esta labor no solo la estamos trabajando nosotros a nivel de capacitación y quería informarle; en toda la capacitación en materia Laboral, y sé que en Civil la están haciendo también, es motivar a las personas, juezas y jueces, a toda la población que tiene que ver con la materia, de los compromisos institucionales, que ellos son importantes, estén donde estén, en cualquier parte del país, que son Poder Judicial, que son la cara de este Poder de la República, que necesitamos que se preocupen y que tomen acciones para que este Poder Judicial sea cada día mejor.
Ese es el mensaje que nosotros les estamos trasmitiendo y creo que esto es importantísimo y que sea esa cabeza visible que lo esté concretando y sé que de esta manera vamos a lograr muchas cosas buenas para el futuro. 
De tal forma que toda la gente sienta ese acompañamiento, esa visión que se tiene de conjunto, de unión y de compromiso; y así se motivan también para hacer las cosas mejor. Cuando esas personas logren ver, concretar que somos equitativos en la distribución de los recursos en todo el país, eso es básico porque la fuente de la paz es la equidad.
Entonces considero importante reconocerle esa primera acción y por supuesto sé que cuenta con todos y todas nosotras para apoyarlo en todos los ámbitos que podamos hacer”. 
Dice el Magistrado Solís: “Comparto las palabras de la magistrada Varela y alabo la decisión tomada por la Presidencia de la Corte de hacer este tipo de acciones y gestiones. 
En lo personal, desde la Comisión Nacional para el Mejoramiento de Justicia (Conamaj) hemos tenido que viajar mucho por todo el territorio nacional y verdaderamente que es satisfactorio, desde el punto de vista institucional  y espiritual, lo he dicho, tener oportunidad de compartir un rato con las personas juzgadoras de zonas fronterizas y zonas rurales muy alejadas de los centros urbanos de provincia donde están residenciados los centros judiciales, y no solamente con las autoridades judiciales, sino con el personal de apoyo, con la muchacha que trabaja ahí recibiendo denuncias, con el funcionario que está tramitando expedientes, en fin, con los técnicos y técnicas judiciales.
Muchas veces ellos dicen que por vez primera en caso de las actividades de la Conamaj algún magistrado o magistrada llegaba a visitar la oficina correspondiente, que hermoso sería ahora que no fuera un solo magistrado, sino en la medida de lo posible que fuéramos los que podemos ir, porque también desgraciadamente tenemos obligaciones internas, pero tal vez se podría hacer una programación con algún tiempo de antedatado para que uno vaya acomodando las agendas y se pueda visitar los Chiles, Upala, Sarapiquí, Pococí, La Fortuna, etcétera, entre otros centros judiciales que podríamos ir. 
Me parece que es una extraordinaria iniciativa de la Presidencia”. 
SALE EL MAGISTRADO GAMBOA.
Manifiesta el Magistrado Molinari al Presidente, Magistrado Chinchilla: “Se me ocurre más de un lugar a mí, e igualmente como lo decía la magistrada Varela y el magistrado Solís ahora, a nosotros también nos ha tocado, por el tema de la Reforma Procesal Civil, estar visitando todos los circuitos judiciales del país. 
Quisiéramos incluso tener el tiempo para visitar cada una de las oficinas que tienen que llegar a implementar la Reforma Procesal Civil, a veces cree uno que el tiempo no es suficiente por si hay algo clarísimo y creo que estamos en sintonía con eso, lo motivador que es para el personal sentirse parte del Poder Judicial, sentirse parte de un programa específico, sentirse parte de una reforma; y es que las reformas nuestras, por ejemplo, solamente se pueden ejecutar e implementar si lo hacen ellos, y lo realizan bien y eso no es, desde mi punto de vista, una tarea que se impone, es una tarea que implica necesariamente un compromiso de cada quien para que funcione y ese compromiso no siempre nace por sí solo, sino que me parece que la institución lo tiene que motivar de alguna manera.
Así que esa iniciativa y siendo la figura del Presidente que esté presente en algunos lugares con propósitos semejantes a esto, la valoro extraordinariamente bien. 
Tenga por seguro Presidente, Magistrado Chinchilla, que gestiones mías en procura de que usted nos acompañe en más de una ocasión va a tener probablemente en abundancia, lo que no sé es si vamos a tener tiempo, pero ahí le irán llegando”.
Sin objeción alguna, se acordó: 1.) Acoger en los términos señalados, la campaña denominada: “Yo también soy Poder Judicial” del Presidente, Magistrado Chinchilla. 2.) Tener por conocidas las manifestaciones de la señora magistrada y los señores magistrados que hicieron uso de la palabra.  
ARTÍCULO XXII
Documento 3693-17	
El Magistrado Aguirre, en condición de Presidente del Consejo de la Judicatura, el máster José Luis Bermúdez Obando, Director interino de Gestión Humana y la máster Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, respectivamente, en oficio Nº SACJ-1358-17 de 16 de marzo del año en curso, manifestaron:
 “En atención al oficio No. 784-17 de fecha 25 de enero de 2017, se remite la terna para el cargo de Juez (a) 4 Agrario del Tribunal Agrario, No. Puesto 102139, plaza interina hasta el último día laboral del 2017, en sustitución de la Msc. Damaris Vargas Vásquez, por permiso con goce de salario.

	La consulta para la conformación de la presente terna dio inicio el 09/03/2017 y finalizó el 14/03/2017. Según el Sistema de Gestión al 13/03/2017, ninguno de los aspirantes cuenta con expediente disciplinario activo en la Inspección Judicial.

Se consultó en la Plataforma de Información Policial (PIP) a cada uno de los aspirantes al 15/03/2017 y ninguno presenta causas penales. 

Según correo electrónico del 16/03/2017 de la Unidad de Inspección Fiscal - Ministerio Público, ninguna de las personas cuentan con causas disciplinarias.

ASPIRANTES:

	Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles

	1. Fisher González
María Vanessa 0204750906
	96,5808
	3

	2. Alpízar Rodríguez
Ruth María 0108010916
	95,2993
	5

	3. Castro García
María Rosa 0107590215
	91,5763
	6



SUPLENTE:

	Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles

	4. Madrigal Pacheco
Luis Alonso 0107870307
	89,8779
	10



Interina en el puesto: Sra. María Rosa Castro García.
Cédula: 0107590215.
Condición Laboral: Propietaria como Jueza, Juzgado Agrario de Cartago.
Vigencia del nombramiento: 02/04/2017.

Observaciones Generales:

1. Las ternas se integran con tres aspirantes conforme la Ley de Carrera Judicial y de acuerdo con lo establecido por el Consejo de la Judicatura en sesión No CJ-23-01, Artículo VI, celebrada el 10 de julio de 2001 y el Consejo Superior en sesión No.63-01, Artículo XXX, celebrada el 09 de agosto de 2001.

2. Esta terna se conforma con la lista de elegibles de Juez (a) 4 Agrario.

3. El Consejo de la Judicatura, en sesión N° CJ-18-06, celebrada el 18 de julio de 2006, en su artículo XII, dispuso: “... 4) que en futuras ternas se incluya a un cuarto aspirante en calidad de suplente, en caso de que uno de los integrantes decline su participación...”

4. De conformidad con lo establecido en el artículo 34 del Estatuto de Servicio Judicial, incisos a) y c) los nombramientos en las plazas que se están consultando – en caso de ser vacantes - quedarán sujetos a que la persona a quien se sustituye, cumpla con el período de prueba establecido.

5. De acuerdo con el artículo 34 del Reglamento de Carrera Judicial, las personas que resulten nombradas en propiedad por primera vez en la Judicatura, deberán aprobar el Subprograma de Nivelación General Básica impartido por la Escuela Judicial como parte de la valoración del período de prueba. 

Se adjunta detalle conteniendo la experiencia y estudios de los interesados (as).”
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[bookmark: marca0][bookmark: marca1][bookmark: marca2]Se procede a realizar el nombramiento interino en la plaza Nº 102139 de Juez o Jueza 4 Agrario del Tribunal Agrario, a partir del 1 de setiembre del 2017 y hasta el último día laboral del 2017, y en la tercera votación, por mayoría de diez votos resultó electa la licenciada María Rosa Castro García, cédula Nº 1-0759-0215. 
La licenciada Fisher González obtuvo siete votos y la licenciada Alpízar Rodríguez recibió dos votos.
En la primera votación la licenciada Fisher González obtuvo nueve votos, la licenciada Castro García recibió siete votos y tres la licenciada Alpízar Rodríguez.
En la segunda votación la licenciada Castro García recibió nueve votos, la licenciada Fisher González obtuvo ocho votos y dos la licenciada Alpízar Rodríguez.
Se solicita al Consejo de la Judicatura la remisión de la terna correspondiente, para llenar interinamente la plaza N° 92898 de Juez o Jueza 3 del Juzgado Agrario de Cartago, hasta el último día laboral del 2017, con motivo del nombramiento de la licenciada María Rosa Castro García.
Es entendido que de conformidad con lo que establece el artículo 19 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, doña María Rosa, para poder ejercer válidamente el cargo en el que fue designada, deberá suscribir la póliza de fidelidad respectiva, conforme lo establece el aviso Nº 1-2017 del 17 de enero del 2017 de la Secretaría General de la Corte.
Asimismo, asumirá su cargo en la fecha indicada y procederá a su juramentación. Además se le recuerda que el nombramiento interino está sujeto a que regrese su titular o que la plaza quede vacante y se nombre en propiedad a otro funcionario o funcionaria.
Al mismo tiempo se hace de conocimiento de la licenciada Castro García que de conformidad con el artículo 141, párrafo segundo, deberá apersonarse a la Secretaría General de la Corte a registrar su firma para los fines que dicha norma establece.
El Despacho del Presidente, el Área de Gestión y Apoyo del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, la Dirección de Gestión Humana, la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, la Escuela Judicial y los despachos interesados, tomarán nota para lo que a cada uno corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXIII
Documento 3963, 4672-17
El Magistrado Aguirre, en condición de Presidente del Consejo de la Judicatura, el máster José Luis Bermúdez Obando, Director interino de Gestión Humana y la máster Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, respectivamente, en oficio Nº SACJ-1448-17 del 28 de marzo del año en curso, manifestaron:
“En atención a los oficios Nos. 11196-16, 11489-16, 11565-16, 13343-16, 711-17, 860-17, 1569-17, 2830-17 de fechas 26 de octubre, 03 y 07 de noviembre y 23 de diciembre del 2016, 23 y 26 de enero, 14 de febrero y 13 de marzo del 2017, se remiten las siguientes ternas para el cargo de Juez (a) 4 Laboral, para nombrar en los despachos que a continuación se detallan: 

	La consulta para la conformación de la presente terna dio inicio el 16/03/2017 y finalizó el 21/03/2017. Se incluyen los datos de la Inspección Judicial del Sistema de Gestión de cada uno de los aspirantes al 28/03/2017.

	Se consultó en la Plataforma de Información Policial (PIP) a cada uno de los aspirantes al 24/03/2017 y ninguno presenta causas penales. 

	Según correo electrónico del 24/03/2017 de la Unidad de Inspección Fiscal - Ministerio Público, ninguna de las personas cuentan con causas disciplinarias.

	Despacho (s)
	Códigos de Puesto
	Observaciones

	1. Tribunal de Trabajo Primer Circuito Judicial de San José.
	43017
	Plaza vacante, en  sustitución del señor Oscar Milton Ugalde Miranda, quien se acogió a su jubilación.  

	2. Tribunal de Trabajo Primer Circuito Judicial de San José.
	109795
	Plaza vacante, en  sustitución de la señora Eugenie Salas Chavarría, quien se acogió a su jubilación.   

	3. Tribunal del Primer Circuito Judicial de Alajuela.
	44423
	Plaza vacante, en  sustitución del señor Luis Porfirio Sánchez Rodríguez, quien paso a otro cargo.   



PRIMERA TERNA
Despacho: Tribunal de Trabajo, Primer Circuito Judicial de San José.
Plaza vacante, número de puesto 43017

ASPIRANTES:

	Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles

	1. Mesén García Luis Eduardo
0107110849
	95,9167
	5

	2. Rodríguez Carrillo Manuel Alfredo
0401440802
	95,9100
	6

	3. Montenegro Espinoza Lourdes Mercedes
0108450977
	95,5709
	9



SUPLENTES:

	Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles

	4. Guerrero Lobato Marniee Sissie
0800650568
	95,2558
	13



Interina en el puesto: Sra. Marniee Sissie Guerrero Lobato
Cédula: 0800650568
Condición laboral: Propietaria como Jueza, Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José.
Vigencia del nombramiento: 30/04/2017

SEGUNDA TERNA
Despacho: Tribunal de Trabajo, Primer Circuito Judicial de San José.
Plaza vacante, número de puesto 109795.

ASPIRANTES:

	Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	1. Mesén García Luis Eduardo
0107110849
	95,9167
	5
	Participa en la terna anterior. 

	2. Rodríguez Carrillo Manuel Alfredo
0401440802
	95,9100
	6
	Participa en la terna anterior.

	3. Montenegro Espinoza Lourdes Mercedes
0108450977
	95,5709
	9
	Participa en la terna anterior.



SUPLENTES:

	Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	4. Guerrero Lobato Marniee Sissie
0800650568
	95,2558
	13
	Participa en la terna anterior.

	5. Fallas Villaplana Álvaro Javier
0107090099
	95,0975
	14
	

	6. Orellana Guevara Estrellita 
0105790491
	95,0038
	18
	

	7. Vargas Soto Silvia Elena 
0108320371
	94,9300
	24
	

	8. Rodríguez Sandí Luis Fernando 0107220489
	94,9281
	25
	



Interino en el puesto: Sr. Luis Eduardo Mesén García
Cédula: 0107110849
Condición laboral: Propietario como Juez, Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José.
Vigencia del nombramiento: 30/04/2017

TERCERA TERNA
Despacho: Tribunal del Primer Circuito Judicial de Alajuela.
Plaza vacante, número de puesto 44423

ASPIRANTES:

	Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	1. López Casal Yuri
0401550122
	96,8067
	4
	

	2. Orellana Guevara Estrellita 
0105790491
	95,0038
	18
	Participa en la terna anterior. 

	3. Soto Álvarez Jorge Mario
0204100884
	94,9717
	20
	



SUPLENTES:

	Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	4. Vargas Soto Silvia Elena 0108320371
	94,9300
	24
	Participa en la terna anterior.

	5. Rodríguez Sandí Luis Fernando 0107220489
	94,9281
	25
	Participa en la terna anterior.

	6. Ortega Tellería Rafael Antonio 0110760786
	94,4313
	27
	

	7. Elizondo Almeida Armando Enrique 0107110384
	92,3963
	38
	



Interina en el puesto: Sra. Jessica Alejandra Jiménez Ramírez
Cédula: 0401710033
Condición laboral: Propietaria como Jueza, Tribunal del Primer Circuito Judicial de Alajuela.
Vigencia del nombramiento: 31/03/2017

Observaciones Generales:

1. Las ternas se integran con tres aspirantes conforme la Ley de Carrera Judicial y de acuerdo con lo establecido por el Consejo de la Judicatura en sesión No CJ-23-01, Artículo VI, celebrada el 10 de julio de 2001 y el Consejo Superior en sesión No.63-01, Artículo XXX, celebrada el 09 de agosto de 2001.

2. Esta terna se conforma con la lista de elegibles de Juez (a) 4 Laboral.

3. El Consejo de la Judicatura, en sesión N° CJ-18-06, celebrada el 18 de julio de 2006, en su artículo XII, dispuso: “... 4) que en futuras ternas se incluya a un cuarto aspirante en calidad de suplente, en caso de que uno de los integrantes decline su participación...”

4. De conformidad con lo establecido en el artículo 34 del Estatuto de Servicio Judicial, incisos a) y c) los nombramientos en las plazas que se están consultando – en caso de ser vacantes - quedarán sujetos a que la persona a quien se sustituye, cumpla con el período de prueba establecido.

5. De acuerdo con el artículo 34 del Reglamento de Carrera Judicial, las personas que resulten nombradas en propiedad por primera vez en la Judicatura, deberán aprobar el Subprograma de Nivelación General Básica impartido por la Escuela Judicial como parte de la valoración del período de prueba. 

6. En Consejo Superior, en sesión No. 077-14, celebrada el 28 de agosto de 2014, en su artículo LVIII, dispuso: “… Juzgados o Tribunales Mixtos, la persona designada debe colaborar con las otras materias, para que exista una distribución equitativa de las cargas de trabajo…”

Se adjunta detalle conteniendo la experiencia y estudios de los interesados (as).”
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ENTRA EL MAGISTRADO GAMBOA Y SALE LA MAGISTRADA ARIAS.
Se procede a realizar el nombramiento en propiedad en la plaza Nº 43017 de Juez o Jueza 4 Laboral en el Tribunal de Trabajo del Primer Circuito Judicial de San José, a partir del 16 de julio del 2017, conforme la siguiente terna:
Luis Eduardo Mesén García
Manuel Alfredo Rodríguez Carrillo
Lourdes Mercedes Montenegro Espinoza  
Por mayoría de catorce votos, se nombró a la licenciada Lourdes Mercedes Montenegro Espinoza, cédula Nº 01-0845-0977.
El licenciado Mesén García obtuvo cuatro votos y el licenciado Rodríguez Carrillo obtuvo un voto.
SALE EL MAGISTRADO RUEDA.
Seguidamente, se procede a la designación en propiedad de Juez o Jueza 4 Laboral en el Tribunal de Trabajo del Primer Circuito Judicial de San José, plaza Nº 109795, a partir del 16 de julio del 2017, conforme la siguiente terna:
Luis Eduardo Mesén García  
Manuel Alfredo Rodríguez Carrillo
Marniee Sissie Guerrero Lobato
Por mayoría de once votos, se nombró al licenciado Manuel Alfredo Rodríguez Carrillo, cédula Nº 4-0144-0802.
El licenciado Mesén García obtuvo seis votos y la licenciada Guerrero Lobato obtuvo un voto.
ENTRA LA MAGISTRADA ARIAS.

A continuación, se procede a realizar el nombramiento en propiedad de Juez o Jueza 4 Laboral en el Tribunal del Primer Circuito Judicial de Alajuela, plaza Nº 44423, a partir del 16 de julio del 2017, conforme la siguiente terna:
Yuri López Casal
Estrellita Orellana Guevara
Jorge Mario Soto Álvarez  
Por mayoría de dieciséis votos, se nombró al licenciado Jorge Mario Soto Álvarez, cédula Nº 02-0410-0884.
La licenciada Orellana Guevara obtuvo dos votos y el licenciado López Casal obtuvo un voto.
Además se solicita al Consejo de la Judicatura la remisión de las ternas correspondientes, para llenar en propiedad las siguientes plazas vacantes:
Plaza Nº 109872 de Juez o Jueza 3 en el Juzgado Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José, con motivo del nombramiento en propiedad de la licenciada Lourdes Mercedes Montenegro Espinoza.
Plaza Nº 44358 de Juez o Jueza 1 en el Tribunal de Trabajo de Menor Cuantía del Segundo Circuito Judicial de San José, con motivo del nombramiento en propiedad del licenciado Manuel Alfredo Rodríguez Carrillo.
Plaza Nº 95501 de Juez o Jueza 4 en el Tribunal de Heredia, con motivo del nombramiento en propiedad del licenciado Jorge Mario Soto Álvarez.
Es entendido que de conformidad con lo que establece el artículo 19 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, las licenciada Montenegro Espinoza y los licenciados Rodríguez Carrillo y Soto Álvarez, para poder ejercer válidamente el cargo en el que fueron designadas y designados, deberán suscribir la póliza de fidelidad respectiva, conforme lo establece el aviso Nº 1-2017 del 17 de enero del 2017 de la Secretaría General de la Corte.
Al mismo tiempo se hace de conocimiento de la y los profesionales designados, que asumirán sus cargos en la fecha indicada y procederán a su juramentación. Además, de conformidad con el artículo 141, párrafo segundo, deben apersonarse a la Secretaría General de la Corte a registrar su firma para los fines que dicha norma establece.
Asimismo, según lo establecido en el artículo 34 del Estatuto de Servicio Judicial, incisos a) y c) los nombramientos en las plazas vacantes quedarán sujetos a que la persona a quien se sustituye cumpla con el período de prueba establecido.
El Despacho del Presidente, el Área de Gestión y Apoyo del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, la Dirección de Gestión Humana, la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, la Escuela Judicial y los despachos interesados, tomarán nota para lo que a cada uno corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXIV
Documento 4996, 6861-17
El Magistrado Aguirre, en condición de Presidente del Consejo de la Judicatura, el máster José Luis Bermúdez Obando, Director interino de Gestión Humana y la máster Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, respectivamente, en oficio Nº SACJ-1447-17 de 24 de abril del año en curso, manifestaron:
“En atención al oficio No. 1994-17 de fecha 23 de febrero de 2017, se remite la terna para el cargo de Juez (a) 4 Contencioso Administrativo, Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, No. Puesto 367799, plaza vacante, en sustitución de la  señora Lorena María Montes de Oca Monge,  quien se acogió a su jubilación.  

	La consulta para la conformación de la presente terna dio inicio el 16/03/2017 y finalizó el 21/03/2017. Según el Sistema de Gestión al 21/04/2017, ninguno de los aspirantes cuenta con expediente disciplinario activo en la Inspección Judicial. 

	Se consultó en la Plataforma de Información Policial (PIP) a cada uno de los aspirantes al 27/03/2017 y ninguno presenta causas penales. 

	Según correo electrónico del 24/03/2017 de la Unidad de Inspección Fiscal - Ministerio Público, ninguna de las personas cuentan con causas disciplinarias.

ASPIRANTES:

	Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles

	1. Fernández Loaiza Erwin Adolfo
0108620436
	87,4720
	42

	2. Aguilar Méndez Omar Daniel
0303710503
	87,4681
	43

	3. Cantillo Conejo José Martín 
0110580503
	86,2509
	51



SUPLENTE:

	Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles

	4.Orozco Solano Víctor Eduardo
0303540725
	85,1873
	54



Interina en el puesto: Sr. José Martín Conejo Cantillo
Cédula: 0110580503
Condición Laboral: Propietario como Juez 3 en el Tribunal Contencioso Administrativo 
Vigencia del nombramiento: 30/04/2017

Observaciones Generales:

1. Las ternas se integran con tres aspirantes conforme la Ley de Carrera Judicial y de acuerdo con lo establecido por el Consejo de la Judicatura en sesión No CJ-23-01, Artículo VI, celebrada el 10 de julio de 2001 y el Consejo Superior en sesión No.63-01, Artículo XXX, celebrada el 09 de agosto de 2001.

2. Esta terna se conforma con la lista de elegibles de Juez (a) 4 Contencioso Administrativo.

3. El Consejo de la Judicatura, en sesión N° CJ-18-06, celebrada el 18 de julio de 2006, en su artículo XII, dispuso: “... 4) que en futuras ternas se incluya a un cuarto aspirante en calidad de suplente, en caso de que uno de los integrantes decline su participación...”

4. De acuerdo con el artículo 34 del Reglamento de Carrera Judicial, las personas que resulten nombradas en propiedad por primera vez en la Judicatura, deberán aprobar el Subprograma de Nivelación General Básica impartido por la Escuela Judicial como parte de la valoración del período de prueba.

Se adjunta detalle conteniendo la experiencia y estudios de los interesados (as).”

- 0 -
Se procede a efectuar el nombramiento en propiedad en la plaza Nº 367799 de Juez o Jueza 4 Contencioso Administrativo del Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, a partir del 16 de julio del 2017, y por mayoría de diez votos resultó electo el licenciado Omar Daniel Aguilar Méndez, cédula Nº 03-0371-0503.
El licenciado Fernández Loaiza obtuvo seis votos y el licenciado Cantillo Conejo recibió tres votos.
Además se solicita al Consejo de la Judicatura la remisión de la terna correspondiente para llenar en propiedad la plaza Nº 100974 de Juez o Jueza 3 en el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda con motivo del nombramiento del licenciado Aguilar Méndez.
Es entendido que de conformidad con lo que establece el artículo 19 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, don Omar Daniel, para poder ejercer válidamente el cargo en el que fue designado, deberá suscribir la póliza de fidelidad respectiva, conforme lo establece el aviso Nº 1-2017 del 17 de enero del 2017 de la Secretaría General de la Corte.
Al mismo tiempo se hace de conocimiento del licenciado Aguilar Méndez, que asumirá su cargo en la fecha indicada y procederá a su juramentación. Además, de conformidad con el artículo 141, párrafo segundo, debe apersonarse a la Secretaría General de la Corte a registrar su firma para los fines que dicha norma establece.
Asimismo, según lo establecido en el artículo 34 del Estatuto de Servicio Judicial, incisos a) y c) los nombramientos en las plazas vacantes quedarán sujetos a que la persona a quien se sustituye cumpla con el período de prueba establecido.
El Despacho del Presidente, el Área de Gestión y Apoyo del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, la Dirección de Gestión Humana, la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, la Escuela Judicial y los despachos interesados, tomarán nota para lo que a cada uno corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXV
Documento 7374-17

	El Magistrado Aguirre, en condición de Presidente del Consejo de la Judicatura, el máster José Luis Bermúdez Obando, Director interino de Gestión Humana y la máster Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, respectivamente, en oficio Nº SACJ-2003-17 de 13 de junio del año en curso, manifestaron:
“En atención al Oficio No. 4860-17  del 05 de mayo de 2017, se remite la terna para el cargo de Juez (a) 4 Familia del Tribunal de Familia del Primer Circuito Judicial de San José, No. Puesto 100784, plaza interina hasta el 30 de diciembre de 2017, en sustitución del señor Diego Benavides Santos, por permiso con goce de salario. 

La consulta para la conformación de la presente terna dio inicio el 17/05/2017 y finalizó el 22/05/2017. Según el Sistema de Gestión al 07/06/2017, ninguno de los aspirantes cuenta con expediente disciplinario activo en la Inspección Judicial.

Se incluyen los datos del Sistema Imputados Área Penal, Sistema de Consulta en Línea y Sigma de cada uno de los aspirantes al 06/06/2017 y ninguno presenta causas penales. 

Según correo electrónico del 02/06/2017 de la Unidad de Inspección Fiscal - Ministerio Público, ninguna de las personas cuentan con causas disciplinarias.

ASPIRANTES:

	Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles

	1. Campos Calvo Yerma
0106070534
	95,2479
	8

	2. Fernández Acuña Ana Cristina
0302630371
	94,8963
	10

	3. Leandro Solano Carlos Eduardo
0302990960
	92,5281
	18



SUPLENTE:

	Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles

	4. Solano Ramírez
Alinne María
0106820696
	91,6993
	20



Interina en el puesto: Sra. Ana Cristina Fernández Acuña
Cédula: 0302630371
Condición Laboral: Propietaria como Jueza 1, Tribunal de Familia.
Vigencia del nombramiento: 09/07/2017


Observaciones Generales:

1. Las ternas se integran con tres aspirantes conforme la Ley de Carrera Judicial y de acuerdo con lo establecido por el Consejo de la Judicatura en sesión No CJ-23-01, Artículo VI, celebrada el 10 de julio de 2001 y el Consejo Superior en sesión No.63-01, Artículo XXX, celebrada el 09 de agosto de 2001.

2. Esta terna se conforma con la lista de elegibles de Juez (a) 4 Familia.

3. El Consejo de la Judicatura, en sesión N° CJ-18-06, celebrada el 18 de julio de 2006, en su artículo XII, dispuso: “... 4) que en futuras ternas se incluya a un cuarto aspirante en calidad de suplente, en caso de que uno de los integrantes decline su participación...”

4. Los nombramientos interinos están sujetos a que regrese el titular o que la plaza quede vacante. 

5. Según lo dispuesto por el Consejo de la Judicatura en sesión CJ-28-13 del 16 de julio de 2009, en su artículo V, y a la circular de la Secretaria General de la Corte No. 147-13 del 20 de diciembre de 2013, no podrán participar en ternas para puestos interinos las personas que estén nombradas en esa misma condición, hasta tanto haya concluido la vigencia del actual nombramiento.

Se adjunta detalle conteniendo la experiencia y estudios de los interesados (as).”

- 0 -
SALE EL SUPLENTE GUTIÉRREZ QUINTERO.
Se procede a realizar el nombramiento interino en la plaza Nº 100784 de Juez o Jueza 4 Familia del Tribunal de Familia del Primer Circuito Judicial de San José, a partir del 16 de agosto del presente año y hasta el 30 de diciembre del 2017, y por mayoría de doce votos resultó electa la licenciada Ana Cristina Fernández Acuña, cédula Nº 03-0263-0371.
La licenciada Campos Calvo obtuvo seis votos. 
Se solicita al Consejo de la Judicatura la remisión de la terna correspondiente, para llenar interinamente la plaza N° 6083 de Juez 1 en el Tribunal de Familia del Primer Circuito Judicial de San José, hasta el 30 de diciembre de 2017, con motivo del nombramiento de la licenciada Ana Cristina Fernández Acuña.
Es entendido que de conformidad con lo que establece el artículo 19 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, doña Ana Cristina, para poder ejercer válidamente el cargo en el que fue designada, deberá suscribir la póliza de fidelidad respectiva, conforme lo establece el aviso Nº 1-2017 del 17 de enero del 2017 de la Secretaría General de la Corte.
Asimismo, asumirá su cargo en la fecha indicada y procederá a su juramentación. Además se le recuerda que el nombramiento interino está sujeto a que regrese su titular o que la plaza quede vacante y se nombre en propiedad a otro funcionario o funcionaria.
Al mismo tiempo se hace de conocimiento de la licenciada Fernández Acuña que de conformidad con el artículo 141, párrafo segundo, deberá apersonarse a la Secretaría General de la Corte a registrar su firma para los fines que dicha norma establece.
El Despacho del Presidente, el Área de Gestión y Apoyo del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, la Dirección de Gestión Humana, la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, la Escuela Judicial y los despachos interesados, tomarán nota para lo que a cada uno corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXVI
Documento 14618-2016 / 240, 1209, 1924-2017
En sesiones N° 2-17, 5-17 y 10-17 celebradas el 30 de enero, 6 de marzo y 8 de mayo del año en curso, artículos XXXVI, LI y XXXVIII, respectivamente, se procedió a conocer el oficio N° SACJ-3208-16 del 6 de diciembre del 2016, suscrito por el Magistrado Aguirre, en su condición de Presidente del Consejo de la Judicatura, los máster José Luis Bermúdez Obando y Lucrecia Chaves Torres, Director interino de Gestión Humana y Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, respectivamente, conteniendo 29 ternas para el cargo de Juez (a) 4 Penal, en los despachos judiciales que ahí se indicaron.
No obstante, en la primera sesión se realizaron únicamente 4 nombramientos en cuanto a las plazas números 109734, 92704, 372049, y 42987, en la segunda sesión se realizaron 6 nombramientos correspondientes a las plazas números 43004, 107743, 350114, 372025, 372026 y 372027 y en la tercera sesión se efectuaron 4 nombramientos referentes a las plazas números 372028, 372029, 367910 y 44523.
En razón de lo anterior, quedó pendiente de resolver lo pertinente en cuanto a las siguientes ternas:
“En atención a los oficios Nos. 4988-15, 7831-15, 9649-15, 3368-16, 4493-16, 4494-16, 5688-16, 6622-16, 7373-16, 7491-16, 9523-16, 9559-16 y 10322-16 de fechas 19 de mayo, 28 de julio y 08 de setiembre de 2015, 01 y 29 de abril, 31 de mayo, 24 de junio, 13 y 14 de julio, 14 y 16 de setiembre, 05 de octubre de 2016, así como correos electrónicos de la Secretaría General de la Corte y del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, se remiten las siguientes ternas para el cargo de Juez (a) 4 Penal, para nombrar en los despachos que a continuación se detallan: 

La consulta para la conformación de la presente terna dio inicio el 19/10/2016 y finalizó el 24/10/2016. Se incluyen los datos de la Inspección Judicial del Sistema de Gestión de cada uno de los aspirantes al 29/11/2016.

Se incluyen  los datos de la  Plataforma de Información Policial (PIP) de cada uno de los aspirantes al 23/11/2016.
 
Según correo electrónico del 23/11/2016 de la Unidad de Inspección Fiscal - Ministerio Público, se incluyen los datos de cada uno de los aspirantes.

	Despacho (s)
	Códigos de Puesto
	Observaciones

	[…]
	[…]
	
[…]

	15. Tribunal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica.
	111295
	Plaza vacante, en sustitución del Sr. José María Arguedas Salazar, quien pasó a otro cargo.

	16. Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica.
	369920
	Plaza vacante, en sustitución del señor Carlos Mauricio Cartín Solís, quien renunció.

	17. Tribunal I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.  

*Despacho Oral y Electrónico. 
	372062
	
Plaza vacante. Plaza ordinaria, presupuesto 2016. 

	18. Tribunal I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.

*Despacho Oral y Electrónico.  Se debe trasladar a Bribrí.
	372063
	
Plaza vacante. Plaza ordinaria, presupuesto 2016. 


	19. Tribunal I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.

*Destacado en Bribrí. Despacho Oral y Electrónico.
	372064
	
Plaza vacante. Plaza ordinaria, presupuesto 2016.  


	20. Tribunal I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.
	369922
	Plaza vacante, en sustitución del Sr. Christian Ulate Durán, quien renunció.  

	21. Tribunal del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, sede Santa Cruz.
	96561
	Plaza vacante, en sustitución del Sr. Rodrigo Guillermo Obando Santamaría, quien pasó a otro cargo.

	22. Tribunal del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, sede Santa Cruz (conoce en apelación Civil y Laboral).
	34274
	Plaza vacante, en sustitución de la señora Adriana Sobrado Barquero, quien renunció.

	23. Tribunal I Circuito Judicial Zona Sur. 

Conocen apelaciones en materia civil y laboral, oral electrónico. Asimismo, se realizan Juicios Penales en las comunidades indígenas de Buenos Aires. Preferible que conozca algún idioma autóctono.
	372051
	Plaza vacante. Plaza ordinaria, presupuesto 2016.

	24. Tribunal I Circuito Judicial Zona Sur

Conocen apelaciones en materia civil y laboral, oral electrónico. Asimismo, se realizan Juicios Penales en las comunidades indígenas de Buenos Aires. Preferible que conozca algún idioma autóctono.
	372052
	Plaza vacante. Plaza ordinaria, presupuesto 2016.

	25. Tribunal I Circuito Judicial Zona Sur. 

Conocen apelaciones en materia civil y laboral, oral electrónico. Asimismo, se realizan Juicios Penales en las comunidades indígenas de Buenos Aires. Preferible que conozca algún idioma autóctono.
	372053
	Plaza vacante. Plaza ordinaria, presupuesto 2016.

	26. Tribunal I Circuito Judicial Zona Sur.

Conocen apelaciones en materia civil y laboral, oral electrónico. Asimismo, se realizan Juicios Penales en las comunidades indígenas de Buenos Aires. Preferible que conozca algún idioma autóctono.

	372054
	Plaza vacante. Plaza ordinaria, presupuesto 2016.

	27. Tribunal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, sede Osa.
	369930
	Plaza vacante. Plaza ordinaria, se encontraba la señora Marina Johanna Bogantes Madrigal nombrada como funcionaria de servicio, quien renunció.

	28. Tribunal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, sede Osa.
	369931
	Plaza vacante, se encontraba nombrado como funcionario de servicio el señor Edwin Mojica Pochet, quien renunció.

	29. Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José.
	43002
	Plaza interina hasta 31/12/2016, en sustitución del señor Raymond Porter Aguilar, quien se encuentra en otro cargo.



[…]


DÉCIMA QUINTA TERNA

Despacho: Tribunal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica.
Plaza vacante, número de puesto 111295.

ASPIRANTES:

	Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	1.Fonseca Ramos
José Francisco
0107860935
	90,0482
	158
	Participa en la terna anterior.

Se incluye de oficio, ya que no dio respuesta en el tiempo establecido.

	2.Porras González
Alberto 
0106670466
	85,0375
	222
	Se incluye de oficio, porque así lo solicitó.

Participa en la terna anterior.

	3.Coles Calderón
Vivian
0302720335
	83,6292
	246
	Participa en la terna anterior.



SUPLENTES:

	Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	4.Piedra Figueroa
Greivin David
0303680432
	80,4319
	278
	

	5.López Bolaños
Joaquín Bernardo
0110440788
	78,7370
	297
	

	6.Oviedo Sánchez
Andrés Elías
0401660013
	78,5266
	301
	

	7. Monge Umaña Rodrigo
0108590523
	78,2597
	304
	
Se incluye de oficio, ya que no dio respuesta en el tiempo establecido. 



Interino en el puesto: Sr. Gerardo Alfonso Salas Herrera
Cédula: 0108050153
Condición laboral: Propietario como Juez, Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica.
Vigencia del nombramiento: 01/01/2017


DÉCIMA SEXTA TERNA

Despacho: Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica.
Plaza vacante, número de puesto 369920.

ASPIRANTES:


	Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	1.Fonseca Ramos
José Francisco
0107860935
	90,0482
	158
	Participa en la terna anterior.

Se incluye de oficio, ya que no dio respuesta en el tiempo establecido.

	2.Porras González
Alberto 
0106670466
	85,0375
	222
	Se incluye de oficio, porque así lo solicitó.

Participa en la terna anterior.

	3.Rodríguez Cruz
Luis Albino 
0700900234
	81,9336
	258
	




SUPLENTES:

	Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	4.Piedra Figueroa
Greivin David
0303680432
	80,4319
	278
	
Participa en la terna anterior.

	5.Oviedo Sánchez
Andrés Elías
0401660013
	78,5266
	301
	Participa en la terna anterior.



	6.Monge Umaña
Rodrigo
0108590523
	78,2597
	304
	Participa en la terna anterior.

Se incluye de oficio, ya que no dio respuesta en el tiempo establecido.

	7.Rodríguez Arrieta Karina Gineth
0205840931
	76,9110
	318
	




Interino en el puesto: Sr. Cristhian Espinoza Pizarro
Cédula: 0503200243
Condición laboral: Propietario como Investigador, Dirección General.
Vigencia del nombramiento: 01/01/2017


DÉCIMA SÉTIMA TERNA

Despacho: Tribunal I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.  
Plaza vacante, número de puesto 372062.

*Despacho Oral y Electrónico. 

ASPIRANTES:

	Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	1.Fonseca Ramos
José Francisco
0107860935
	90,0482
	158
	Participa en la terna anterior.

Se incluye de oficio, ya que no dio respuesta en el tiempo establecido.

	2.Porras González
Alberto 
0106670466
	85,0375
	222
	Se incluye de oficio, porque así lo solicitó.

Participa en la terna anterior.

	3.Rodríguez Cruz
Luis Albino 
0700900234
	81,9336
	258
	Participa en la terna anterior.



SUPLENTES:

	Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	4.Piedra Figueroa
Greivin David
0303680432
	80,4319
	278
	Participa en la terna anterior.

	5.Oviedo Sánchez
Andrés Elías
0401660013
	78,5266
	301
	Participa en la terna anterior.



	6.Monge Umaña
Rodrigo
0108590523
	78,2597
	304
	Participa en la terna anterior.

Se incluye de oficio, ya que no dio respuesta en el tiempo establecido.

	7.Rodríguez Arrieta
Karina Gineth
0205840931
	76,9110
	318
	
Participa en la terna anterior.

	8.Zamora Pérez Krycia 
0109620954
	72,9524
	336
	



Interina en el puesto: Sra. Rose Mary Araya Solano
Cédula: 0110560643
Condición laboral: Interina 
Vigencia del nombramiento: 01/01/2017


DÉCIMA OCTAVA TERNA

Despacho: Tribunal I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.
Plaza vacante, número de puesto 372063.

*Despacho Oral y Electrónico.  Se debe trasladar a Bribrí.

*De todos los elegibles en materia de Juez (a) 4 Penal las siguientes personas fueron las únicas interesadas en participar en el puesto. 

ASPIRANTES:

	Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	1.Fonseca Ramos
José Francisco
0107860935
	90,0482
	158
	Participa en la terna anterior.

Se incluye de oficio, ya que no dio respuesta en el tiempo establecido.

	2.Porras González
Alberto 
0106670466
	85,0375
	222
	Se incluye de oficio, porque así lo solicitó.

Participa en la terna anterior.

	3.Rodríguez Cruz
Luis Albino 
0700900234
	81,9336
	258
	Participa en la terna anterior.



SUPLENTES:

	Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	4.Oviedo Sánchez
Andrés Elías
0401660013
	78,5266
	301
	Participa en la terna anterior.

	5.Monge Umaña
Rodrigo
0108590523
	78,2597
	304
	Participa en la terna anterior.

Se incluye de oficio, ya que no dio respuesta en el tiempo establecido.

	6.Rodríguez Arrieta
Karina Gineth
0205840931
	76,9110
	318
	
Participa en la terna anterior.

	7.Zamora Pérez
Krycia 
0109620954
	72,9524
	336
	Participa en la terna anterior.

	8.Alvarado Vargas
Yolanda Mayela
0108580363
	71,8971
	340
	

	9. Ulate Durán Christian Agustín
0109350997
	70,4022
	351
	



Interino en el puesto: Sr. Milkan Sánchez Aguilar
Cédula: 0205370709
Condición laboral: Propietario como Juez, Juzgado Civil Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica.
Vigencia del nombramiento: 01/01/2017


DÉCIMA NOVENA TERNA

Despacho: Tribunal I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.
Plaza vacante, número de puesto 372064.

*Destacado en Bribrí. Despacho Oral y Electrónico.

*De todos los elegibles en materia de Juez (a) 4 Penal las siguientes personas fueron las únicas interesadas en participar en el puesto. 

ASPIRANTES:

	Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	1.Fonseca Ramos
José Francisco
0107860935
	90,0482
	158
	Participa en la terna anterior.

Se incluye de oficio, ya que no dio respuesta en el tiempo establecido.

	2.Porras González
Alberto 
0106670466
	85,0375
	222
	Se incluye de oficio, porque así lo solicitó.

Participa en la terna anterior.

	3.Rodríguez Cruz
Luis Albino 
0700900234
	81,9336
	258
	
Participa en la terna anterior.




SUPLENTES:

	Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	4.Oviedo Sánchez
Andrés Elías
0401660013
	78,5266
	301
	Participa en la terna anterior.

	5.Monge Umaña
Rodrigo
0108590523
	78,2597
	304
	
Participa en la terna anterior.

Se incluye de oficio, ya que no dio respuesta en el tiempo establecido.

	7.Zamora Pérez
Krycia 
0109620954
	72,9524
	336
	Participa en la terna anterior.

	8.Alvarado Vargas
Yolanda Mayela
0108580363
	71,8971
	340
	Participa en la terna anterior.

	9. Ulate Durán Christian Agustín
0109350997
	70,4022
	351
	Participa en la terna anterior.



Interino en el puesto: Sr. Carlos Darío Alvarez Arrieta
Cédula: 0204630645
Condición laboral: Propietario como Juez, Juzgado Penal Talamanca.
Vigencia del nombramiento: 01/01/2017


VIGÉSIMA TERNA

Despacho: Tribunal I Circuito Judicial de la Zona Atlántica.
Plaza vacante, número de puesto 369922.

*De todos los elegibles en materia de Juez (a) 4 Penal las siguientes personas fueron las únicas interesadas en participar en el puesto. 

ASPIRANTES:

	Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	1.Fonseca Ramos
José Francisco
0107860935
	90,0482
	158
	Participa en la terna anterior.

Se incluye de oficio, ya que no dio respuesta en el tiempo establecido.

	2.Porras González
Alberto 
0106670466
	85,0375
	222
	Se incluye de oficio, porque así lo solicitó.

Participa en la terna anterior.

	3.Rodríguez Cruz
Luis Albino 
0700900234
	81,9336
	258
	Participa en la terna anterior.



SUPLENTES:

	Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	4.Piedra Figueroa
Greivin David
0303680432
	80,4319
	278
	Participa en la terna anterior.

	5.Oviedo Sánchez
Andrés Elías
0401660013
	78,5266
	301
	Participa en la terna anterior.


	6.Monge Umaña
Rodrigo
0108590523
	78,2597
	304
	Participa en la terna anterior.

Se incluye de oficio, ya que no dio respuesta en el tiempo establecido.

	7.Rodríguez Arrieta
Karina Gineth
0205840931
	76,9110
	318
	Participa en la terna anterior.

	8.Zamora Pérez
Krycia 
0109620954
	72,9524
	336
	Participa en la terna anterior.

	9. Ulate Durán Christian Agustín
0109350997
	70,4022
	351
	Participa en la terna anterior.



Interina en el puesto: Sra. Derek Doyley Jacamo
Cédula: 0112740796
Condición laboral: Propietaria como Técnica Jurídica, Fiscalía Adjunta Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica.
Vigencia del nombramiento: 01/01/2017


VIGÉSIMA PRIMERA TERNA

Despacho: Tribunal del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, sede Santa Cruz.
Plaza vacante, número de puesto 96561.


ASPIRANTES:

	Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	1.Fonseca Ramos
José Francisco
0107860935
	90,0482
	158
	Participa en la terna anterior.

Se incluye de oficio, ya que no dio respuesta en el tiempo establecido.

	2.Peralta Montoya
Juan Carlos
0107790574
	89,5441
	163
	Participa en la terna anterior.

	3.Porras González
Alberto 
0106670466
	85,0375
	222
	Se incluye de oficio, porque así lo solicitó.

Participa en la terna anterior.



SUPLENTES:

	Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	4.Rodríguez Cruz
Luis Albino 
0700900234
	81,9336
	258
	Participa en la terna anterior.

	5.López Bolaños
Joaquín Bernardo
0110440788
	78,7370
	297
	Participa en la terna anterior.


	6.Oviedo Sánchez
Andrés Elías
0401660013
	78,5266
	301
	Participa en la terna anterior.


	7.Monge Umaña
Rodrigo
0108590523
	78,2597
	304
	Participa en la terna anterior.

Se incluye de oficio, ya que no dio respuesta en el tiempo establecido.

	8. Porras Cascante Miguel Alejandro
0105830368
	77,7372
	307
	



Interina en el puesto: Sra. Laura Alejandra Cubillo Madrigal
Cédula: 0110340270
Condición laboral: Interina
Vigencia del nombramiento: 01/01/2017


VIGÉSIMA SEGUNDA TERNA

Despacho: Tribunal del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, sede Santa Cruz (conoce en apelación Civil y Laboral).

Plaza vacante, número de puesto 34274.

*De todos los elegibles en materia de Juez (a) 4 Penal las siguientes personas fueron las únicas interesadas en participar en el puesto. 

ASPIRANTES:

	Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	1.Fonseca Ramos
José Francisco
0107860935
	90,0482
	158
	Participa en la terna anterior.

Se incluye de oficio, ya que no dio respuesta en el tiempo establecido.

	2.Peralta Montoya
Juan Carlos
0107790574
	89,5441
	163
	Participa en la terna anterior.

	3.Porras González
Alberto 
0106670466
	85,0375
	222
	Se incluye de oficio, porque así lo solicitó.

Participa en la terna anterior.



SUPLENTES:

	Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	4.Rodríguez Cruz
Luis Albino 
0700900234
	81,9336
	258
	Participa en la terna anterior.

	5.López Bolaños
Joaquín Bernardo
0110440788
	78,7370
	297
	Participa en la terna anterior.

	6.Oviedo Sánchez
Andrés Elías
0401660013
	78,5266
	301
	Participa en la terna anterior.


	7.Monge Umaña
Rodrigo
0108590523
	78,2597
	304
	Participa en la terna anterior.

Se incluye de oficio, ya que no dio respuesta en el tiempo establecido.

	8. Porras Cascante Miguel Alejandro
0105830368
	77,7372
	307
	Participa en la terna anterior.


	9.Rodríguez Arrieta
Karina Gineth
0205840931
	76,9110
	318
	Participa en la terna anterior.

	10.Zamora Pérez
Krycia 
0109620954
	72,9524
	336
	Participa en la terna anterior.


	11.Segura Hernández Henry Gerardo
0106460569
	71,4118
	342
	

	12.López Carmona Francisco Enrique 
0603410265
	71,2708
	343
	


	13. López Cambronero Esteban Antonio
0110180312
	70,5198
	350
	



	14. Ulate Durán Christian Agustín
0109350997
	70,4022
	351
	Participa en la terna anterior.




Interino en el puesto: Sr. Rolando Enrique Valverde Calvo
Cédula: 0502930593
Condición laboral: Propietario como Juez, Juzgado Cobro y Tránsito Segundo Circuito Judicial de Guanacaste.
Vigencia del nombramiento: 01/01/2017


VIGÉSIMA TERCERA TERNA

Despacho: Tribunal I Circuito Judicial Zona Sur. 
Plaza vacante, número de puesto 372051.

*Conocen apelaciones en materia civil y laboral, oral electrónico Asimismo, se realizan Juicios Penales en las comunidades indígenas de Buenos Aires. Preferible que conozca algún idioma autóctono.

ASPIRANTES:

	Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	1.Fonseca Ramos
José Francisco
0107860935

	90,0482
	158
	Participa en la terna anterior.

Se incluye de oficio, ya que no dio respuesta en el tiempo establecido.

	2.Peralta Montoya
Juan Carlos
0107790574
	89,5441
	163
	Participa en la terna anterior.

	3.Muñoz Ramírez
Luis Diego
0108360582
	85,8393
	213
	



SUPLENTES:

	Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	4.Porras González
Alberto 
0106670466
	85,0375
	222
	Se incluye de oficio, porque así lo solicitó.

Participa en la terna anterior.

	5.Piedra Figueroa
Greivin David
0303680432
	80,4319
	278
	Participa en la terna anterior.

	6.Oviedo Sánchez
Andrés Elías
0401660013
	78,5266
	301
	Participa en la terna anterior.



	7.Monge Umaña
Rodrigo
0108590523
	78,2597
	304
	Participa en la terna anterior.

Se incluye de oficio, ya que no dio respuesta en el tiempo establecido.

	8.Rodríguez Arrieta
Karina Gineth
0205840931
	76,9110
	318
	Participa en la terna anterior.



Interino en el puesto: Sr. Esteban Antonio López Cambronero
Cédula: 0110180312
Condición laboral: Interino 
Vigencia del nombramiento: 01/01/2017


VIGÉSIMA CUARTA TERNA

Despacho: Tribunal I Circuito Judicial Zona Sur.
Plaza vacante, número de puesto 372052

*Conocen apelaciones en materia civil y laboral, oral electrónico Asimismo, se realizan Juicios Penales en las comunidades indígenas de Buenos Aires. Preferible que conozca algún idioma autóctono.

ASPIRANTES:

	Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	1.Fonseca Ramos
José Francisco
0107860935
	90,0482
	158
	Participa en la terna anterior.

Se incluye de oficio, ya que no dio respuesta en el tiempo establecido.

	2.Peralta Montoya
Juan Carlos
0107790574
	89,5441
	163
	Participa en la terna anterior.

	3.Muñoz Ramírez
Luis Diego
0108360582
	85,8393
	213
	Participa en la terna anterior.



SUPLENTES:

	Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	4.Porras González
Alberto 
0106670466
	85,0375
	222
	Se incluye de oficio, porque así lo solicitó.

Participa en la terna anterior.

	5.Piedra Figueroa
Greivin David
0303680432
	80,4319
	278
	Participa en la terna anterior.

	6.Oviedo Sánchez
Andrés Elías
0401660013
	78,5266
	301
	Participa en la terna anterior.


	7.Monge Umaña
Rodrigo
0108590523
	78,2597
	304
	Participa en la terna anterior.

Se incluye de oficio, ya que no dio respuesta en el tiempo establecido.

	8.Rodríguez Arrieta
Karina Gineth
0205840931
	76,9110
	318
	Participa en la terna anterior.

	09.Madrigal Navarro Javier Lisandro
0303760036
	73,2262
	334
	



	10.Zamora Pérez
Krycia 
0109620954
	72,9524
	336
	Participa en la terna anterior.

	11. López Cambronero Esteban Antonio
0110180312
	70,5198
	350
	Participa en la terna anterior.




Interino en el puesto: Sr. Manuel Salvador Morales Vásquez
Cédula: 0303430113
Condición laboral: Propietario como Técnico Judicial, Tribunal Cartago.
Vigencia del nombramiento: 01/01/2017

VIGÉSIMA QUINTA TERNA

Despacho: Tribunal I Circuito Judicial Zona Sur.
Plaza vacante, número de puesto 372053.

*Conocen apelaciones en materia civil y laboral, oral electrónico Asimismo, se realizan Juicios Penales en las comunidades indígenas de Buenos Aires. Preferible que conozca algún idioma autóctono.

*De todos los elegibles en materia de Juez (a) 4 Penal las siguientes personas fueron las únicas interesadas en participar en el puesto. 

ASPIRANTES:


	Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	1.Fonseca Ramos
José Francisco
0107860935
	90,0482
	158
	Participa en la terna anterior.

Se incluye de oficio, ya que no dio respuesta en el tiempo establecido.

	2.Peralta Montoya
Juan Carlos
0107790574
	89,5441
	163
	Participa en la terna anterior.

	3.Muñoz Ramírez
Luis Diego
0108360582
	85,8393
	213
	Participa en la terna anterior.



SUPLENTES:

	Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	4.Porras González
Alberto 
0106670466
	85,0375
	222
	Se incluye de oficio, porque así lo solicitó.

Participa en la terna anterior.

	5.Piedra Figueroa
Greivin David
0303680432
	80,4319
	278
	Participa en la terna anterior.

	6.Oviedo Sánchez
Andrés Elías
0401660013
	78,5266
	301
	Participa en la terna anterior.


	7.Monge Umaña
Rodrigo
0108590523
	78,2597
	304
	Participa en la terna anterior.

Se incluye de oficio, ya que no dio respuesta en el tiempo establecido.

	8.Rodríguez Arrieta
Karina Gineth
0205840931

	76,9110
	318
	
Participa en la terna anterior.

	09.Madrigal Navarro Javier Lisandro
0303760036
	73,2262
	334
	Participa en la terna anterior.

	10.Zamora Pérez
Krycia 
0109620954
	72,9524
	336
	Participa en la terna anterior.

	11. López Cambronero Esteban Antonio
0110180312
	70,5198
	350
	Participa en la terna anterior.


	12. Ulate Durán Christian Agustín
0109350997
	70,4022
	351
	Participa en la terna anterior.




Interina en el puesto: Sra. Erika Isabel Cordero Marroquín
Cédula: 0701610866
Condición laboral: Propietaria como Jueza, Tribunal Primer Circuito Judicial de la Zona Sur.
Vigencia del nombramiento: 01/01/2017


VIGÉSIMA SEXTA TERNA

Despacho: Tribunal I Circuito Judicial Zona Sur.
Plaza vacante, número de puesto 372054.

*Conocen apelaciones en materia civil y laboral, oral electrónico Asimismo, se realizan Juicios Penales en las comunidades indígenas de Buenos Aires. Preferible que conozca algún idioma autóctono.

*De todos los elegibles en materia de Juez (a) 4 Penal las siguientes personas fueron las únicas interesadas en participar en el puesto. 

ASPIRANTES:

	Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	1.Fonseca Ramos
José Francisco
0107860935
	90,0482
	158
	Participa en la terna anterior.

Se incluye de oficio, ya que no dio respuesta en el tiempo establecido.

	2.Peralta Montoya
Juan Carlos
0107790574
	89,5441
	163
	
Participa en la terna anterior.

	3.Muñoz Ramírez
Luis Diego
0108360582
	85,8393
	213
	Participa en la terna anterior.



SUPLENTES:

	Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	4.Porras González
Alberto 
0106670466
	85,0375
	222
	Se incluye de oficio, porque así lo solicitó.

Participa en la terna anterior.

	5.Piedra Figueroa
Greivin David
0303680432
	80,4319
	278
	Participa en la terna anterior.

	6.Oviedo Sánchez
Andrés Elías
0401660013
	78,5266
	301
	Participa en la terna anterior.

	7.Monge Umaña
Rodrigo
0108590523
	78,2597
	304
	Participa en la terna anterior.

Se incluye de oficio, ya que no dio respuesta en el tiempo establecido.

	8.Rodríguez Arrieta
Karina Gineth
0205840931
	76,9110
	318
	
Participa en la terna anterior.

	9.Madrigal Navarro Javier Lisandro
0303760036
	73,2262
	334
	Participa en la terna anterior.



	10.Zamora Pérez
Krycia 
0109620954
	72,9524
	336
	Participa en la terna anterior.

	11. López Cambronero Esteban Antonio
0110180312
	70,5198
	350
	Participa en la terna anterior.


	12. Ulate Durán Christian Agustín
0109350997
	70,4022
	351
	Participa en la terna anterior.




Interino en el puesto: Sr. Manuel Gerardo Fallas Calderón
Cédula: 0109260942
Condición laboral: Propietario como Oficial de Investigación, Dirección General.
Vigencia del nombramiento: 01/01/2017


VIGÉSIMA SÉTIMA TERNA

Despacho: Tribunal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, sede Osa.
Plaza vacante, número de puesto 369930.

*De todos los elegibles en materia de Juez (a) 4 Penal las siguientes personas fueron las únicas interesadas en participar en el puesto. 

ASPIRANTES:

	Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	1.Fonseca Ramos
José Francisco
0107860935
	90,0482
	158
	Participa en la terna anterior.

Se incluye de oficio, ya que no dio respuesta en el tiempo establecido.

	2.Peralta Montoya
Juan Carlos
0107790574
	89,5441
	163
	
Participa en la terna anterior.

	3.Porras González
Alberto 
0106670466
	85,0375
	222
	Se incluye de oficio, porque así lo solicitó.

Participa en la terna anterior.



SUPLENTES:

	Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	4.Rodríguez Cruz
Luis Albino 
0700900234
	81,9336
	258
	Participa en la terna anterior.


	5.Monge Umaña
Rodrigo
0108590523
	78,2597
	304
	Participa en la terna anterior.

Se incluye de oficio, ya que no dio respuesta en el tiempo establecido.

	6.Zamora Pérez
Krycia 
0109620954
	72,9524
	336
	Participa en la terna anterior.


	7. López Cambronero Esteban Antonio
0110180312
	70,5198
	350
	Participa en la terna anterior.


	8. Ulate Durán Christian Agustín
0109350997
	70,4022
	351
	Participa en la terna anterior.




Interina en el puesto: Sra. Frannia Chavarría Flores
Cédula: 0602790233
Condición laboral: Propietaria como Técnica Judicial, Tribunal Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, Sede Osa.
Vigencia del nombramiento: 01/01/2017


VIGÉSIMA OCTAVA TERNA

Despacho: Tribunal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, sede Osa.
Plaza vacante, número de puesto 369931.

*De todos los elegibles en materia de Juez (a) 4 Penal las siguientes personas fueron las únicas interesadas en participar en el puesto. 

ASPIRANTES:

	Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	1.Fonseca Ramos
José Francisco
0107860935
	90,0482
	158
	Participa en la terna anterior.

Se incluye de oficio, ya que no dio respuesta en el tiempo establecido.

	2.Peralta Montoya
Juan Carlos
0107790574
	89,5441
	163
	Participa en la terna anterior.

	3.Porras González
Alberto 
0106670466
	85,0375
	222
	Se incluye de oficio, porque así lo solicitó.

Participa en la terna anterior.



SUPLENTES:

	Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	4.Monge Umaña
Rodrigo
0108590523
	78,2597
	304
	Participa en la terna anterior.

Se incluye de oficio, ya que no dio respuesta en el tiempo establecido.

	5.Zamora Pérez
Krycia 
0109620954
	72,9524
	336
	Participa en la terna anterior.

	6.López Cambronero
Esteban Antonio
0110180312
	70,5198
	350
	Participa en la terna anterior.

	7. Ulate Durán Christian Agustín
0109350997
	70,4022
	351
	Participa en la terna anterior.



Interina en el puesto: Sra. Gelen Vanessa Sánchez Chavarría
Cédula: 0204990187
Condición laboral: Interina 
Vigencia del nombramiento: 01/01/2017


VIGÉSIMA NOVENA TERNA

Despacho: Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José.
Plaza interina hasta 31/12/2016, número de puesto 43002.

ASPIRANTES:

	Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	1.Rivera Rodríguez
Douglas Ivan
0107070909
	91,5944
	125
	Participa en la terna anterior.


	2.Guevara Muñoz
Ricardo
0203990044
	91,4548
	130
	Participa en la terna anterior.


	3.Mora Quirós
Edgar Andrés
0303470074
	90,1041
	156
	Participa en la terna anterior.




SUPLENTES:

	Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	4.Fonseca Ramos
José Francisco
0107860935
	90,0482
	158
	Participa en la terna anterior.

Se incluye de oficio, ya que no dio respuesta en el tiempo establecido.

	5.Villalobos Soto
Mariela Virginia
0108470667
	86,3004
	210
	Participa en la terna anterior.


	6.Pereira Valerin
Leonardo Esteban
0303700022
	86,1837
	211
	Participa en la terna anterior.


	7.Hernández Martínez
Giovanni Ricardo
0110350410
	85,4060
	218
	Participa en la terna anterior.

	8.Valenciano Chinchilla Alejandra 
0111040484
	85,0617
	221
	Participa en la terna anterior.



Interina en el puesto: Sra. Mariela Virginia Villalobos Soto
Cédula: 0108470667
Condición laboral: Propietaria como Jueza, Juzgado Penal Primer Circuito Judicial de San José.
Vigencia del nombramiento: 01/01/2017

Observaciones Generales:

1. Las ternas se integran con tres aspirantes conforme la Ley de Carrera Judicial y de acuerdo con lo establecido por el Consejo de la Judicatura en sesión No CJ-23-01, Artículo VI, celebrada el 10 de julio de 2001 y el Consejo Superior en sesión No.63-01, Artículo XXX, celebrada el 09 de agosto de 2001.

2. Esta terna se conforma con la lista de elegibles de Juez (a) 4 Penal.

3. El Consejo de la Judicatura, en sesión N° CJ-18-06, celebrada el 18 de julio de 2006, en su artículo XII, dispuso: “... 4) que en futuras ternas se incluya a un cuarto aspirante en calidad de suplente, en caso de que uno de los integrantes decline su participación...”

4. Los nombramientos interinos están sujetos a que regrese el titular o que la plaza quede vacante.

5. Según lo dispuesto por el Consejo de la Judicatura en sesión CJ-28-13 del 16 de julio de 2009, en su artículo V, y a la circular de la Secretaria General de la Corte No. 147-13 del 20 de diciembre de 2013, no podrán participar en ternas para puestos interinos las personas que estén nombradas en esa misma condición, hasta tanto haya concluido la vigencia del actual nombramiento.

6. De conformidad con lo establecido en el artículo 34 del Estatuto de Servicio Judicial, incisos a) y c) los nombramientos en las plazas que se están consultando – en caso de ser vacantes - quedarán sujetos a que la persona a quien se sustituye, cumpla con el período de prueba establecido.

7. De acuerdo con el artículo 34 del Reglamento de Carrera Judicial, las personas que resulten nombradas en propiedad por primera vez en la Judicatura, deberán aprobar el Subprograma de Nivelación General Básica impartido por la Escuela Judicial como parte de la valoración del período de prueba. 

8. En los Tribunales y Juzgados Mixtos, la persona designada debe colaborar con las otras materias, para que exista una distribución equitativa de las cargas de trabajo.

Se adjunta detalle conteniendo la experiencia y estudios de los interesados (as).”

- 0 -

El licenciado José Francisco Fonseca Ramos, Fiscal Adjunto 2 del Ministerio Público, en correo electrónico del 12 de enero de este año, señaló:
“Tengo el agrado de dirigirme a ustedes, con la finalidad de informarles que por imposibilidad material, no se brindó la respuesta correspondiente a la consulta de la terna para el puesto de Juez 4, la cual según se me informa fue remitida para conocimiento de Corte Plena, bajo el número de oficio SACJ 3208-2016. En consecuencia, por este medio hago de su conocimiento que no es de mi interés participar en dicha concurso y a la vez les solicito amablemente se gestione a través de ustedes lo correspondiente ante la Secretaria General de la Corte.
- 0 -
Se procede a realizar el nombramiento en propiedad en la plaza Nº 111295, de Juez o Jueza 4 Penal en el Tribunal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, a partir del 16 de julio del 2017, conforme a la siguiente terna:
Alberto Porras González 
Vivian Coles Calderón 
Greivin David Piedra Figueroa 
Por mayoría de doce votos, se nombró al licenciado Greivin David Piedra Figueroa, cédula Nº 3-0368-0432.
La licenciada Vivian Coles Calderón obtuvo cinco votos y el licenciado Alberto Porras González recibió un voto.
Seguidamente, se procede a la designación en propiedad en la plaza Nº 369920 de Juez o Jueza 4 Penal en el Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, a partir del 16 de julio del 2017, conforme la siguiente terna:
Alberto Porras González
Luis Albino Rodríguez Cruz
Andrés Elías Oviedo Sánchez
Asimismo se agregaron las siguientes opciones de votación:
Ampliar terna

Nueva Terna

En la tercera votación por mayoría de trece votos se nombró al licenciado Luis Albino Rodríguez Cruz, cédula Nº 07-0090-0234.
Se recibieron cuatro votos por solicitar nueva terna y uno por ampliar terna.
En la primera votación se recibieron ocho votos por solicitar nueva terna, el licenciado Rodríguez Cruz obtuvo seis votos, dos el licenciado Porras González, y se obtuvieron dos votos por ampliar terna.
En la segunda votación el licenciado Rodríguez Cruz obtuvo ocho votos, se recibieron seis votos por solicitar nueva terna, tres por ampliar terna y el licenciado Porras González obtuvo un voto.
SALEN LA MAGISTRADA ARIAS Y LOS SUPLENTES DESANTI HENDERSON Y PACHECO SALAZAR.
Finalmente, para el nombramiento en propiedad de Juez o Jueza 4 Penal en el Tribunal del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, puesto Nº 372062, la terna quedó conformada de la siguiente manera:
Alberto Porras González
Andrés Elías Oviedo Sánchez
Rodrigo Monge Umaña
Asimismo se agregaron las siguientes opciones de votación:
Ampliar terna
Nueva Terna
Por mayoría de trece votos se acordó solicitar nueva terna.
Los licenciados Porras González y Monge Umaña recibieron un voto cada uno.  
Se solicita al Consejo de la Judicatura la remisión de la terna correspondiente para llenar en propiedad la plaza vacante Nº 44697 de Juez o Jueza 1 en el Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Paraíso, con motivo del nombramiento en propiedad del licenciado  Luis Albino Rodríguez Cruz.
Es entendido que de conformidad con lo que establece el artículo 19 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, los licenciados Piedra Figueroa y Rodríguez Cruz para poder ejercer válidamente el cargo en el que fueron designadas y designados, deberán suscribir la póliza de fidelidad respectiva, conforme lo establece el aviso Nº 1-2017 del 17 de enero del 2017 de la Secretaría General de la Corte.
Al mismo tiempo se hace de conocimiento de los profesionales designados, que asumirán sus cargos en la fecha indicada y procederán a su juramentación. Además, de conformidad con el artículo 141, párrafo segundo, deben apersonarse a la Secretaría General de la Corte a registrar su firma para los fines que dicha norma establece.
Asimismo, según lo establecido en el artículo 34 del Estatuto de Servicio Judicial, incisos a) y c) los nombramientos en las plazas vacantes quedarán sujetos a que la persona a quien se sustituye cumpla con el período de prueba establecido.
El Despacho del Presidente, el Área de Gestión y Apoyo del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, la Dirección de Gestión Humana, la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, la Escuela Judicial y los despachos interesados, tomarán nota para lo que a cada uno corresponda. Se declara acuerdo firme.
- 0 -
A las 16:20 horas se levanta la sesión con la asistencia del Presidente, magistrado Chinchilla; de las magistradas y de los magistrados Rivas, Solís, Molinari, Varela, Sánchez, Gamboa, Cruz, Castillo, Salazar Alvarado; los suplentes Seign Murillo, Blanco González, Olaso Álvarez, Robleto Gutiérrez y Hernández Gutiérrez.

Ref. Oficio: 612-PLA-2017

Ref. SICE: 139-2017

San José, 15 de marzo de 2017

Senor:
Elias Mufoz Jiménez, Jefe a.i.

Proceso Ejecucion de las Operaciones

Estimado Sefior:

Nos referimos al informe 3-MI-2017 de fecha 9 de marzo de 2017, suscrito por el Lic.
Minor Alvarado Chaves, Jefe a.i. del Subproceso de Modernizacion Institucional,
relacionado con el plan de trabajo de las 13 plazas de Jueza o Juez 4, incluidas en el
informe 30-PLA-P1-2016 de los Tribunales de Apelacion Civil y de Trabajo, con el fin de
brindar el criterio requerido en su oficio 612-PLA-2017, de esa misma fecha:

|.- Antecedentes:

a.- Mediante acuerdo de Corte Plena 19 del 8 de Junio del 2016, se aprobd el informe 30-
PLA-PI-2016 que incluia la recomendacion en recurso humano de 13 plazas extraordinarias
de Jueza o Juez 4, 11 de Tecnica o Técnico Judicial 3 y 6 de Coordinadora o Coordinador
Judicial 3 asignadas a los Tribunales de Segunda Instancia del pais.

b.- En el informe 3-M1-2017 la Direccion de Planificacion se propone:

1. Aprobar las propuestas aqui descritas, con el fin de reducir los circulantes en los
Tribunales citados y garantizar de acuerdo a la carga de trabajo, la asignacion de

personal especializado en el conocimiento de las apelaciones civiles y de trabajo, de





la redaccion de los proyectos de resolucion y del fallo de los asuntos de puro derecho
en estas materias.

2. Ampliar la competencia territorial de las plazas (374322, 374316, 374303, 373304 y
374314) para estén en capacidad de conocer asuntos civiles y de trabajo a nivel
nacional, segun las recomendaciones de la Direccion de Planificacion considerando
las cargas de trabajo de los Tribunales Superiores del pais.

3. No solicitar ain por parte de la Secretaria General de la Corte, el concurso para las
plazas 374322, 374316, 374303, 373304 y 374314,

4. Cabe mencionar que esta propuesta fue validada por la Comision de la Jurisdiccion
Civil, por el sefior Magistrado de la Sala Segunda Luis Porfirio Sanchez, Lic.
Fabricio Garro Vargas y Lic. Fabian Arrieta Segleau.

No obstante lo anterior, siendo esta propuesta una modificacion al planteamiento
inicial del informe 30-PLA-PI-2016 y que genera un impacto en las labores propias
de cada area administrativas en la implementacion de la Reforma al Codigo de
Trabajo es necesario conocer el criterio al respecto de las dependencias

involucradas, previo a ponerse en conocimiento de Corte Plena.

5. Este oficio modifica el apartado de Tribunales de Apelacion y personal de apoyo del
informe 2-PLA-2017 de 9 de enero de 2017 dirigido a Gestion Humana.

6. En lo que respecta a las plazas que estaran temporalmente asignadas en un Tribunal
especifico (374322, 374316), debera la Direccion Ejecutiva atender la necesidad de
espacio fisico y equipo de computo.

c.- El Consejo de Personal, en el articulo I-a de la sesion del Consejo de Personal N° 04-
2017 celebrada el 07 de marzo de 2017,recomienda al Consejo Superior, en lo que interesa,

lo siguiente:

En referencia a la creacion del Tribunal de Apelaciones en materia laboral, actualmente
existen despachos de ese tipo en la materia Contencioso Administrativa y la materia Penal
y Penal Juvenil, al respecto los jueces que integran esos despachos se encuentran
clasificados como “Juez 5”. En cuanto a dicha clasificacion se debe mencionar que en la

actualidad los Jueces que laboran en los Tribunales de Trabajo de acuerdo con la serie





que maneja el Poder Judicial estan clasificados a nivel de “Juez 4”. En relacion a las
diferentes tareas asignas a los Jueces se observa que existen semejanzas en cuanto a las
tareas, nivel de responsabilidad, dificultad y otros factores de valoracién y clasificacion de
los puestos, por lo tanto se estima con fundamento los principios de Igualdad salarial y
laboral el cual define que un salario igual para trabajo igual, contenido en los articulos N°
57 y N° 68 de la Constitucion Politica y por ende, el principio de igualdad ante la Ley
contenido en el articulo N° 33 de la Constitucion Politica, que dichos puestos se deben

reasignar a la clase de “Juez 5” lo anterior buscando la consistencia en la estructura

organizacional de los puestos adscritos a la Judicatura.

I1.- Criterio:

a.- La propuesta contenida en el informe 3-MI-2017 de fecha 9 de marzo de 2017,
suscrito por el Lic. Minor Alvarado Chaves, Jefe a.i. del Subproceso de Modernizacion
Institucional, relacionado con el plan de trabajo de las 13 plazas de Jueza o Juez 4,
incluidas en el informe 30-PLA-PI1-2016 de los Tribunales de Apelacion Civil y de Trabajo,
fue valorada en una reunién conjunta en la que participaron los sefiores Magistrados
Molinari Vilchez y Sanchez Rodriguez y se considerd que se ajustaba a la realidad y
necesidad de las jurisdicciones civil y laboral, particularmente en lo que atafie a la
necesidad de recurso humano especializado para atender la segunda instancia de esos

procesos de cara a la implementacién de ambas reformas.

b.- No obstante lo anterior, para ese momento no se contaba con el criterio emitido por el
Consejo de Personal, en el articulo I-a de la sesion del Consejo de Personal N° 04-2017
celebrada el 07 de marzo de 2017recomienda al Consejo Superior, en primera instancia,
recalificar las plazas de las personas juzgadoras de los Tribunales de Apelacion Civil y

Laboral a la categoria de juez(a) 5.

c.- A partir de este nuevo escenario nos parece que existen razones de orden juridico y de
conveniencia y necesidad institucional que ameritan revisar las recomendaciones
contenidas en el informe 3-MI-2017 y ajustar la propuesta de la Direccién de Planificacion

en lo que atafie a la conformacion y competencia de los tribunales especializados civiles y





laborales a partir de la entrada en vigencia de la reforma el proximo 25 de julio del presente

afio.

d.- En ese orden de cosas exponemos las razones juridicas que, a nuestro juicio,
constituyen un obsticulo para mantener la estructura de los Tribunales de Apelacion
propuesta a partir del 25 de julio de 2017:

El Poder Judicial, como Poder del Estado, estd sometido en su accionar al principio de
legalidad, y en ese tanto Unicamente puede realizar los actos que, conforme a la ley, tenga

permitidos.

Los Tribunales de Apelacion en materia laboral se crean en ley n° 9343, articulos 5 y 6, los

cuales literalmente disponen:

ARTICULO 5.- Se mantiene el actual Tribunal de Trabajo, con sede en el Segundo
Circuito Judicial de San José, el cual tendra funciones de Tribunal de Apelaciones y sera
reestructurado reduciendo su nimero de jueces a la cantidad necesaria. La Corte Suprema
de Justicia mantendrd o creara oportunamente, como parte del mismo tribunal, las
secciones gque sean necesarias para atender adecuadamente el volumen de trabajo.

ARTICULO 6.- Se crean tribunales de apelaciones en los circuitos judiciales de Alajuela,
Heredia, Cartago, Puntarenas, San Carlos, Pérez Zeleddn, Limoén y Pococi, con la
jurisdiccion territorial que determine la Corte Suprema de Justicia e integrados por tres
jueces. Entraran en funcionamiento cuando, a juicio de la Corte Suprema de Justicia, el
volumen de trabajo asi lo amerite. La Corte queda facultada para hacer atribuciones de
competencia a los tribunales actualmente existentes, creando, si fuera necesario, secciones

especializadas para la materia laboral.

Es claro que el legislador, al prever establecer la transformacion del Tribunal de Trabajo de
San José en un Tribunal de Apelaciones, y crear ese tipo de drganos jurisdiccionales en
otras circunscripciones territoriales del pais, definié que estos despachos tendrian una
naturaleza juridica distinta a la de los actuales Tribunales Colegiados, lo que se justifica en
sus nuevas competencias y el incremento en su nivel de responsabilidad, ya que donde
conozcan de la apelacion de una sentencia, resolveran en ultima instancia, potestad y

competencia que hoy solo tenian en asuntos de ejecucion de sentencia y en procesos





colectivos. Esta circunstancia es la que justifica que el Consejo de Personal este
recomendando que las personas juzgadoras que integren esos 6rganos jurisdiccionales sean

de categoria 5.

La ley n° 9343 a su vez introduce una reforma al articulo 98 de la Ley Organica del Poder

Judicial, definiendo la competencia de los Tribunales de Apelacion de la materia laboral.

En el articulo 92 de la Ley Organica se regula la tipologia de tribunales colegiados que

pueden existir dentro de la estructura del Poder Judicial, al disponer lo siguiente:

“Existiran tribunales colegiados de casacion, de apelacion de sentencia, civiles,
penales de juicio, de lo contencioso-administrativo y civil de Hacienda, de familia, de

trabajo, agrarios, penales juveniles, asi como otros que determine la ley.

Esa misma norma define que: “Los tribunales podran ser mixtos, cuando lo justifique el

namero de asuntos que deban conocer”.

Es importante considerar que la potestad del Poder Judicial de crear despachos mixtos no es
irrestricta y tiene que ajustarse no solo a los principios de legalidad, oportunidad,
conveniencia, y razonabilidad; sino que también deben observarse las reglas que emanan de
la Constitucion Politica como norma suprema sobre la que se erige nuestro Estado de
Derecho.

La Carta Fundamental en sus articulos 33 y 57 consagra en general el principio de igualdad
de trato y no discriminacion en materia salarial, o que a su vez impone que los 6rganos
jurisdiccionales mixtos, estén integrados con personal judicial de la misma categoria, en el
tanto estén avocados al conocimiento de los mismos asuntos, o en otros términos, ejecuten

las mismas labores.

Es claro ademas que un juez de categoria 4 careceria de competencia legal para asumir
permanentemente la tramitacion de asuntos que corresponden ser resueltos por jueces de
categoria 5, por lo que de incorporarse los jueces de apelacion civiles y laborales a las

estructuras de los actuales tribunales de juicio penal, obligaria a revisar la categoria salarial





de estos ultimos, en el tanto la responsabilidad por el dictado de una sentencia en un
tribunal colegiado recae sobre la totalidad de quienes participaron en la votacién del asunto,
indistintamente de que solo una de las personas juzgadoras sea la que tenga la

responsabilidad de la redaccion de la sentencia.

e.- Existen razones de conveniencia y oportunidad que, potenciadas por las razones
juridicas expuestas en el apartado anterior, justifican replantear la estructura propuesta para
la conformacién de los tribunales de apelacién civil y laboral a partir de julio de 2017, y

que procedemos a explicar de seguido:

Dentro del espiritu de la Ley 9343 se pretende la especializacion paulatina y progresiva de
la jurisdiccion laboral, conforme las posibilidades del Poder Judicial y las necesidades y
demanda de servicio de las personas usuarias, y este es un objetivo que se cumple,
parcialmente, en la propuesta contenida en el informe 3-MI-2017, ya que se consolida la
especializacion de varios tribunales de apelacion civil y laboral, y se asignas plazas para
laborar en esas materias, de manera exclusiva, en los tribunales de juicio penal o
tribunales mixtos, sin embargo, en estos Ultimos, siempre se integrara con personas
juzgadoras especialistas en derecho penal, una rama muy disimil de la civil y laboral,

dificultando en el fondo que la decisién en cada caso sea realmente colegiada.

Los factores de orden juridicos, aunado a la conveniencia de la especializacion de los
tribunales de apelacion, justifican que en aquellas jurisdicciones territoriales donde la
demanda de servicios no sustente la existencia de un tribunal especializado, se regionalice
la competencia de esos oOrganos jurisdiccionales, para absorber las apelaciones
provenientes de distintos juzgados civiles y de trabajo, que puedan pertenecer a

circunscripciones territoriales que presenten algun grado de cercania.

Esta alternativa es amparada por nuestro ordenamiento juridico, concretamente por lo

normado en el articulo 101, parrafo segundo, de la Ley Organica, el cual reza:

“(...) Los tribunales podran tener competencia y jurisdiccion en dos o mas cantones de
diferentes provincias, en una o en varias provincias y aun en todo el territorio nacional. El

Consejo Superior del Poder Judicial regulara la distribucion de los asuntos, por razon de





la materia o territorio, entre los tribunales, para equiparar el trabajo con el objeto de

mejorar el servicio y obtener el resultado mas eficiente”.

Existen objeciones de orden operativo que se plantean en el informe 3-MI-2017, pero que
desde nuestra perspectiva son superables ajustando el funcionamiento de algunas oficinas
judiciales. La implementacion del escritorio virtual a nivel de la totalidad de la jurisdiccion
de trabajo y en general el uso de las nuevas tecnologias, permite que las personas usuarias,
incluso sin necesidad de desplazarse de sus hogares, centros de trabajo o empresas,
conozcan el estado de sus expedientes, presenten gestiones y reciban las notificaciones
judiciales. Ahora bien, previendo la universalizacion del acceso para las personas usuarias
gue no cuentan con esos recursos tecnoldgicos, y en aras de eximirles de la necesidad de
desplazarse grandes distancias hasta la sede que se defina para el tribunal, pude habilitarse
en los distintos juzgados de trabajo del pais, en modo consulta, el acceso al escritorio
virtual del tribunal, para que la persona pueda informarse exactamente sobre el estado de su
expediente, y a la vez pude habilitarse en esos despacho centros de gestién, analogos a los
de los juzgados contravencionales, para que reciban y diligencien cualquier gestion de

parte.

Debe tomarse en consideracion que, al igual que ocurre con la legislacion vigente, con la
entrada en vigencia de la Reforma Procesal Laboral, el Tribunal s6lo excepcionalmente
practicara alguna prueba, y aun en ese supuesto, la existencia de los sistemas de
videoconferencia en los distintos circuitos judiciales del pais permitirian efectuar ese acto
procesal sin necesidad de que las partes, los testigos o peritos deban desplazarse grandes

distancias.

Es cierto que al establecer tribunales regionalizados se requiere que los expedientes fisicos
gue aun existan se trasladen a esa sede, ello no representa un inconveniente mayor, en el
tanto las administraciones regionales estan en capacidad, mediante correo interno, de
coordinar esos traslados, tal y como ocurre hoy dia y seguird ocurriendo, con los
expedientes que deben movilizarse hacia la Sala de Casacion. Teniendo ademas en
perspectiva que esa realidad ir4 variando conforme la mayor parte de los asuntos se

tramiten digitalmente y el soporte fisico desaparezca.





Otro aspecto a valorar, y en el cual se coincidiria con los objetivos que se propone alcanzar
por parte de la Direccion de Planificacion en el informe 3-MI-2017, es que a traves de la
regionalizacion se permitiria maximizar los recursos y obtener un mejor provecho de las
plazas asignadas a los tribunales de apelacion. Véase que existen jurisdicciones donde la
necesidad de recurso adicional es de media plaza o una plaza y media, por lo que
conjuntando los tribunales, habrian plazas “sobrantes” o adicionales, que podrian dedicarse
a atacar la mora en los tribunales del pais con mayor retraso, por ejemplo, al Tribunal de

Trabajo de San Jose, o0 a los Tribunales Civiles de esa misma circunscripcion territorial.

Un de la mayor importancia a la hora de hacer una propuesta de regionalizacion, es la
determinacion geogréafica de la Sede del Tribuna, siendo claro que para definir esa
situacion se deben conjugar multiples factores tales como: cercania a los distintos juzgados
sobre los que mantiene competencia, porcentaje de asuntos que ingresan de los distintos
despachos, capacidad fisica instalada para albergar el tribunal, facilidad para nombrar
personas juzgadoras de la categoria respectiva, monto que se debera cubrir por zonaje u

otros pluses en caso de que proceda, nivel de desarrollo de la zona, entre otros.
I11.- Recomendacion:

a.- Se valore la posibilidad de replantear la propuesta contenida en el informe 3-MI-2017,
en lo referente a la conformacion de la estructura de los tribunales de apelacion civil y
laboral a partir de la entrada en vigencia de la Reforma Procesal Laboral, a partir del 25 de
julio de 2017, tomando en cuenta que con base al criterio del Consejo de Personal, las
personas juzgadoras que integran esos 6rganos jurisdiccionales corresponden a la categoria
5.

b.- Se sugiera a la Corte Suprema de Justicia una propuesta que contemple la
especializacién de los actuales Tribunales de Apelaciones de Puntarenas, Alajuela, Heredia
y Cartago, ademas de la creacion del Tribunal de Apelaciones del Primer Circuito Judicial
de San José, y se disefie un modelo de tribunal de apelaciones civil y laboral regionalizado
que atienda los circuitos judiciales de Guanacaste, Limon, Zona Norte y Zona Sur,
conformado por personas juzgadoras especializadas en esas materias, en proporcién al

porcentaje de entradas proveniente de cada jurisdiccion.





c.- Se defina la sede de cada uno de los tribunales regionales valorando factores tales como:
cercania a los distintos juzgados sobre los que mantiene competencia, porcentaje de asuntos
que ingresan de los distintos despachos, capacidad fisica instalada para albergar el tribunal,
facilidad para nombrar personas juzgadoras de la categoria respectiva, monto que se debera
cubrir por zonaje u otros pluses en caso de que proceda, nivel de desarrollo de la zona,

entre otros.

d.- Se sugiera que las plazas que no se requieran para conformar las estructuras completas
de los tribunales regionales, se utilicen en la reduccion de circulante de los tribunales de
segunda instancia que actualmente presentan mayor problema de circulante y de retraso
judicial.

e.- Se aclare que la conformacion de tribunales regionales es temporal, en el tanto no se

justifiqgue conformar el tribunal de apelaciones correspondiente a cada una de las

jurisdicciones, segun lo dispuesto en el articulo 6 de la ley n° 9343.

f.- Se mantenga incélume el informe 3-MI-2017 en lo que se refiere a la distribucion de
plazas y planes de reduccién de circulante establecidos de previo a la entrada en vigencia
de la ley n° 9343.

g.- Se disponga la conformacion de centros de gestion en aquellos juzgados de trabajo que
no compartan circunscripcion territorial con la sede del tribunal de apelaciones, donde las
personas usuarias puedan consultar el estado del expediente que pende ante el tribunal y
realizar gestiones para que sean conocidas por el érgano de alzada e incluso por el propio

6rgano de casacion cuando corresponda.

Msc. Maricruz Chacon Cubillo,

Directora Centro de Apoyo, Coordinacion y Mejoramiento de la Funcion Jurisdiccional
Msc. Fabian Arrieta Segleau

Msc. Fabrizio Garro Vargas

Centro de Apoyo, Coordinacién y Mejoramiento de la Funcién Jurisdiccional
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